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La cuestión ambiental, y los derechos ambientales en particular, han venido 
incorporándose a los ordenamientos jurídicos, muestra de lo cual es la consagración del 
derecho a un ambiente sano. Sin embargo el establecimiento de un derecho a un 
ambiente sano no ha estado exento de dificultades puesto que han surgido multitud de 
discusiones y posiciones sobre sus características jurídicas; ante lo cual ha aparecido 
una diversidad de esquemas de protección, siendo entonces necesario establecer cuáles 
son las condiciones que debe cumplir un esquema de protección del derecho al 
ambiente sano para permitir una adecuada defensa ciudadana del mismo. En este orden 
de ideas, y con la intención de dar respuesta a la cuestión planteada, el presente escrito 
se divide en tres partes; en una primera parte se observaran las dificultades que ha 
tenido el establecimiento de un derecho al ambiente sano, en una segunda parte se 
intentara exponer y fundamentar las condiciones de los cuales debería partir un esquema 
de reconocimiento y protección del derecho a un ambiente sano. Finalmente, en una 
tercera parte se mostrara los casos de algunos ordenamientos jurídicos que han 
reconocido de diversa manera el derecho a un ambiente sano, evidenciando además 
que consecuencias se han derivado de estas distintas formas de recoger este derecho.  
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Abstract 
The environmental question in general and the environmental rights in particular, have 
been introduced to the legal systems, sample of which is the consecration of the right to a 
healthy environment. However, the establishment of a right to a healthy environment has 
not been exempt from difficulties, since they have arisen multitude of discussions and 
positions on his juridical characteristics. Because of it had appeared a variety of schemes 
of protection, so it is necessary to establish which are the conditions that should be met in 
the schemes for protecting the right to a healthy environment in order to allow an 
adequate public defense of it. In this order of ideas, and with the intention of giving 
response to the raised question, the present document is divided in three parts; the first 
part is going to show the difficulties that the establishment of a right to the healthy 
environment has had, on the second part tries to expose and to base the conditions of 
which a scheme of recognition and protection of the right to a healthy environment should 
start.  Finally, the third part is going to show the cases of some legal systems that have 
recognized of diverse way the right to a healthy environment, additionally it is going to 
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Los problemas ambientales son una realidad difícil de negar hoy en día. La 
contaminación, la destrucción de la biodiversidad, el cambio climático, la desaparición 
paulatina de la selva amazónica, el aumento de gases que provocan el efecto 
invernadero, las lluvias acidas, la deforestación etc. Son fenómenos de los cuales casi a 
diario oímos hablar, además de ser problemas que reclaman nuestra atención junto a la 
pronta puesta en marcha de acciones tendientes a revertirlos. En este sentido Bookchin 
(1978, 234) considera que nos enfrentamos a tres clases de problemas ambientales 
globales, como resultado de las actividades del hombre los catastróficos, los agudos y 
los crónicos. 
Los catastróficos incluyen la guerra y el invierno nucleares. Los problemas 
globales agudos se caracterizan por ser repentinos y breves, con una duración quizás 
de un año, como es el caso de la emisión de toxinas transportadas desde su lugar de 
origen o la liberación accidental de un tipo perjudicial de bacterias. Los problemas 
ambientales globales crónicos tienen lugar a lo largo de un extenso periodo de tiempo, 
en términos de planificación humana, y son el típico resultado de un lento cambio 
ambiental. La lluvia acida, la reducción de la capa de ozono y el efecto invernadero son 
los principales ejemplos de este tipo de problemas ambientales globales. Así mismo 
según este autor la mayoría de nuestros problemas actuales ambientales globales son 
crónicos (Bookchin, 1978, 234). 
De la misma manera se debe destacar que ante la gravedad de los problemas 
ambientales que aquejan en el presente a la humanidad algunos autores no dudan en 
calificar el actual fenómeno ambiental como  una crisis civilizatoria. Así por ejemplo 
Norgaard (2002,175) precisa que la crisis ambiental ha venido materializándose durante 
décadas a partir de la conciencia y denuncia pública del fracaso del modelo inadecuado 
de extracción, explotación, apropiación producción y uso de recursos indicando  que 
nos encontramos en un periodo de insostenibilidad.  
Por lo anterior, podemos entonces señalar que la problemática ambiental ha 
aparecido a finales del siglo XX como una crisis de la civilización, que cuestiona de 
manera amplia y directa la forma como se ejecuta la racionalidad económica y 
tecnológica dominante (Leff, 1994, 69)1. Dicha crisis se ha intentado explicar desde 
diversas perspectivas ideológicas. De tal forma que algunos afirman que es el fruto de 
                                               
 
1
 De esta forma desde algunas posturas teóricas se ha sostenido que es inevitable redimensionar los dos 
núcleos del economismo liberal  del largo siglo XIX en el derecho constitucional, es decir, la libertad de industria y 
la propiedad libre, a un tamaño razonable por dentro de la definición pública prioritaria del bien común. Visto 
éticamente, la afirmación de un derecho individual a enriquecerse a costa de las generaciones siguientes, no tiene 
ninguna posibilidad. El aprecio ideológico por el crecimiento económico, se comprueba como uno de los paradigmas 
que debe proscribir. (Marquardt, 2010, 78) 
 El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 
mecanismo de protección judicial en el derecho comparado 
 
la presión que ejerce el crecimiento de la población sobre los recursos limitados del 
planeta; mientras para otros es el efecto de la acumulación de capital y la maximización 
de ganancias cortoplacistas que lleva a desarrollos tecnológicos destinados a un uso y 
unos ritmos de explotación de la naturaleza que tienen como consecuencia formas de 
consumo que agotan los ecosistemas y afectan sus condiciones de renovabilidad (Mesa 
Cuadros, 2007, 155). 
A pesar de las múltiples posturas sobre las causas de los actuales problemas 
ambientales somos de la postura según la cual la crisis ambiental global es una crisis 
cuya causa se debe a las actuaciones de los seres humanos, pero no de todos los 
seres humanos y no todos en igual medida e intensidad. Los graves problemas 
ambientales de carácter planetario están poniendo en peligro la vida y la sociedad, ya 
que la tecnosfera se ha vuelto lo bastante grande e intensa como para alterar los 
procesos naturales que rigen la ecosfera, y esta a su vez, presenta amenazas de 
diverso tipo contra la humanidad (Mesa Cuadros, 2007, 152). 
Así las causas que han generado los actuales problemas ambientales se deben 
más a la inadecuada intervención humana sobre la Tierra que a ciertas actividades 
“naturales”; por otra parte es de señalar que las actuaciones de los seres humanos no 
son las mismas y no tienen la misma intensidad en todas las partes del globo. Así por 
ejemplo los Estados Unidos, con solo el 5% de la población mundial, acapara el 25% de 
la energía comercial del mundo y emite el 22% del CO2, mientras que la India, con el 
15% de la población mundial, usa solo el 3% de la energía y emite el 3% del CO2. La 
unión Europea, con el 6% de la población, emite el 16% del CO2. En conjunto el norte 
rico (con apenas una quinta parte de la población mundial) emite el 80% de los gases 
de efecto invernadero ( World Resources Institute, 2008).2 
De igual manera en los últimos años, varios estudios según la huella ambiental 
(un indicador de sostenibilidad), desarrollado a partir de 1996 por Mathis Wackernagel y 
William Ress, han llegado a la conclusión de que actualmente hay un sobre uso de la 
biocapacidad del planeta. Utilizando este indicador se ha calculado que la 
universalización de los estándares de vida de los Estados más industrializados, 
requeriría las capacidades naturales de una variedad de planetas, la de los Estados 
Unidos aproximadamente de cinco tierras y la de la Unión Europea y Suiza de tres 
tierras (Marquardt, 2009, 269). 
Lo anterior nos sugiere que una solución definitiva a la problemática ambiental 
actual pasa por una reformulación profunda del actual sistema de explotación y 
distribución de los bienes ambientales y naturales. No obstante esto no debe 
desviarnos del hecho de que todas las personas tienen una responsabilidad en el 
cuidado y protección del ambiente, si bien esta responsabilidad es diferenciada ante la 
distinta capacidad de causar impactos en el ambiente. Ahora bien este tema también 
será objeto de reflexión en páginas posteriores en cuando la consagración y exigibilidad 
del derecho al ambiente sano puede configurarse como uno de los mecanismos para 
                                               
 
2
 Ver Mesa Cuadros (2007, 152)  
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lograr el cumplimiento de los deberes y responsabilidades ambientales que todos 
tenemos.  
No obstante así como son variadas las manifestaciones y las posturas sobre las 
causas de la problemática ambiental, son  variadas las respuestas que intentan darse 
para solucionar los conflictos que ella genera, así desde la ecología, la economía y 
varias ciencias más se plantean múltiples respuestas3.  
En esta labor por definir el camino para afrontar los problemas ambientales el 
derecho, como un instrumento que pretende regular los comportamientos humanos4 y 
como uno de los instrumentos mediante los cuales se señala la forma de gestionar los 
bienes comunes, no ha sido indiferente y ha intentado incorporar la cuestión ambiental 
a la normatividad tanto nacional como internacional. Para lo cual ha intentado crear 
instrumentos que sirvan a la protección ambiental, si bien algunas veces estos 
instrumentos de protección son condenados a la inaplicación por diversas causas. Así 
en este trabajo nos centraremos en una de las acciones tomadas por los Estados 
modernos para responder a la problemática ambiental, a saber, la constitucionalización 
de la cuestión ambiental en general y la consagración de un derecho al ambiente sano 
en particular.  
Siendo la cuestión ambiental uno de los desafíos actuales más importantes de 
los Estado modernos5, estos utilizando el derecho intentan dar respuestas a esta 
cuestión y las problemáticas que ella implica. En efecto la mencionada cuestión 
ambiental ha sido incluida en los órdenes normativos de distintos países y en los 
distintos niveles de la escala normativa del derecho interno6.  
Así el Derecho ha pasado por una etapa de incorporación de la cuestión 
ambiental, etapa en la cual aún se encuentra y que no ha terminado de manifestar 
                                               
 
3
 En un esfuerzo por clasificar las técnicas para gestionar recursos comunes, como el ambiente, Stephen 
Cheung (1970, 64) distingue las siguientes técnicas sustantivas: 
i. No hacer nada, en esta opción no se controlan los bienes de uso común, se deja al 
libre mercado. 
ii. “Absténgase los demás”, se basa en excluir a los posibles nuevos usuarios 
iii. Regular la forma como se usa el recurso 
iv. Propiedad: Se basa en gestionar los bienes comunes a través de la concesión de 
derechos de propiedad individualizados 
Sobre este aspecto también puede verse Rose (2009, 246-247) 
4
 Para profundizar sobre este aspecto puede verse Kelsen ( 2001). 
5
 En este sentido ver Marquardt (2009a, 311 - 321)  
6
 Por ejemplo en los Estados de Europa central surgieron ya en el siglo XIX varias leyes protectoras contra 
la contaminación del aire y de los ríos por empresas y comunidades industriales no obstante se reconoce que la 
verdadera etapa de ascenso hasta el contemporáneo “Estado protector del ambiente natural”, se inició en los años de 
1970, cuando la interacción entre las ciencias ambientales, su difusión en la prensa y la comunicación de críticas por 
el movimiento social ambiental, integro ampliamente el componente verde a los canales políticos de los países. El 
tema no fue nada menos que la habilidad para el futuro de las culturas industrializadas, en vista de que habían 
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todos sus efectos. Aunque lo que sí es claro es que permeara todo el ordenamiento 
jurídico, proceso que ya se evidencia, en tanto, las normas de protección ambiental han 
crecido exponencialmente y con ella las categorías, los instrumentos y las técnicas 
jurídicas para proteger esos nuevos valores y bienes ambientales. En efecto se advierte 
una ebullición de cambios de institutos jurídicos que, frente a la innegable realidad, 
deberán adaptarse para sobrevivir a los difíciles tiempos que vivimos, y a las demandas 
de adecuaciones, cambios, reformulaciones, modificaciones, por el ascenso de 
cuestiones seriadas, litigios masificados, de registro superlativo, inusitado, y escalas 
colectivas, de enorme importancia, por tratarse de la defensa del patrimonio ambiental 
(Augusto & Cafferata, 2004, 17).  
Ninguna rama del ordenamiento jurídico se ha librado de este fenómeno. Desde 
el Derecho Constitucional (derecho al ambiente y la incidencia que pueden tener en 
algunos derechos), al Derecho Penal (con la tipificación de nuevos delitos contra el 
ambiente); del Derecho Administrativo (que ha pasado de las tradicionales técnicas de 
intervención –autorización administrativa- a la moderna evaluación de impacto 
ambiental y a la evaluación ambiental de planes y proyectos, o a la autorización 
ambiental integrada) el Derecho Civil (que siempre ha regulado las relaciones de 
vecindad y que hoy tiene un gran reto para determinar el régimen de responsabilidad 
por daños ambientales) el Derecho Tributario (mediante la imposición de tributos que 
incentiven la protección ambiental) etc7  
Pero quizá uno de sus manifestaciones más importantes ha sido la 
constitucionalización de la protección ambiental, ubicándose así en el nivel más alto de 
los ordenamientos jurídicos. Dicha constitucionalización se ha llevado a cabo ya sea 
consagrando como deber de los Estados el cuidado del ambiente o consagrando un 
derecho de los ciudadanos con relación al ambiente e inclusive ambas a la vez8.  
En tanto la consagración del derecho al ambiente sano es una de las respuestas 
dadas por el ordenamiento jurídico a la problemática ambiental. Y a pesar de que el 
mismo ha tenido desarrollos diferentes en los distintos países, no se puede negar su 
gran relevancia dada su gran expansión. Como lo evidencia el hecho de que hoy gran 
cantidad de Estados reconocen a sus ciudadanos como habitantes de sus países y del 
                                               
 
7
 Tal como los expresan los profesores Morello Y Cafferatta (2004, 17). con las siguientes palabras: A partir 
de le emersión de los intereses (…) que aloja el derecho ambiental, están en revisión todos los institutos clásicos del 
Derecho. De la responsabilidad civil: que ensancha fronteras, contenidos, para comprender pretensiones reparatorias, 
preventivas y precautorias; así mismo cambia la naturaleza esencial de derecho de daños, que salta de patrimonial y 
personal individual –en escala de un episodio discreto- a personal plural- de dimensiones colectivas-; también se 
registran mudanzas en la visión de los sujetos de derecho, en la naturaleza y la comunidad como objeto y al mismo 
tiempo titular del derecho civil. Del proceso civil: la legitimación de obrar, la carga de la prueba, la apreciación de la 
prueba, los efectos de la cosa juzgada, los efectos de los recursos, de las vías de impugnación, de la función de las 
medidas cautelares, de los principios procesales, envueltos en una flexibilización que, paradójicamente, anuncia 
nuevos tiempos por venir, de mayores garantías, más fuertes, y derechos efectivos, ejecutorios  
8
 Así en el año 1917, primero la comunidad federal suiza fue complementada por el fin estatal de la 
protección del ambiente, que se estableció en el mismo rango al lado de otros principios fundamentales como el de la 
democracia. En 1984 siguió Austria, en 1991 Colombia y en 1994 Alemania (Marquardt, 2009a, 251) Iguales 
caminos seguirían países como España (1978), Grecia (1975) o Portugal (1976) (Vernet & Jaria, 2007). 
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mundo un derecho a un ambiente sano, adecuado, equilibrado o libre de contaminación 
según se prefiera y según el ordenamiento en el que nos encontremos. 
No obstante la consagración de este derecho nos plantea preguntas como las 
siguientes:¿Qué implica que se tenga este derecho?, ¿implica solo que el Estado 
deberá tener en cuenta este derecho de sus ciudadanos e intentar a través de las 
políticas públicas más o menos acertadas garantizarlo?, ¿implica que es un principio 
que irradia el sistema jurídico y por tanto todos los poderes del Estado lo tendrán en 
cuenta en la toma de sus decisiones?, o quizás, ¿implique que estos ciudadanos tienen 
una expectativa que pueden reclamar en los estrados judiciales? Y en este último caso 
¿en qué condiciones? ¿A quién le reclamarán? ¿Qué pueden reclamar?, ¿mediante 
qué acciones?,  
Múltiples son las respuestas a estas cuestiones, lo que se ve reflejado en las 
variadas posiciones que se tienen frente al derecho al ambiente sano en el derecho 
comparado. Aun así es necesario ahondar en estas cuestiones en orden a desarrollar 
instrumentos que faciliten la defensa del ambiente como un patrimonio común de toda 
la humanidad, presente y futura, y de cuya protección podría depender la continuidad 
de la especie humana. En tanto, parece ser que el único punto de consenso existente 
es que es necesario emprender acciones en defensa del ambiente9. 
En este sentido es necesario clarificar el carácter que en el ordenamiento jurídico 
tiene el derecho al ambiente sano, en orden a establecer mecanismos adecuados que 
permitan el establecimiento del mismo como una garantía real, de la cual puedan hacer 
uso los ciudadanos. Adicionalmente es necesario que el derecho al ambiente sano se 
convierta en una de las herramientas (en tanto pueden configurarse varias) que ayude a 
la protección del ambiente para garantizar la continuidad sostenible de la especie 
humana. Puesto que como resalta el informe planeta vivo (WWF, 2010, 4), los niveles 
actuales de consumo y uso de los bienes ambientales son insostenibles, en tanto de 
continuar el ritmo actual  en el 2030 harán falta dos planetas para atender las 
necesidades de la población, y tres en el 2050. 
Inclusive el desarrollo de mecanismo de defensa del ambiente resulta de vital 
importancia en Colombia, dado que nuestro país encabeza un ranking poco grato: es el 
primer país de Suramérica y el segundo del mundo con más ecosistemas que albergan 
especies de fauna amenazada, nuestro territorio sólo es superado por México, y es 
seguido de cerca por Perú (tercer lugar) y por Indonesia, Brasil, China, Ecuador y 
Australia (Alliance for zero Extinction pinpoiting and preventing inminent Extinctions, 
2005). 
Así pues el derecho tiene retos a los que deberá responder en todas sus ramas. 
Para no solo incorporar la cuestión ambiental sino también para que esta incorporación 
se vea reflejada en la protección efectiva de los bienes ambientales y en últimas para 
                                               
 
9
 En este orden de ideas por ejemplo el informe Planeta Vivo de WWF (2010, 4) plantea que la protección 
de la biodiversidad y los ecosistemas debe ser una prioridad 
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lograr un patrón de sostenibilidad10 que permita la continuidad de la especie humana. 
En este propósito el derecho al ambiente sano juega un papel central en tanto se vuelve 
fundamento y justificación de buena parte de las medidas tomadas por el Estado en 
materia de protección ambiental y por otro como se reseñó en párrafos precedentes 
debe convertirse en una garantía real en manos de los ciudadanos, en un instrumento 
que permita la solución de problemas concretos. 
 
Preguntas de investigación. 
 
La cuestión ambiental en general, y el derecho al ambiente sano en particular, 
han tenido un proceso de acomodamiento en los distintos ordenamientos jurídicos 
(Crawford, 2009, 22) tanto en el nivel legal como en el nivel constitucional.  
Concretamente con respecto al derecho a un ambiente sano, este proceso comenzó 
alrededor  de los años cincuenta y setenta (Mesa Cuadros, 2007, 88).  
Pronto este derecho comienza extenderse tanto en el ámbito del derecho 
internacional, con diversas declaraciones de derechos humanos sobre el ambiente, 
entre las que se incluyen la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas 
Sobre el Medio Ambiente humano y la Declaración de Rio sobre Ambiente y Desarrollo, 
así como en la aplicación que de algunos instrumentos derechos humanos han hecho 
algunos tribunales internacionales, como la Corte Europea de Derechos Humanos al 
aplicar la Convención Europea de Derechos Humanos. Análogamente para el caso 
americano podemos ver como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
incorporado el tema ambiental en algunos de sus informes. 
Igual proceso se evidencia en el ámbito del derecho interno de los Estados, en el 
cual este fenómeno se ha visto reflejado en la creciente constitucionalización del 
derecho al ambiente sano (o alguno de sus similares, como derecho al ambiente 
adecuado) o el establecimiento del deber de protección al ambiente por parte de los 
Estados. Entre los países que han reconocido este derecho se cuentan en el ámbito 
latinoamericano Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Salvador, 
Nicaragua, Paraguay, Honduras, México y Venezuela etc. En el ámbito Europeo 
podemos mencionar a Portugal, España, Polonia, Yugoslavia, Bulgaria, Hungría, 
Francia, Grecia etc.  
Ahora bien los caminos de la constitucionalización han sido diversos y han 
generado diversas consecuencias jurídicas con respecto a su aplicación y concreción11, 
no obstante puede encontrarse un factor coincidente que suelen plantearse a abordar el 
derecho al ambiente sano: la cuestión sobre si este es un verdadero derecho del cual 
los ciudadanos son titulares y qué consecuencias tiene considerarlo como derecho, 
especialmente ante la posibilidad de ser exigido judicialmente. Así la primera pregunta 
que responden los ordenamientos jurídicos al diseñar un esquema de protección del 
                                               
 
10
  Ya sea mediante la imposición de límites, patrones de uso y consumo etc. 
11
 Sobre este aspecto puede verse Kiss (1983, 111) y Amaya Navas (2003,13) 
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derecho al ambiente sano es si este ¿es un derecho o un principio o una directriz que 
guía el actuar de los poderes públicos? 
En este sentido se debate si la consagración del derecho al ambiente sano 
implica la existencia de un derecho reivindicable por los ciudadanos o es un principio o 
directriz para el legislador y demás poderes públicos quienes deberán desarrollarlo, 
mediante políticas públicas (Loperena Rota, 1998, 46) más o menos acertadas en cuya 
construcción el ciudadano solo podrá participar en la medida que el mismo 
ordenamiento jurídico lo permita, y sin que su participación sea decisiva en tanto la 
decisión final estará en manos de los poderes estatales. 
Una vez superado el debate sobre la condición de verdadero derecho, la 
cuestión viene a fijarse en las facultades de las que dispone el ciudadano para 
garantizar este derecho, igual pregunta surge cuando la Constitución o ley solo hablan 
de un deber estatal de protección al ambiente, en este sentido la pregunta que surge es 
¿puede el ciudadano exigir su derecho a un ambiente sano o exigir que el Estado 
cumpla con su deber de protección al ambiente según el caso? y ¿Cuáles son las 
posibilidades de exigirlo mediante acciones judiciales?, así mismo conviene 
preguntarse por las condiciones que deben tener estas acciones judiciales. Así se 
intenta responder a las preguntas ¿puede exigirse judicialmente? ¿Quién puede? ¿A 
quién se le exige su respeto? 
En cuanto a las constituciones que reconocen el derecho a un ambiente sano y 
que establecen algún tipo de acción judicial encontramos dos tendencias principales, 
por un lado aquellas que dan protección a este derecho mediante la misma acción que 
protege los demás derechos constitucionales v.gr la acción de amparo y aquellas que 
crean una acción especial para la protección de este derecho12.  
Lo anterior ha generado diversas tendencias y discusiones especialmente en lo 
referente a los titulares de este derecho y la legitimación para invocarlo ante los 
tribunales (Dalla Via, 2000, 287) (Acevedes Avila, 2003, 321) preguntas que van muy 
ligadas en tanto casi que unánimemente aquel que sea reconocido como titular del 
derecho se le concederá la legitimidad procesal necesaria para accionar judicialmente 
en su defensa.  
De esta forma ante la pregunta ¿Quién es el titular del derecho a un ambiente 
sano? Suele responderse de diversa manera, hay diferentes posturas desde aquellas 
que sostienen que es un derecho individual y por tanto su titular es el individuo, hasta 
aquellas que sostienen que es un derecho colectivo que pertenece a todos por lo cual el 
legitimado es o un órgano especial del Estado que represente al colectivo13 o cualquier 
miembro de la colectividad, e incluso podemos encontrar tesis que sostiene que el 
derecho al ambiente sano tiene una doble titularidad y en este sentido seria tanto un 
derecho individual como uno colectivo. 
                                               
 
12
 Para ejemplos concretos puede verse Kiss (1983, 119) y Amaya Navas (2003, 12-13) 
13
 Como las Personerías o Procuradurías 
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Así mismo en los casos en los cuales el derecho al ambiente sano es protegido 
mediante una acción especial se plantea la relación de este derecho con respecto a los 
demás derechos constitucionales, en ese sentido son frecuentes las discusiones frente 
a la posible preeminencia de unos derechos sobre otros considerados como 
“fundamentales”. Igualmente son frecuentes las discusiones sobre los conflictos que se 
presentarían entre el derecho al ambiente sano y algunos postulados económicos de 
las constituciones como la libertad de mercado o empresa. Más aún se presenta la 
discusión sobre la conveniencia o la posibilidad de separar tajantemente la protección 
ambiental de la protección de otros derechos siendo frecuentes los casos en los que 
para amparar un derecho como la vida o la salud es necesario tomar medidas 
protectoras del ambiente.  
De lo anterior, podemos afirmar que no existe acuerdo sobre qué tratamiento 
darle al derecho al ambiente sano. Así es posible identificar distintas posiciones, en una 
amplia gama que va desde el considerarlo un principio programático, hasta aquellos en 
los que es considerado un derecho. Dentro de las posiciones que lo consideran un 
derecho también se encuentran matices que van desde aquellos que lo consideran un 
derecho subjetivo (individual o colectivo, fundamental o no), y quienes consideran que 
la categoría derecho subjetivo no puede ser utilizada para explicarlo. Diversidad que 
aumenta si se tiene en cuenta que se usan conceptos como derecho subjetivo, derecho 
colectivo y derecho fundamental, que son conceptos de por sí bastante debatidos y con 
distintas acepciones. 
 Así una primera pregunta es ¿Dónde ubicar este derecho?, ¿entre los derechos 
fundamentales? ¿Derecho individual o colectivo?, incluso podríamos preguntarnos ¿si 
la categoría “derechos fundamentales” es una categoría valida aun? O inclusive 
podemos preguntarnos ¿si por el contrario esta categoría ha servido para fundamentar 
la exigencia de unos derechos (principalmente los derechos civiles y políticos) dejando 
de lado otros derechos también importantes (como los económicos sociales y 
culturales)? 
 De la misma manera esta divergencia de posiciones ha generado multiplicidad 
de esquemas de reconocimiento y protección para este derecho. Diversidad de 
esquemas, que van desde la negación total de la posibilidad de reivindicarlo 
judicialmente hasta aquellos que aceptan tal posibilidad, ya sea mediante la misma 
acción para todos los derechos constitucionales o mediante acciones especiales. Lo 
que se ha visto reflejado en mayores o menores herramientas judiciales en manos de 
los ciudadanos, para la defensa de su derecho a un ambiente sano.  
Precisamente en algunos ordenamientos jurídicos hay una falta total de 
concreción judicial del mismo, mientras que en otras se imponen restricciones para la 
judicialización del derecho al ambiente sano, imponiendo el cumplimiento de algunos 
requisitos antes de poder accionar judicialmente. Suscitándose entonces dificultades en 
cuanto a la legitimidad procesal necesaria para defenderlo o los supuestos que deben 
ser demostrados para acceder a la protección judicial u otras como la que se da en el 
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caso colombiano donde se ha generado la búsqueda de enmarcarlo en la categoría de 
derecho fundamental para poder acceder a la protección vía acción de tutela14. 
 Lo cual nos lleva a preguntar ¿Cuál es el status que el derecho al ambiente sano 
ocupa en el ordenamiento jurídico? ¿Cuál esquema de protección se acogió en la 
Constitución Política de Colombia? Así como preguntarse ¿si enmarcarlo dentro de la 
categoría de derechos fundamentales resulta la estrategia jurídica más adecuada para 
su protección? O más aun ¿dada la variedad de opciones de protección cual resulta 
más adecuada? Y por ende debería ser la seleccionada. 
 
 
1.1 Concreción del problema objeto de 
investigación 
 
En este orden de ideas y ante la diversidad de esquemas de protección, es 
necesario establecer cuáles son las condiciones que debe cumplir un esquema de 
protección del derecho al ambiente sano para permitir una adecuada defensa 
ciudadana del mismo. En última instancia, qué condiciones debe cumplir un esquema 
de reconocimiento y protección de este derecho para permitir el empoderamiento 





Los esquemas de reconocimiento constitucional y protección del derecho al 
ambiente sano en igualdad de condiciones con los demás derechos, así como su 
garantía de reivindicación judicial frente al Estado y los particulares, permiten un mayor 
grado de empoderamiento y supervisión ciudadana en las cuestiones ambientales que 
aquellos esquemas en los que falta alguno de estos elementos. 
 
                                               
 
14
 Discusión similar se presenta en el derecho Brasileños como evidencia el texto de Lucíola María de 
Aquino Cabral (2010) titulado “A efetividade do direito fundamental ao meio ambiente adequado”  
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1. Analizar las teorizaciones sobre el derecho al ambiente sano y las formas como 
se traducen en la construcción de esquemas de reconocimiento y protección 
constitucional del derecho al ambiente sano, en especial, en acciones judiciales 
para su defensa. 
2. Fundamentar las condiciones mínimas desde las cuales debería partir la 
construcción de un esquema de protección del derecho a un ambiente sano, que 
permita el empoderamiento ciudadano en las cuestiones ambientales, así como 
la supervisión del cumplimiento de las obligaciones ambientales. 
3. Valorar, a partir de estudio de casos, los esquemas actuales de reconocimiento y 
protección judicial del derecho al ambiente sano, evidenciando las condiciones 
que permiten el empoderamiento ciudadano en las cuestiones ambientales así 
como la supervisión del cumplimiento de las obligaciones ambientales por parte 




En orden a dar respuesta al problema planteado y a demostrar o falsear la 
hipótesis esbozada con anterioridad, la presente tesis se dividirá en tres partes; en una 
primera parte observaremos las dificultades que ha tenido el establecimiento de un 
derecho al ambiente sano, en una segunda parte intentaremos exponer y fundamentar 
las condiciones de los cuales debería partir un esquema de reconocimiento y protección 
del derecho a un ambiente sano. Finalmente, en una tercera parte mostraremos los 
casos de algunos ordenamientos jurídicos que han reconocido de diversa manera el 
derecho a un ambiente sano, evidenciando además que consecuencias se han 
derivado de estas distintas formas de recoger este derecho.  
Para cumplir con lo anterior en un principio intentaremos analizar las 
teorizaciones sobre el derecho al ambiente sano y las formas como se traducen en la 
construcción de esquemas de reconocimiento y protección constitucional del derecho al 
ambiente sano, en especial, en acciones judiciales para su defensa. 
Con este fin mostraremos las tesis que sostienen que el derecho al ambiente 
sano es en realidad un principio programático, esto es un objetivo a cumplir por las 
autoridades públicas, quienes a través de políticas públicas en un futuro estarán en 
capacidad de garantizar este derecho a todas las personas. 
En el mismo camino expondremos las tesis según las cuales el derecho a un 
ambiente sano no puede ser concebido como un verdadero derecho, mostraremos 
como según esta postura es imposible a partir del concepto de derecho subjetivo y de 
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ambiente construir una figura jurídica que sirva para la protección del ambiente y como 
no sería posible tener al individuo como el eje central sobre el cual erigir la protección 
ambiental, ya que como se verá más adelante esta postura dirá que la situación del 
individuo frente al ambiente se caracteriza por ser difusa. 
Finalmente evidenciaremos la postura según la cual el derecho a un ambiente 
sano puede ser considerado como un verdadero derecho y en ese sentido si es posible 
plantear su reivindicación judicial en los tribunales lo que nos llevara  a la siguiente 
pregunta ¿Quién puede? Es decir ¿Quién es el titular de este derecho? 
Con el objetivo de responder a esto veremos como el derecho al ambiente sano 
ha intentado enmarcarse dentro de los llamados derechos colectivos, pero como este 
intento ha sido recibido con críticas sosteniéndose que en realidad el derecho a un 
ambiente sano es un derecho individual. Finalmente veremos como esta dicotomía ha 
intentado resolverse sosteniéndose que el derecho a un ambiente sano tiene un 
carácter bifronte, y en ese sentido tiene tanto un carácter individual como colectivo. 
Sin embargo para ilustrar mejor la anterior discusión nos adentraremos en otra 
discusión aún más profunda sobre la posibilidad teórica de que existan los derechos 
colectivos, así mostraremos las tesis que los niegan y las tesis que los aceptan, para 
posteriormente observar cómo han intentado ser resueltos los potenciales conflictos 
entre derechos individuales y derechos colectivos. 
Una vez expuestas estas discusiones veremos cómo, en una tercera vía, se ha 
intentado escapar de la discusión sobre el titular del derecho a un ambiente sano 
intentando dotar de personalidad jurídica al ambiente, y por lo tanto volviéndolo sujeto 
de derecho. 
Seguidamente, para concluir el apartado referente a las discusiones sobre el 
derecho a un ambiente sano se mostrara como, y ante la falta de acuerdo sobre que 
tratamiento darle, han surgido diversos esquemas de reconocimiento constitucional. 
Empezando por aquellos que no reconocen ningún derecho ni deber ambiental, 
pasando por aquellos que reconoce un deber estatal de protección del ambiente hasta 
aquellos que reconocen un derecho a un ambiente sano pero no reconocen una acción 
judicial para defenderlo y finalmente aquellas que no solo reconocen el derecho a un 
ambiente sano sino que también reconocen una acción judicial para reivindicarlo ante 
los tribunales. 
Las anteriores consideraciones llevara a preguntar ¿qué condiciones debería 
tener un esquema de reconocimiento constitucional y protección del derecho al 
ambiente sano que permita el empoderamiento ciudadano en la protección ambiental?, 
pasando a la segunda parte de la presente tesis. En ella se fundamentaran las 
condiciones mínimas desde las cuales debería partir la construcción de un esquema de 
protección del derecho a un ambiente sano, que permita el aumentar la capacidad del 
ciudadano para influir en la toma de decisiones referentes al ambiente, así como la 
supervisión del cumplimiento de las obligaciones ambientales. 
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Para cumplir con lo señalado en el párrafo precedente partiremos del hecho de 
que el derecho al ambiente sano es un derecho humano, ampliamente reconocido 
como tal, tanto en el ámbito internacional como nacional; de esta forma deben 
aplicársele las consecuencias de tenerlo por tal, en especial que debe servir de limite al 
poder, tanto del Estado como de los particulares, y que debe ser tratado en igualdad de 
condiciones con los demás derechos dada la interdependencia e indivisibilidad de todos 
los derechos humanos.  
Además de lo anterior intentaremos demostrar que es necesario que el derecho 
al ambiente sano sea reconocido en el nivel constitucional pues hacerlo en un nivel 
normativo inferior lo colocaría en desventaja frente a los derechos reconocidos 
constitucionalmente, dada la primacía normativa de la Constitución.  
En último lugar y como un tercer elemento señalaremos que debería permitirse a 
los ciudadanos accionar en defensa del ambiente por dos razones básicas, por un lado 
porque hacerlo aumenta y permite una mayor participación15 y control ciudadano sobre 
las decisiones que acerca el ambiente se tomen y además porque hacerlo es una de los 
mecanismos más efectivos para que en verdad el derecho a un ambiente sano sirva de 
limite al poder del Estado y de los particulares. No obstante lo anterior señalaremos que 
estos son puntos de partida y no de llegada en ese sentido señalaremos que aún es 
necesario la elaboración de criterios sustantivos para evaluar judicialmente los impactos 
en el ambiente.  
Una vez hecho lo anterior intentaremos evidenciar las afirmaciones precedentes 
en el terreno práctico de las constituciones realmente existentes, valorando, a partir de 
estudio de casos, los esquemas actuales de reconocimiento y protección judicial del 
derecho al ambiente sano, evidenciando las condiciones que permiten el 
empoderamiento ciudadano en las cuestiones ambientales así como la supervisión del 
cumplimiento de las obligaciones ambientales por parte del Estado y los particulares. 
Así tomaremos dos ejemplos de constituciones que no reconocen el derecho a 
un ambiente sano ni un deber general del Estado de proteger el ambiente (Estados 
Unidos y Canadá) intentando hacer explicitas las dificultades que hayan podido surgir 
para la defensa judicial del ambiente ante tal ausencia de reconocimiento. 
Adicionalmente abordaremos ejemplos donde se reconozca el derecho a un 
ambiente sano pero no una acción judicial para su defensa (España), igualmente 
tomaremos algunos ejemplos de constituciones que sin reconocer el derecho a un 
ambiente sano sí reconocen un deber general de protección ambiental en cabeza del 
Estado (Alemania y Uruguay) 
                                               
 
15
 SI bien debemos resaltar que la participación ciudadana es un proceso complejo, es decir, combina una 
gran cantidad de elementos (actores, momentos, escenarios, instrumentos, intereses, imaginarios, escalas, universos, 
intencionalidades, etc.), lo cual hace que se presenten diversos sentidos de la participación (instrumental, 
legitimador, democrático) y distintos niveles de participación (consulta, iniciativa, concertación, decisión, gestión, 
fiscalización) (Veeduria Distrital, 2008, 84 -87) 
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Por ultimo tomaremos dos constituciones que no solo reconocen el derecho a un 
ambiente sano sino que también reconocen la posibilidad de accionar en su defensa 
intentando exponer las consecuencias que esto ha traído aparejado. 
Así al final intentaremos demostrar que no solo el derecho a un ambiente sano 
es un verdadero derecho sino que los esquemas de reconocimiento constitucional y 
protección del derecho al ambiente sano en igualdad de condiciones con los demás 
derechos, así como su garantía de reivindicación judicial frente al Estado y los 
particulares, permiten un mayor grado de empoderamiento y supervisión ciudadana en 
las cuestiones ambientales que aquellos esquemas en los que falta alguno de estos 
elementos. 
 
2. 1. Derecho al ambiente sano una 
reconstrucción teórica y fáctica 
 
 
2.1  Derecho a un ambiente sano ¿Derecho 
Subjetivo, Colectivo o principio rector? 
 
Una vez reconocida la existencia de una problemática ambiental actual, grave y 
que además presenta manifestaciones locales y globales, surge la pregunta ¿sobre qué 
hacer?, y en especial, ¿qué hacer desde el derecho?, es más podría preguntarse ¿hay 
que hacer algo desde el derecho? O deberíamos dejar la solución de esto problemas a 
otras ciencias ¿la economía y el libre mercado?, ¿el desarrollo de nuevas tecnologías 
salvadoras?; si bien hay que reconocer que mucho se ha argumentado en favor de 
estas opciones, lo cierto es que el derecho ha intentado dar una respuesta a la crisis 
ambiental actual.  
 
Sin embargo no hay un claro consenso sobre si en verdad el derecho ambiental 
surge ante la creciente preocupación mundial por los problemas ambientales o por el 
contrario es una rama cuyos orígenes se remontan al siglo XIX o inclusive mucho antes 
de este siglo.  
 El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 
mecanismo de protección judicial en el derecho comparado 
 
 
En efecto por una parte algunos autores han planteado que como respuesta a los 
graves problemas ambientales, por los cuales atraviesa la humanidad actualmente, se 
da el surgimiento del derecho ambiental. Haciendo coincidir este surgimiento con 
Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio ambiente 
humano16. No obstante, desde la literatura ambiental, se plantea que aun cuando el uso 
del término “medio ambientalismo” o “ambientalismo”17 pudo no haber aparecido con 
fuerza en nuestro vocabulario hasta la década de los años setenta, la idea de proteger 
la calidad del ambiente físico no es una invención del siglo XX, sino que por el contrario 
es posible identificar ideas de protección y conservación de los bienes ambientales a 
los largo de prácticamente toda la historia de la humanidad (Crawford, 2009)18  
 
Así por ejemplo suelen citarse algunos hechos históricos, para ilustrar ideas de 
protección ambiental anteriores a la conferencia de las Naciones Unidas sobre 
ambiente y desarrollo, como los siguientes: la creación de Parques Naturales 
Nacionales en 1917 en México, 1926 en Chile, en 1934 en Argentina, en 1937 en Brasil 
y Venezuela, en 1939 en Bolivia, en 1955 en Costa Rica, en 1959 en Colombia y en 
1961 en Perú. Igualmente antes del año 1972  ya en varios países habían sido 
expedidos códigos sanitarios y normas para controlar la contaminación provocada por 
la industrialización como la Ley de industria del Reino de Prusia de 1845 o la Ley de 
Agua del Gran Ducado de Badén entre otros ejemplos (Marquardt, 2010, 47-54)19. No 
obstante debemos señalar que gran parte de la respuesta sobre el surgimiento del 
derecho ambiental tiene que ver también por la respuesta a ¿Qué se entiende por 
derecho ambiental? 
 
Ante la anterior cuestión debemos destacar que tampoco existe un acuerdo en la 
doctrina sobre el concepto de derecho ambiental, lo cual como hemos indicado puede 
contribuir a aumentar la falta de claridad sobre el surgimiento del mismo. De esta forma 
por una parte se considera que el derecho ambiental es una rama del derecho que 
busca integrar distintas ramas del ordenamiento jurídico con el fin de prevenir, reprimir o 
reparar las conductas agresivas al bien jurídico ambiental, teniendo en cuenta  las 
características del ambiente donde se desenvuelven. De otra parte, encontramos 
                                               
 
16
 Estocolmo, Suecia, 5-16 de junio de 1972 
17
 La historia de los ambientalismos y ecologismo ha generado interesantes debates por ubicar su origen y 
desarrollo. Algunos intentan encontrar criterios ecológicos en los albores de la especie humana otros datan el 
movimiento ambientalista en los años sesenta y setenta del siglo XX, y otros se van al siglo XIX a encontrar la raíces 
de este movimiento. Más allá de que encontramos algunas raíces en el siglo de los imperialismos, lo que si es cierto 
es que el “ecologismo contemporáneo” nace y se desarrolla cuando se hacen visibles los daños ambientales de 
dimensión mundial (calentamiento global, reducción de la capa de ozono y destrucción de la biodiversidad), los 
cuales se han incrementado de tal forma que queda en entredicho la supervivencia humana y la integridad de la 
biosfera. Para Dobson, el informe Los límites del crecimiento de 1972 puede ser el símbolo del nacimiento del 
ecologismo en su aspecto plenamente contemporáneo. Aunque autores como Martínez Alier sostienen que muchas  
de las luchas por la supervivencia de los pueblos del Tercer Mundo desde hace mucho tiempo fueron luchas 
ambientalistas y ecologistas. En este sentido ver Dobson (1997) y Martinez Alier (1994) 
18
. Iguales aseveraciones se presentan Jordano Fraga (1995, 53) Mesa Cuadros (2010a, 7) 
19
  Otros ejemplo pueden encontrarse en Jordano Fraga (1995, 53) Crawford (2009, 23)  
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posturas como la de Serrano Moreno (1992, 42) para quien el derecho ambiental es el 
sistema de normas, instituciones, prácticas e ideologías jurídicas eventualmente útiles 
para la tutela del equilibrio de los ecosistemas.  
 
Por su parte Jaquenod (1991, 351) sostiene que el derecho ambiental se 
caracteriza por sus dimensiones espaciales indeterminadas, su carácter preventivo con 
sustrato técnico, distribución equitativa de costos, preeminencia de los intereses 
colectivos, multidisciplinar y transnacional. Junto a las anteriores posturas podemos 
identificar otras como la del profesor Mesa Cuadros (2010, 21) para quien el derecho 
ambiental debería caracterizarse por ser un derecho público, universal, preventivo, 
redistributivo, inter y transdisciplinar (conexiones del derecho con otras disciplinas como 
la ética, la política, la economía ecológica, la ecología y las ciencias ambientales), 
sistémico, proactivo y prospectivo, que tiene como objeto central la conservación del 
ambiente y la protección y prevención del daño y la contaminación ambientales. 
 
Lo expuesto nos lleva a decir por un lado que el concepto del derecho ambiental 
no está claro y por el otro que tampoco está claro el momento en el cual se produjo el 
surgimiento del mismo. No obstante esta falta de claridad no puede servir de excusa 
para la ineficacia de la protección ambiental, en tanto lo que sí es claro es que ante este 
nuevo momento, caracterizado por algunos como una crisis de la civilización, el derecho 
en general y el derecho ambiental en particular deben dar nuevas respuestas, en orden 
a desarrollar los mecanismos adecuados para cumplir con una de las necesidades más 
urgentes y apremiante como lo es la preservación y la conservación de los bienes 
ambientales.  
 
No obstante  la falta de acuerdo sobre el surgimiento del derecho ambiental, y 
sobre el concepto del mismo, parece existir acuerdo en que en las últimas cuatro 
décadas la temática ambiental cobra una gran relevancia, ante la gravedad cada vez 
mayor de los problemas ambientales. Si bien como se mencionó anteriormente puedan 
encontrarse en diversos períodos históricos reivindicaciones a la idea de protección, 
limitación y conservación de la naturaleza, se considera que a finales de los años 
cincuenta y la década de los setenta, con los procesos de descolonización, se dio un 
impulso fuerte a la formulación de los derechos ambientales, entre los cuales se 
encuentra el derecho a un ambiente sano o adecuado, el cual surgió a finales de los 
años sesenta y principios de los años setenta. (Mesa Cuadros, 2007, 67) 
A partir de su primera aparición el derecho a un ambiente sano ha tenido una 
amplia expansión. No son pocas las constituciones que expresamente han reconocido 
el derecho a gozar de un ambiente adecuado, aun cuando ese reconocimiento pueda 
dar lugar a consecuencias y discusiones diferentes en función de cada ordenamiento 
(Amaya Navas, 2003, 13) como nos encargaremos de explicitar más adelante. No 
obstante podemos identificar algunos aspectos comunes, que sin desconocer las 
particularidades propias de cada país, nos permiten señalar algunos aspectos a tener 
en cuenta en la construcción y evaluación de un esquema de reconocimiento 
constitucional y del reconocimiento de acciones judiciales en defensa del ambiente.  
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En el mismo orden de ideas se debe tener en cuenta que la protección del 
ambiente a nivel constitucional ha seguido básicamente dos caminos. Por una parte, 
establecer el deber del Estado para velar por la protección del ambiente, y por otra, 
independientemente de la anterior o sumada a la anterior premisa, se estatuye que se 
tiene derecho a vivir en un ambiente adecuado, con el deber de su conservación 
(Cifuentes López & Cifuentes López, 2000, 428). Aunque algunos autores como Kiss 
(1983, 114) relativizan esta bifurcación al señalar que conviene admitir al menos en 
principio que las constituciones que no hablan sino de los deberes del Estado en 
materia de protección del ambiente, de hecho contienen implícitamente el 
reconocimiento del derecho al ambiente. En efecto es difícil concebir un derecho sin el 
deber correlativo impuesto a otro u otros o por el contrario un deber impuesto a un 
sujeto del cual no se beneficiara otro u otros sujetos.  
Sin embargo es necesario establecer si en el terreno práctico existe alguna 
diferencia entre las constituciones que solo reconocen un deber del Estado de 
protección del ambiente y aquellas que reconocen un derecho a un ambiente sano, en 
especial en lo referente a la posibilidad de exigirlo frente a los tribunales, por ser el 
interés primordial de este trabajo. 
Así mismo, se debe señalar que en el ámbito internacional este derecho, ha sido 
reconocido en varias declaraciones sobre derechos humanos e incluso algunos 
tribunales internacionales de derechos humanos lo han amparado, aunque se ha tenido 
que acudir a teorías sobre la conexidad entre derechos. Conexidad que se presentaría 
entre: el ambiente y el derecho a la vida, o la intimidad y el ambiente, o la integridad 
personal y el ambiente20. Como ilustra el ya famoso y paradigmático caso López Ostra 
contra España21. 
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 Sobre cómo estas relaciones han sido recogidas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ver Saura 
Estapa (2007, 81-84) 
21
 En este caso se puso de manifiesto la clara vinculación entre el derecho a la vida privada y la protección 
del ambiente en un asunto del que habían conocido, por la vía especial contencioso-administrativa de protección de 
los derechos fundamentales la Audiencia Territorial de Murcia y el Tribunal Supremo, y en recurso de amparo el 
propio Tribunal Constitucional español que inadmitió el recurso por ser manifiestamente infundado. Sin embargo, el 
Tribunal Europeo por unanimidad consideró: 
“que los atentados graves al medio ambiente pueden afectar al bienestar de una persona y pueden privarla de 
disfrutar de su domicilio hasta el punto de perjudicar su vida privada y familiar y sin que sea necesario que se ponga 
en grave peligro la salud de la interesada. 
Los principios aplicables son bastante similares tanto si se enfoca el asunto bajo la perspectiva de una 
obligación positiva, a cargo del Estado, de adoptar medidas razonables y adecuadas para proteger los derechos del 
particular en virtud del párrafo 1 del artículo 8 ⎯como lo pretende en este supuesto la demandante⎯, como si se 
aborda como una „injerencia de una autoridad pública‟ que se debe justificar de acuerdo con el párrafo 2 del mismo 
artículo 8. En los dos casos es preciso tener en cuenta el justo equilibrio que debe darse entre los intereses 
concurrentes del individuo y de la sociedad en su conjunto; del mismo modo, en las dos hipótesis el Estado goza de 
un cierto margen de apreciación. Además, incluso en el caso de las obligaciones positivas que se deducen del artículo 
8.1, los objetivos enumerados en el artículo 8.2 pueden desempeñar una cierta función a la hora de buscar el 
equilibrio requerido (véanse, en particular, las sentencias Rees c. Reino Unido de 17 de octubre de 1986, serie A n° 
106, p. 15, § 37, y Powell y Rayner c. Reino Unido de 21 de febrero de 1990, serie A n° 172, p. 18, § 41)” 
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Incluso en el ámbito del continente americano la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha tratado el tema de degradación ambiental vinculada a los 
derechos humanos y empresa, específicamente en sus informes de países (Ecuador22 y 
Brasil) y en los casos individuales comunidad Mayagna Sumo vs Nicaragua, y 
Yanomami vs Brasil23.  
Los anteriores ejemplos nos muestra la amplia aceptación que ha tenido este 
derecho, y la amplia aceptación que tiene la idea de que para garantizar 
adecuadamente los derechos humanos se debe proteger el ambiente. Igualmente los 
pronunciamientos de Cortes internacionales de derechos humanos nos muestran como 
el camino hacia la judicialización en el ámbito internacional ha empezado a trazarse, 
aunque aún hoy persisten fuertes limitaciones (Pérez Sola, 2007). Limitaciones que se 
deben en gran medida a la imposibilidad de exigir directamente la protección del 
derecho a un ambiente sano, por lo cual prácticamente en todos los casos se ha tenido 
que acudir a teorías sobre la conexidad con otros derechos (Ordoñez Solis, 2006, 180-
189) u otras teorías como el contenido ambiental de los derechos fundamentales. 
Ahora bien, a pesar de la aceptación de la necesidad de la protección ambiental, 
el camino recorrido para la consagración de un derecho a un ambiente sano, y para su 
exigibilidad judicial, no ha estado exento de dificultades, puede afirmarse que existe una 
amplia diversidad en la doctrina sobre el rango de la consagración del  derecho a un 
ambiente adecuado, diversidad que implica una amplia gama de opciones que van 
desde quienes afirman que es un principio programático que guía a las entidades del 
Estado en la toma de sus decisiones hasta quienes sostienen que es un derecho pero 
no fundamental hasta aquellos que sostienen que es un derecho subjetivo y 
fundamental (Jorda Capitan, 2001, 145-172).  
Lo señalado en el párrafo precedente, como veremos, incide en el esquema de 
protección que se diseñe para su protección. Así por ejemplo si se considera solo un 
principio, en general no se reconoce acción judicial para su defensa. Mientras que si se 
le considera un derecho es posible, no sin dificultades plantear su reivindicación judicial, 
                                               
 
22
 A manera de ilustración podemos ver como en su informe sobre Ecuador en 1997 la Comisión se refirió a 
la situación de derechos humanos en el oriente de este país suramericano y la degradación ambiental perpetrada por 
las actividades de explotación petrolífera. La Comisión señaló en su momento que los derechos humanos de los 
habitantes de oriente eran afectados por la contaminación de las aguas, el suelo y el aire producido por la actividad 
petrolera. Así mismo la Comisión estableció que la contaminación ambiental significaba una amenaza real a los 
derechos a la vida, a la salud, y a la integridad física de los habitantes de oriente y solicitó al Estado que tomará 
medidas para proteger tales derechos y prevenir futuras degradaciones ambientales en la zona. También se refirió la 
Comisión al desarrollo económico estableciendo que el mismo debe realizarse en condiciones de respeto a los 
derechos humanos.  
Por todo lo precedente la Comisión solicitó que el Estado implementara la legislación necesaria para la 
protección del ambiente y que solicitara a las empresas la reparación de los daños ambientales ocasionados y, 
además, que prevengan futuros daños. Asimismo, la Comisión recomendó que el Estado tomara las medidas 
necesarias para mejorar los sistemas de difusión de información sobre temas ambientales, así como mejorar la 
transparencia y las oportunidades de participación de las personas afectadas por la explotación. 
23
 Para profundizar sobre estos aspectos puede verse Bastida Aguilar (2004), Comision Interamericana de 
Derechos Humanos (1997), Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente (2008) 
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así mismo su adscripción a los derechos individuales o colectivos incide en la 
configuración en la legitimidad procesal para reivindicarlo. A continuación pasemos a 
observar las razones que se han dado para no considerarlo un derecho, para 
considerarlo un principio programático y finalmente veremos aquellas posturas que 
sostiene que es auténtico derecho. 
 
 
2.1.1 Razones para no considerar el “derecho al ambiente sano” 
como un verdadero derecho 
 
En este apartado destacaremos las distintas razones que se han esgrimido para 
sostener que el denominado “derecho a un ambiente sano” no es un verdadero 
derecho. En ese orden de ideas mostraremos como desde algunas posturas teóricas se 
ha intentado sostener que el derecho al ambiente sano tiene un carácter difuso en su 
formulación lo que impediría que fuera considerado como un verdadero derecho y 
menos aún, según esta postura, es posible su exigibilidad judicial. 
Para sostener la imposibilidad de reconocer un derecho a un ambiente sano se 
han esgrimido distintos argumentos, como que, un derecho al ambiente trae aparejada 
la dificultad de realización de un derecho cuya definición es de por si imprecisa (Kiss, 
1983, 110-111).  Se afirma desde las posiciones que tradicionalmente niegan el 
estatuto de “derecho subjetivo” al derecho al ambiente sano que la posición de un 
individuo frente al ambiente es la de un interés difuso (que se caracteriza por  la 
imprecisión subjetiva objetiva y formal) (Jordano Fraga, 1995, 457). La anterior posición 
es compartida por doctrinantes españoles como Atienza, Martin Mateo y López Menudo 
y agregan que este tipo de intereses difusos son tutelables mediante mecanismo como 
el ministerio fiscal o la defensoría del pueblo (Jordano Fraga, 1995, 472 y ss), es decir a 
través de instituciones públicas que se encarguen de representar los intereses de la 
colectividad. 
Entonces según esta postura, a pesar de que la protección ambiental es 
necesaria no es posible estructurar dicha protección alrededor de la figura de un 
derecho, más bien es el Estado quien debe imponer obligaciones concretas para la 
protección ambiental, tales como zonas de reserva, ordenando tratamiento de aguas 
contaminadas etc. Quedando entonces relegada cualquier exigencia judicial del 
ciudadano con respecto al ambiente. 
Así mismo como argumento para negarle el carácter de derecho subjetivo al 
derecho al ambiente sano, y en la misma línea de sostener que este tiene un carácter 
difuso, suele señalarse que el derecho a un ambiente sano tal como se estructura su 
formulación no contiene un derecho subjetivo, en tanto no determina su titular o 
voluntad apta, que es el sustrato de un derecho subjetivo, y además no consagra 
ninguna facultad para el sujeto titular (Jordano Fraga, 1995, 472-479) es una tesis muy 
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similar a la esbozada en el párrafo anterior en el sentido de señalar que, por un lado, no 
se tiene claro cuál es su titular ni que podría exigir el titular de este derecho frente al 
Estado o quien estuviera obligado a respetarlo. 
De la misma manera uno de los argumentos más usuales para negar el carácter 
de “derecho” al derecho a un ambiente sano tiene que ver con la indeterminación del 
término “ambiente”. En efecto existen distintas posturas cuando se intenta responder a 
la pregunta ¿Qué es el ambiente?  
Igualmente algunos los circunscriben al ambiente natural o físico, siguiendo esta 
postura es posible encontrar definiciones más o menos amplias sobre lo que constituiría 
el ambiente. De esta manera podemos encontrar algunas corrientes que definen al 
ambiente como integrado por el aire, el agua, el suelo, la flora, la gea y la fauna (Jorda 
Capitan, 2001), otros que lo relacionan con el concepto de biosfera que sería  la capa 
exterior de la tierra en la cual se ha desarrollado la vida, sus elemento naturales 
principales son el aire (que configura primordialmente la atmosfera) el agua y el suelo 
sólido, sobre el cual crece una muy variada capa vegetal y múltiples animales 
(Loperena Rota, 1998). Pero también podemos identificar posturas aún más 
restringidas que señalan que el ambiente está constituido solo por los “recursos 
naturales” renovables (Villa Gonzalez, 2003,  231). En este sentido podemos afirmar 
que entre quienes definen al ambiente como integrado por elementos naturales24 no 
hay acuerdo sobre qué elementos incluir y cuáles no. 
De mismo modo encontramos posturas más amplias que sostienen que el 
ambiente incluye el ámbito biofísico natural y sus sucesivas transformaciones 
artificiales, así como su despliegue espacial. Se trata específicamente de la energía 
solar, el aire, el agua y la tierra; la fauna, la flora, los minerales y el espacio (en el 
sentido de superficie disponible para la actividad humana), así como el ambiente 
construido por el ser humano (lo que algunos identifican como la tecnosfera) y las 
interacciones ecológicas entre todos estos elementos y entre ellos y la sociedad 
(Carmona Lara, 2000, 18)25. En resumen en esta última postura el ambiente estaría 
compuesto por26: 
a) el ambiente natural o físico, que es aquel constituido por el suelo, el agua, 
el aire, la flora, etc., o sea aquel formado por la interacción de los seres vivos y su 
medio, donde se da una correlación recíproca entre las especies y las relaciones de 
éstas con el ambiente físico que ocupan 
b) el ambiente cultural, integrado por el patrimonio histórico, artístico, 
arqueológico, paisajístico, etc., que aunque artificial como obra del hombre, difiere 
del artificial por el valor especial que adquirió o se le añadió,  
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 como vegetales, agua, aire, animales 
25
 Posturas similares se encuentran en Iguaran Arana (2001, 77), Quintero (2001, 120) 
26
 Aunque hay que señalar que tampoco hay unanimidad dado que algunas definiciones excluirían algunos 
elementos de los señalados. 
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c) el ambiente artificial, constituido por el espacio urbano construido 
(conjunto de edificaciones) y el equipamiento público (plazas, áreas verdes, 
espacios libres, etc.) (Falbo, 2009, 18)27 
Ante esta variedad de definiciones del término “ambiente” algunos autores han 
intentado clasificarlas como se muestra a continuación: 
Primero identifican una la definición biofísica, la más restrictiva de todas, en ella 
el ambiente lo integran los elementos aire, agua, suelo, fauna y flora esta definición es 
usada sobre todo en procesos de planificación y medición para operar variables (Amaya 
Navas, 2000, 78). Como mostramos más arriba algunos la restringen aún más al 
señalar que el ambiente solo estaría compuesto por los recursos naturales no 
renovables. 
Una definición sistémica que hace énfasis en la interrelación de los elementos 
biofísicos entre si conformando un ecosistema, y en el impacto que el ser humano 
puede generar en el mismo (Amaya Navas, 2000, 79). En este sentido ambiente se 
puede entender como el conjunto de biodiversas intervenciones dinámicas y 
problemáticas entre los elementos bióticos, abióticos y antrópicos, en los cuales este 
último tiene una capacidad mayor (Gonzalez L de G, 1999). Así el ambiente se definiría 
como la forma de representarnos el resultado de las interacciones entre el sistema 
biofísico y cultural que ha implicado históricamente diferentes tipos de configuración 
estructural del aparato social humano 
Por otro lado una definición económica28  que incluye, a parte de los 
ecosistemas, los sistemas artificiales creados por el hombre, conforme al desarrollo de 
su cultura y sus modos de producción en su manifestación conservadora, concibe el 
ambiente conforme a su oferta de recursos naturales explotables para el desarrollo 
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 Ideas similares se exponen en Mancini (2003, 44-45)  
28
 Además debe señalarse que para cierto sector de los economistas el ambiente pertenece a la esfera de los 
bienes “de propiedad común”, de las cosas que no le pertenecen a nadie en particular: Inclusive dentro de cierto 
sector de economistas se sostiene que puesto que los bienes ambientales no le pertenecen a nadie en concreto, las 
personas tienden a tratar esos bienes como si le pertenecieran a todo el mundo, y los individuos se siente libres de 
usar y disponer de esos bienes a discreción. El resultado, según esta explicación, es la conocida “tragedia de los 
bienes comunes”: así los bienes ambientales se malgastan y agotan y no son repuestos por los usuarios (Rose, 2009, 
287).
 
Para este sector la mejor manera de administrar bienes comunes es a través de la adjudicación de derechos 
privados a particulares. 
Por supuesto la anterior tesis tiene contradictores que señalan que la misma no es acertada, en tanto es 
posible identificar prácticas de propiedad colectiva y comunitaria que son ejemplo de uso adecuado y moderado, y 
por otro también existen tesis que sostiene que la postura de la “tragedia de los bienes comunes” se basa en la idea 
falsa de que al existir bienes comunes no existen normas de acceso a ellas, lo cual resulta contrario a la evidencias de 
la vida real (Mesa Cuadros, 2007), (Marquardt, 2009). 
En este mismo sentido se ha afirmado que la asignación de derechos de propiedad privada no significa que 
preexista una garantía de eficiencia administrativa en el manejo y conservación de los bienes ambientales, y mucho 
menos que quedan resueltos los dilemas éticos de justicia distributiva y acceso a la provisión de bienes (los cuales 
estarían destinados exclusivamente a los potenciales consumidores). De otra parte también se argumenta que, las 
decisiones del Estado no se compararían con las disposiciones comunitarias que mantienen un mayor conocimiento 
tradicional en relación al entorno biofísico a nivel local, y quienes pueden medir la capacidad del entorno social y 
natural (Ortega Guerrero, 2010, 97).  
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económico, en su expresión “renovadora” incorpora costos ambientales externos 
mediante cuentas ambientales (Amaya Navas, 2000, 80). 
Como puede apreciarse, la interpretación doctrinal del término ambiente es de lo 
más variada: incluye perspectivas antropocéntricas o biocentricas, y va desde 
posiciones que lo limitan a ciertos recursos naturales, hasta otras que lo asocian con 
todo (Pereira Flores, 2004, 537). 
En últimas podríamos resumir los argumentos esgrimidos para no considerar al 
derecho al ambiente sano como un derecho en las siguientes afirmaciones: la posición 
de la persona frente al ambiente es difusa por lo cual en un derecho al ambiente sano 
no hay claridad sobre quien es su titular ni las facultades que tendría este supuesto 
titular y finalmente el otro argumento es que no hay acuerdo sobre lo que es el 
“ambiente” y por tanto su objeto de protección tampoco estari claro. 
Ahora bien frente a estos argumentos que sostienen el carácter de “difuso” del 
derecho al ambiente sano en particular, se responde que este tipo de derechos no son 
derechos difusos sino muy concretos, pues tanto los titulares como el objeto y los 
mecanismos de protección están claramente delimitados, solo que en ocasiones se 
tiende a plantear que no son derechos por proteger. No hay nada más concreto que los 
problemas ambientales ocasionados por actores individuales, empresas y autoridades 
públicas concretas, y los afectados pueden ser uno, varios, muchos o todos, los cuales 
podrían ser precisados y verificadas sus afectaciones así como las que generemos 
sobre el ambiente en general y sobre los bienes ambientales en particular. Solo que de 
tomarse en serio estos derechos, deberíamos formular políticas publicas adecuadas, y 
destinar los recursos de distinto tipo, necesarios para su prevención, protección, 
conservación, investigación o sanción, cuando a ello hubiere lugar (Mesa Cuadros, 
2007, 57). 
En este orden de ideas podemos señalar que si bien hay cierto grado de 
indeterminación en las palabras “derecho”, “ambiente”, esta es una propiedad de todas 
las expresiones lingüísticas (lo cual Hart llamaba textura abierta del lenguaje lo que en 
palabras de este autor significa que hay, por cierto, áreas de conducta donde mucho 
debe dejarse para que sea desarrollado por los tribunales o por los funcionarios que 
procuran hallar un compromiso, a la luz de las circunstancias, entre los intereses en 
conflicto, cuyo peso varía de caso a caso (Hart, 1992, 168)), además este es un 
problema que afronta a diario el derecho, y serán los jueces quienes en ultimas 
determinen el contenido de este derecho y otros tantos, el propio Alexy (2003, 32) 
reconocía que los derechos fundamentales se concretan en las decisiones de los 
jueces 
Entonces será en el debate académico, judicial y científico donde deberá dotarse 
de contenido a conceptos como “ambiente” sin que los desacuerdos sobre el alcance 
de este concepto sea un argumento válido para negar los derechos que con relación al 
ambiente y su protección tienen los seres humanos (y posiblemente seres no 
humanos). 
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2.1.2 La tesis según la cual el derecho al ambiente sano es un 
principio programático 
 
En el presente apartado expondremos otra de las posturas esgrimidas para 
negar que el derecho al ambiente sano sea un verdadero derecho. Esta corriente de 
pensamiento señala que el derecho al ambiente sano, dadas las dificultades de su 
concreción, se convierte en un principio rector de la política social y económica. En este 
sentido, estaríamos frente a un principio programático, señalando que los principios 
rectores o programáticos no dan lugar al surgimiento de derechos subjetivos (Carmona 
Lara, 2000, 13)29. 
En la misma vía puede verse la distinción elaborada por Dworkin (1984, 159) 
entre derechos y metas (aunque se parte de una visión individualista de los derechos) 
en cuanto señala que 
 “Un derecho es una meta política individualizada. Un individuo tiene derecho a 
una oportunidad o recurso o libertad si tal cosa tiende a favorecer una decisión 
política en virtud de la cual resultara favorecido el estado de cosas que le permite 
gozar del derecho aun cuando con esa decisión política no se sirva a ninguna otra 
meta política, e incluso cuando se la perjudique; y cuando en contra de tal 
decisión pesa que ella retardaría o pondría en peligro el estado de cosas, aun 
cuando ella sea útil a otra meta política (…) Una meta es una finalidad política no 
individualizada, es decir, un estado de cosas cuya especificación no requiere así 
una oportunidad, recurso o libertad en particular para individuos determinados. 
Las metas colectivas apoyan la coordinación de costos y beneficios en la 
comunidad, con el fin de generar un beneficio global para la comunidad toda. La 
eficacia económica es una meta colectiva. 
 En este sentido quienes sostienen que el derecho al ambiente sano es un 
principio programático en el lenguaje utilizado por Dworkin argumentarían que el 
derecho al ambiente sano sería una meta política no individualizada y por esa razón el 
individuo no podría exigirlo. Ahora bien, como argumentar que la expresión “derecho a 
un ambiente sano” no contiene un verdadero “derecho” sino una meta política no 
individualizada, la respuesta parece encontrarse en el mismo Dworkin y la distinción 
que este hace entre derechos abstractos y derechos concretos. 
Justamente Dworkin (1984, 159) identifica los derechos abstractos con las metas 
políticas, en la medida que allí no se definen criterios para compararlos con otros tipos 
de derechos o políticas. En contraposición, los derechos concretos si establecen un 
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 Exposiciones similares pueden encontrarse en Canosa Usera (2000, 91), en el caso colombiano Yesid 
Ramírez Bastidas (1998, 71) quien sostiene que dentro de las clausula programáticas de la Constitución se estableció 
que una de las finalidades del Estado social y democrático de derecho, es la consecución de un desarrollo económico 
sostenible” 
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claro alcance respecto a los diferentes aspectos jurídicos y políticos. Ahora bien ¿dónde 
ubicar los derechos ambientales en general, y el derecho a un ambiente sano en 
particular, entre los derechos abstractos o entre los derechos concretos?  
Como hemos visto si los ubicamos dentro del primer grupo deberíamos 
asimilarlos a metas políticas, y en ese sentido serían considerados como principios 
programáticos, como metas políticas a cumplir y en este orden de ideas tendrían la 
capacidad de vincular a los poderes públicos por el carácter normativo de toda 
Constitución, pero no otorgarían una esfera de protección especial a los individuos 
porque no podrían hacerla efectiva delante de los tribunales (Bellver Capella, 1994, 
218). Por el contrario si los consideramos como derechos concretos deberemos concluir 
que son verdaderos derechos y que por ende sus titulares tienen una expectativa 
legitima para exigirlos en los tribunales. 
En ultimas como sostiene Loperena (1998, 46) nos enfrentamos a la cuestión de 
si nos hallamos ante un subordinamiento vertebrado entorno a un objeto de la actividad 
de los poderes públicos, y en este sentido los poderes públicos estatales ostentan el 
monopolio sobre las cuestiones ambientales, y por tanto es este el encargado de 
garantizar el derecho al ambiente sano mediante políticas públicas que estos poderes 
consideren adecuadas, sin que los individuos puedan exigir determinado 
comportamiento de esos poderes o por el contrario los ciudadanos tienen dentro de su 
configuración dogmática una posición prevalente que permita hacer girar en torno a 
ellos su desarrollo jurídico, es decir, si nos hallamos ante un verdadero derecho 
subjetivo.  
Aun entre quienes sostiene que los derechos ambientales en general, y el 
derecho al ambiente sano en particular, no son derechos sino solamente principios o 
normas programáticas, existe una discusión sobre el carácter y exigibilidad de estos 
principios. En este sentido para Rodas Monsalve (1995, 40) las normas programáticas, 
si bien señalan las competencias y actuaciones del Estado, no determinan de manera 
inequívoca la actuación de los organismos del Estado otorgándoles un amplio margen 
de intervención, pero no obstante ser incompletas no por ello dejan de ser vinculantes y 
de ofrecer protección al valor guía sobre el que se construyen. Estas normas pueden 
adquirir también la condición de normas finales, en cuanto prescriben la persecución de 
un fin o declaran un valor, sin especificar los medios con los cuales cumplir los objetivos 
o las situaciones en las que el valor debe ser realizado. 
Por tanto las normas programáticas pueden entenderse como enunciados 
políticos que reafirman los fines Estatales propios del Estado Social de Derecho, por 
tanto los principios constitucionales no son meras “declaraciones” o enunciados 
carentes de fuerza vinculante, sino que poseen una especial importancia para la 
búsqueda de condiciones reales o materiales de igualdad y libertad, así como para el 
establecimiento de contenidos específicos de actuación de los poderes públicos para su 
efectiva concreción. En este orden de ideas la pregunta es ¿hasta qué punto los 
individuos o colectivos podrían hacer cumplir las normas programáticas? O por el 
contrario ¿a pesar de que estas normas serian vinculantes su desarrollo es exclusivo de 
las autoridades públicas? 
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Ahora bien, también es de destacar que la efectiva realización de los derechos 
parece ser más una cuestión de voluntad política que de estructura de las normas o de 
ubicación en las constituciones. En este sentido podemos ver el caso Mexicano donde 
a pesar de que el derecho al ambiente sano se encuentra dentro de los garantías 
individuales susceptibles de protección mediante la acción de amparo es posible 
encontrar afirmaciones señalando que la inclusión del derecho a un ambiente adecuado 
en el artículo cuarto de la Constitución Mexicana, “no deja de ser una mera declaración 
de buenas intenciones, ya que no establece la forma en que tal derecho podrá hacerse 
exigible”30 (Quintana Valtierra, 2000, 52).  
 En este caso podemos ver como la protección judicial al derecho al ambiente 
sano es negada a pesar que sistemáticamente no hay duda de que el derecho al 
ambiente adecuado en México es un derecho del individuo, y que puede acudirse a la 
acción de amparo para pedir su protección. Entonces no basta con que se reconozca el 
derecho también hay que tener la suficiente voluntad para crear los mecanismo que 
aseguren su efectiva protección. 
Inclusive puede sostenerse que los derechos pueden tener una estructura de 
principios sin que esto  haya sido un obstáculo para su efectiva concreción, inclusive 
por la vía judicial. En este sentido de lo que se trata es de adaptar el orden jurídico a las 
nuevas necesidades y demandas jurídicas y no al revés.  
Así por ejemplo los enunciados siguientes: “Todas las personas tienen derecho a 
su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y 
hacerlos respetar”31 y “Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano.”32 No difieren fundamentalmente en su estructura por lo cual siguiendo la 
clasificación de los enunciados normativos elaborada por Manuel Atienza y Juan Ruiz 
Manero en el texto “las piezas del derecho” (2007), encontramos que ambos pueden 
subsumirse dentro de la categoría denominada por dichos autores como principios en 
sentido estricto de mandato 
Este tipo de normas al decir de estos autores cumplen tres funciones una función 
directiva (al funcionar como razón categórica y perentoria) una función justificativa (al 
funcionar como un valor ultimo y como razón de corrección) y una función social (al 
limitar la persecución de intereses individuales y sociales). En ese sentido los 
enunciados normativos que consagran tanto el derecho al ambiente sano como el 
derecho al buen nombre tienen una estructura normativa similar y además cumplen las 
mismas funciones dentro del sistema jurídico. 
Sin embargo y a pesar de su similitud estructural y funcional mientras con 
respecto al primer enunciado (referente al buen nombre) nadie duda que es un 
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 por lo cual argumentan que es urgente realizar una adecuada y efectiva reforma judicial, a fin de que se 
creen los instrumentos procesales para la apropiada tutela de tal derecho
30
 que se generen en razón de la existencia de 
conflictos derivados de la indebida aplicación o inobservancia de la legislación ambiental 
31
 Artículo 15 de la Constitución Política de Colombia 
32
 Artículo 79 de la Constitución política de Colombia 
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auténtico derecho ni se propone que sea tratado como un principio programático o una 
meta política, con respecto al segundo (referente al derecho a un ambiente sano) si 
surgen tesis para considerarlo una meta política a alcanzar. Ahora bien a la pregunta es 
si estructuralmente ambos enunciados son similares y cumplen las mismas funciones 
¿por qué a uno se le pretende negar su carácter de derecho? 
Como hemos observado, se pretenderá decir que no hay una exigencia concreta 
que se derive del derecho al ambiente sano como si la habría por ejemplo del derecho 
al buen nombre sin embargo como veremos en posteriores desarrollos esto no resulta 
ser cierto y si es posible establecer exigencias concretas a partir del derecho al 
ambiente sano, como lo evidencian los casos resueltos por diversos tribunales 
nacionales tomando como base jurídica este derecho. 
En este sentido es bueno recordar las tesis según las cuales los derechos 
fundamentales tienen una estructura de principios33, lo cual no ha afectado su 
aplicabilidad práctica es más debemos reconocer que los derechos se concretan 
jurisprudencialmente como ya lo señalaba Robert Alexy (2003, 32) con las siguientes 
palabras: 
Hoy en día no se puede colegir lo que representan los derechos 
fundamentales a partir del sucinto texto de la Ley Fundamental, sino solo a partir 
de los 94 volúmenes de Sentencias del Tribunal Constitucional Federal que 
hasta la fecha ha registrado en total su benéfica actividad desde el siete de 
septiembre de 1951. Los derechos fundamentales son lo que son a través de su 
interpretación 
Llegados a este punto, y una vez examinadas las posturas que niegan el carácter 
de derecho subjetivo al derecho al ambiente sano, es necesario hacer un acercamiento 
a las tesis que sostienen que este es un verdadero derecho que coloca al individuo en 
capacidad de hacer exigencias concretas a los órganos del Estado y a otros 
particulares inclusive por la vía judicial, y por tanto el derecho al ambiente sano es un 
derecho subjetivo. 
 
2.1.3 El derecho al ambiente sano un verdadero derecho 
 
En este orden de ideas y una vez expuesto los argumentos que niegan el 
carácter de “derecho” al derecho al ambiente sano es necesario evidenciar otro sector, 
académico y doctrinal, que si le reconocen el carácter de derecho al mismo. No 
obstante, existe una escisión entre quienes lo consideran un derecho completo y 
aquellos quienes estiman que sus contornos deben ser delimitados por el legislador, y 
en ese sentido su formulación es aun incompleta. 
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 Para profundizar en este aspecto puede verse Garcia Figueroa (2004)  y Do Vale (2006) 
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Dentro de esta última tendencia se enmarca el profesor Peces Barba (2006), 
quien al hablar de los derechos sociales en la Constitución Española, señala que es 
posible encontrar los derechos sociales incompletos, entre los cuales se encontraría el 
derecho al ambiente sano. En estos derechos sociales incompletos se recoge en 
principio, el ámbito a proteger y los posibles beneficiarios, pero no se ha desarrollado la 
dimensión subjetiva, sino que esta se deja al legislador, que puede desarrollarla por 
ley34.  
En este sentido la consagración constitucional del derecho al ambiente sano 
sería una norma de segundo grado35 que ordenan reglamentar la materia respectiva y 
que establece obligaciones de respeto a su contenido por parte de los poderes 
públicos, concernidos especialmente a los poderes legislativo y reglamentario. No se 
puede exigir su garantía en los tribunales si no existe ley que los desarrolle, pero los 
posibles beneficiarios están protegidos porque es obligatorio su respeto por los tres 
poderes del estado que no podrán actuar contra ellos, que no podrán realizar políticas 
ni construir jurídicamente en contradicción con estos parámetros (Peces Barba, 2006, 
50)36 La consecuencia lógica de la anterior afirmación es: si los poderes del Estado 
están obligados a su respeto ¿Cómo puede exigir el ciudadano su respeto a estos 
poderes públicos sin acudir a los tribunales? O ¿Cómo se evita que los poderes 
públicos construyan jurídicamente en contradicción de estos parámetros, entre ellos el 
derecho a un ambiente sano? 
Por otra parte hay quienes defienden el carácter de “derecho subjetivo” del 
derecho al ambiente sano entre los que se cuentan Eva Jorda Capitán37, Jesús Jordano 
Fraga, Demetrio Loperena Rota entre otros. Aunque debe reconocerse que también se 
encuentran matices dentro de quienes sostienen la postura de que el derecho a un 
ambiente es un verdadero derecho subjetivo. Matices que van desde abogar por una 
reformulación de este concepto hasta otras que mantienen una definición “tradicional” 
de derecho subjetivo. 
Así dentro de estas posturas podemos identificar posiciones que abogan por una 
ampliación del concepto de derechos subjetivos. En tanto este concepto debe ir más 
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 Junto a las anteriores se presentan voces como las de Edson Ferreira de Carvalho (2008) quien afirma que 
aunque sea reconocido expresamente en los Sistemas Regionales Africano y Americano de Derechos Humanos, el 
derecho humano al ambiente necesita de mayor elucidación con respecto a su naturaleza jurídica, definición, 
contenido, objeto, foro y mecanismos de implementación en el ámbito internacional   en ese orden de ideas hasta que 
dichos aspectos no sean clarificados la aplicación práctica del derecho al ambiente sano está condenada a no ser una 
realidad. Para esta postura es la legislación la que debe determinar los casos concretos y específicos en los cuales los 
ciudadanos podrían exigir determinadas pretensiones con carácter ambiental.  
35
  No en un sentido jerárquico sino en el sentido que no sería una norma “completa” aplicable directamente, 
es decir, seria de “segundo grado” en tanto requieren de otras normas que las complementen. 
36
 Afirmaciones similares se identifican en Falbo (2009), y Canosa Usera (2000). 
37
 Aunque es de señalar que esta autora parte de un concepto liberal de los derechos humanos por lo cual 
intenta fundamentar el derecho a un ambiente sano como un derecho subjetivo privado, susceptible de reunir las 
características propias de los derechos de la personalidad. Sin embargo, a juicio de la autora citada, matizando su 
posición, considera que el derecho a un medio ambiente adecuado parece, por el momento, y por lo que al individuo 
respecta, quedar relegado a una “declaración de intenciones”, en tanto en cuanto sobre el soporte constitucional 
español, no se lleguen a precisar por el legislador los concretos extremos de este derecho (Jorda Capitan, 2001, 171) 
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allá de la relación puramente privada e individual, de tal forma que ya no se conciba 
como poder en beneficio propio, sino también en beneficio ajeno en tanto se le asigna 
una utilidad y beneficios sociales. Así se concebiría al derecho subjetivo como la 
legitimación para actuar autónomamente en relación a una persona o cosa para un fin 
determinado (Jorda Capitan, 2001, 347-348), sin importar que la consecución de este 
fin beneficie solo a quien acciono o beneficie a otros, dejando así de lado las posturas 
que ponen énfasis en el beneficio propio cuando se define el concepto de “derecho 
subjetivo”. 
Otra postura sostiene que no es necesario eliminar el interés propio en la 
definición de “derecho subjetivo”, sino que por el contrario puede entenderse que la 
protección ambiental y el mantenimiento de un ambiente adecuado es un interes propio 
del individuo. De esta forma el concepto de “derecho subjetivo” se debe entender como 
la potestad de querer que tiene el hombre, reconocida y protegida por el ordenamiento 
jurídico, en cuanto se refiere a un bien o interés38 (Jorda Capitan, 2001, 347-348). Si se 
entiende así este concepto, es claro que en el caso del derecho al ambiente sano 
estamos frente a un verdadero derecho subjetivo (otorgado por el ordenamiento juridico 
para proteger el interes que tiene en la protección ambiental). Como vemos esta 
postura deja de lado el beneficiario de la protección del derecho al ambiente sano, de 
tal forma que no interesa si el accionante al proteger su interés propio beneficia a otros.  
Es este orden de ideas para quienes sostienen esta postura teórica es claro que 
se puede hablar de la existencia de un derecho subjetivo al ambiente sano en tanto hay 
sujetos (los ciudadanos) objeto (el ambiente) y la relación jurídica (hay relación jurídica 
donde existe una situación de poder  y deber concretos vinculados a sujetos 
determinados, de modo que alguno de ellos puede exigir  a otro determinada conducta 
que este debe observar y a cuya observancia puede compelerle el ordenamiento) 
(Loperena Rota, 1998, 56-57). De tal forma que un ciudadano está en la capacidad de 
exigir a otro un deber concreto con respecto al comportamiento de este frente al 
ambiente. 
Pero bien debe reconocerse que no todas las definiciones de derechos 
subjetivos son susceptibles de amoldarse a la situación jurídica de la persona respecto 
de su entorno, en tanto muchos autores han puesto el acento en la individualidad o 
estricta exclusividad del interés propio de su titular (Jordano Fraga, 1995, 457-466) y 
del beneficio propio en la defensa de estos intereses.  
Incluso autores como Robert Alexy (1993, 428-429), dentro de su concepción de 
derechos subjetivos como posiciones jurídicas39, sostiene que el derecho fundamental 
ambiental posee una estructura de un tipo distinto a la que tienen los derechos 
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 En este sentido es la facultad de obrar válidamente, dentro de ciertos límites, y de exigir de los demás, por 
un medio coactivo, en la medida de lo posible, el comportamiento correspondiente, otorgado por el ordenamiento 
jurídico a un sujeto de voluntad capaz o de voluntad suplida por la representación, para la satisfacción de sus fines e 
intereses. Siendo la protección del ambiente un interés propio de cada individuo. (Jorda Capitan, 2001, 347-348) 
39
 Si vale la norma individual según la cual “a” tiene frente a “b” un derecho a “G”, entonces a se encuentra 
en un posición jurídica que está caracterizada por tener frente a “b” un derecho a “G” (Alexy, 1993, 178)  
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sociales40. Un derecho fundamental ambiental responde más bien a aquello llamado 
“derecho fundamental como un todo. Está constituido por un haz de posiciones de tipos 
muy diferentes. De tal forma que puede, por ejemplo, incluir un derecho a que el estado 
omita determinadas intervenciones en el ambiente (derecho de defensa), a que el 
Estado evite determinadas intervenciones en el ambiente por parte de terceros 
(derecho de protección), un derecho a que el Estado permita participar al titular del 
derecho en los procedimientos relevantes para el ambiente (derecho al procedimiento) 
y un derecho a que el propio estado realice medidas fácticas tendientes a mejorar el 
ambiente (derecho a una prestación fáctica). 
En este mismo sendero, la Corte Constitucional Colombiana (Sentencia T 851, 
2010), siguiendo los desarrollos del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, ha sostenido que el derecho al ambiente sano al erigirse como un derecho 
se compone de tres tipos de obligaciones “respetar”41, “proteger”42 y cumplir”43, 
característica que comparte con los demás derechos humanos..  
Adicionalmente entre las posiciones que no niegan el carácter de “derecho” al 
derecho al ambiente sano, algunos sostienen que el concepto de derecho subjetivo no 
es el más adecuado porque las especiales características de los intereses colectivos, 
como el ambiente, hacen que frente a ellos no operen las categorías tradicionales de 
los derechos subjetivos clásicos. Al considerar que en este ámbito no puede predicarse 
la tradicional visión patrimonialista de los derechos subjetivos, ya que el ambiente como 
realidad no es divisible y por lo tanto no disponible individualmente (Rodas Monsalve, 
2001, 43). Se agrega que estos nuevos derechos son el resultado del surgimiento de 
nuevas condiciones sociales y económicas que afectan la vida de los ciudadanos y el 
goce de sus derechos y para los cuales las formulas clásicas de protección de los 
derechos resultan insuficientes (Amaya Navas, 2003, 15). No obstante cabe 
preguntarse entonces ¿Qué categoría representa mejor las características de estos 
nuevos derechos? 
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 como por ejemplo el derecho a la asistencia social 
41
 En congruencia con lo anterior este tribunal en la sentencia citada ha sostenido que la obligación de 
respeto en lo que respecta al derecho al ambiente se configura como un deber de abstención por parte del Estado, con 
el objetivo de que éste se abstenga de interferir directa o indirectamente de manera negativa en el disfrute del 
derecho a disponer de un ambiente sano. Lo que significa que los Estados no podrán válidamente realizar acciones 
que conlleven “daños irreversibles a la naturaleza" o el sometimiento de personas a situaciones ambientales de 
insalubridad. 
42
 La obligación de proteger, por su parte, implica, según la mencionada sentencia, el deber “adoptar las 
medidas que sean necesarias y que, de acuerdo a las circunstancias, resulten razonables para asegurar el ejercicio 
de esos derechos e impedir la interferencia de terceros , es decir, esta obligación se concreta, en un deber del Estado 
de regular el comportamiento de terceros, ya sean individuos, grupos, empresas y otras entidades, con el objetivo de 
impedir que estos interfieran o menoscaben en modo alguno el disfrute del derecho 
43
 Finalmente, la obligación de cumplir está encaminada a que el Estado realice acciones positivas con el fin 
de facilitar, proporcionar y promover la plena efectividad del derecho por medio de medidas legislativas, 
administrativas, presupuestarias y judiciales, que posibiliten a los individuos y comunidades el disfrute del derecho al 
ambiente e impone al Estado adopte medidas positivas que permitan y ayuden a los particulares y las comunidades a 
ejercer el este derecho, adopte medidas para que se difunda información adecuada sobre la conservación del 
ambiente, la protección de éste y los métodos para reducir la contaminación ambiental 
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Frente a lo anterior podemos resumir las posturas como siguen la primera que 
aboga por el abandono de la categoría “derecho subjetivo” para explicar estos nuevos 
derechos como el derecho al ambiente sano, otra que sostiene que la reformulación del 
concepto “derecho subjetivo” y otra que afirma que es posible enmarcar al derecho al 
ambiente sano en una definición tradicional de “derecho subjetivo” reconociendo que la 
protección ambiental es un interés propio del individuo. No obstante las discusiones 
sobre el interés propio y el beneficio de la protección del derecho también nos llevan a 
otra discusión como es la del titular del derecho al ambiente sano. La cual abordaremos 
más adelante. 
Así bien puede decirse que uno de los primeros escollos que ha de resolverse 
con respecto al derecho al ambiente sano es el siguiente ¿Dónde ubicar el derecho al 
ambiente sano? ¿Cómo un principio rector?, ¿cómo un derecho subjetivo?, ¿individual 
o colectivo?, ¿fundamental o no? En este sentido a pesar de que el derecho a disfrutar 
y vivir en un ambiente sano se considera como un derecho humano básico y en opinión 
de algunos como requisito previo y fundamento para el ejercicio de otros derechos 
humanos, económicos y políticos, se discute aún si se trata de un verdadero derecho 
subjetivo, o si son las consecuencia más o menos acertada de la correcta actuación de 
los poderes públicos.  
Si se considera un principio esto quiere decir que es un mandato dirigido a los 
poderes públicos mientras que si es un derecho se designa su titular y conlleva la 
atribución que legitima expectativas y garantiza la tutela de su contenido (Amaya 
Navas, 2000, 75-97)44. Más aun cabría preguntarse si estos conceptos son mutuamente 
excluyentes Por ejemplo Efraín Pérez (2000, 47) sostiene que en el derecho 
constitucional el derecho al ambiente sano se trata de un derecho fundamental y de un 
principio de la política social y económica del Estado. 
Ahora bien si aceptamos que el “derecho al ambiente sano” es un verdadero 
derecho la siguiente pregunta que nos debemos hacer es ¿de quién? Lo que nos 
llevara a otra de las grandes discusiones sobre este derecho. 
 
 
                                               
 
44
 En este aspecto puede verse la distinción elaborada por Dworkin (1984,159) entre derechos y metas 
(aunque se parte de una visión individualista de los derechos) en cuanto señala que “Un derecho es una meta política 
individualizada. Un individuo tiene derecho a una oportunidad o recurso o libertad si tal cosa tiende a favorecer una 
decisión política en virtud de la cual resultara favorecido el estado de cosas que le permite gozar del derecho aun 
cuando con esa decisión política no se sirva a ninguna otra meta política, e incluso cuando se la perjudique; y cuando 
en contra de tal decisión pesa que ella retardaría o pondría en peligro el estado de cosas, aun cuando ella sea útil a 
otra meta política (…) Una meta es una finalidad política no individualizada, es decir, un estado de cosas cuya 
especificación no requiere así una oportunidad, recurso o libertad en particular para individuos determinados. Las 
metas colectivas apoyan la coordinación de costos y beneficios en la comunidad, con el fin de generar un beneficio 
global para la comunidad toda. La eficacia económica es una meta colectiva”   
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2.2 1.2. Entre lo individual y lo colectivo 
 
Uno de los puntos más discutidos sobre el derecho al ambiente sano tiene que 
ver con su titularidad, en tanto como hemos visto una de las críticas contra la 
caracterización de derechos como el derecho a un ambiente sano dentro de la 
categoría global de los derechos humanos ha sido la indeterminación del titular del 
derecho lo cual en ultimas influye en la legitimidad para accionar en su defensa.  
 
 
2.2.1 ¿Quién es el titular del derecho al ambiente sano? 
 
En principio el titular del derecho a un ambiente sano ya no aparece configurado 
como el individuo, sino más bien como una colectividad. Lo cual no significaría ningún 
problema, en tanto, es perfectamente posible que la colectividad en cuestión se 
encuentre jurídicamente organizada de manera que pueda reivindicarlo, no obstante los 
problemas pueden surgir cuando se quiera reivindicar un derecho de este tipo al 
margen de cualquier asociación reconocida por el ordenamiento jurídico como titular de 
la correspondiente acción procesal. En este caso se les discute si tienen o no un interés 
legítimo (Puyo Vasco, 1998, 14)45.  
En este orden de ideas hemos visto como incluso esta ambivalencia entre lo 
individual y colectivo ha incidido en su adscripción a la categoría derecho subjetivo. 
Porque como veremos a pesar de que el individuo se beneficia de la protección 
ambiental, y esto mejora su calidad de vida y sus perspectivas de desarrollo personal, 
no puede hacerlo al margen de la colectividad a la que pertenece, ya sea como 
habitante de un municipio, departamento, país e inclusive como habitante del mundo. 
No obstante lo anterior hay quienes afirman que existen numerosas dificultades 
teóricas y prácticas, referentes a la posibilidad teórica de la existencia de derechos 
colectivos y la posibilidad de reivindicar un derecho colectivo al margen de una 
colectividad reconocida por el derecho. Estas dificultades harían imposible la inclusión 
del derecho al ambiente adecuado como un derecho de titularidad colectiva, aunque 
puede ser puesto en marcha por determinados colectivos con las técnicas jurídicas 
adecuadas (Gutierrez Bedoya, 2006, 38 y ss).  
Entonces para superar estas dificultades, el derecho al ambiente sano debería 
constituirse como un derecho subjetivo privado sin carácter patrimonial. Siendo la 
concepción como un derecho individual necesaria, de tal forma que el derecho al 
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 Esta discusión también es recogida por Morelli (2000, 338).  
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ambiente adecuado no sería un derecho sobre los bienes ambientales, sino un derecho 
a la idoneidad o adecuación de las condiciones ambientales (Jorda Capitan, 2001, 363-
374) el cual cada persona, de manera individual y directa, podría exigir judicialmente. 
Desde el anterior punto de vista los titulares del derecho a disfrutar de un  
ambiente adecuado lo son todas y cada una de las personas siendo la adquisición de 
este derecho producida de manera automática por virtud de su reconocimiento 
constitucional y desde el momento en que se adquiere capacidad jurídica. Toda vez que 
tratándose de un derecho a que los componentes medioambientales sean los 
adecuados para el pleno desarrollo de la persona, será a ella a quien pertenezca el 
derecho en interés propio, al respecto se afirma que la titularidad es individual tanto 
sustantiva como procedimentalmente, de tal forma que no se pone en duda la 
legitimidad del individuo para incoar la acción de amparo o tutela en defensa de su 
derecho a un ambiente sano (Jorda Capitan, 2001, 353) si bien habría que reconocer 
cierta faz colectiva de este derecho aunque claro esta esto no afectaría el carácter de 
derecho individual que pretende endilgarse al derecho a un ambiente sano o adecuado 
(Jorda Capitán 2001, 360)46. 
Al lado de los anteriores se presentan quienes afirman la titularidad 
eminentemente colectiva señalando que no cabe duda que hay un derecho subjetivo-
colectivo a mantener el ambiente en el que vivimos (Falbo, 2009, 39)47. Y quien 
pretenda reivindicarlo siempre lo hace en nombre de la colectividad, pues es a ella en 
ultimas a quién beneficia dado que no podría dividirse el disfrute de un ambiente 
adecuado, en tanto o el ambiente es adecuado para todos o no lo es para ninguno.  
Ahora bien bajo esta última postura se señala que la legitimidad procesal para 
defenderlo puede recaer en organismos especializados en la protección de los bienes 
colectivos (defensorías o procuradurías) o inclusive en los individuos (pero solo en la 
medida que se les entienda como representantes del colectivo) en esta tesis el 
problema se desplaza a ¿Quién? Y ¿Cómo se representa a la colectividad? De tal 
forma que algunas posturas limitan la capacidad de representar al colectivo a unas 
entidades claramente especificadas, mientras otras son mucho más amplias 
permitiendo que cualquier individuo represente al colectivo. 
Por supuesto hay quienes afirman el carácter bifronte de este derecho, es decir, 
se afirma su doble dimensión individual – colectiva. Para esta postura el derecho al 
ambiente sano es un derecho de disfrute sobre un bien jurídico colectivo (Jordano 
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 Esta autora señala que también es importante hacer referencia a los denominados intereses colectivos y 
los difusos en cuanto han ofrecido problemas para la caracterización del derecho al ambiente adecuado como un 
derecho subjetivo, desde una definición genérica interés colectivo seria aquel que afectara a una colectividad más o 
menos organizada, mientras que se habla de interés difuso respecto a daños vinculados primordialmente a un 
territorio. La diferencia entre interés difuso e interés colectivo estaría dada por la mayor o menor determinación de 
los colectivos afectados, no obstante este discusión no afecta el reconocimiento del derecho a un medio ambiente 
adecuado como un derecho subjetivo individual (aunque no se puede negar su faz colectiva) (Jorda Capitán 2001, 
360). 
47
 Ideas similares exponen Williams S. M., (1998, 20-32): Y Gonzalez Villa (2000) 
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Fraga, 1995, 472). Pudiéndose configurar la titularidad en cabeza de individuos, 
personas jurídicas y colectivos humanos48. Afirmándose entonces que es un derecho 
individual y colectivo simultáneamente49. Por tanto la tutela del mismo podrá hacerse 
tanto en forma individual como colectiva sin que el número afecte su eficacia (Loperena 
Rota, 1998, 66)50 
Esta tesis de la existencia de derechos que comparten tanto el carácter de 
derechos individuales como colectivos ha sido aplicada por la Corte Constitucional 
Colombiana. La cual al referirse a la titularidad del derecho al agua sostuvo que como 
derecho subjetivo está en cabeza tanto de los individuos como de la comunidad; y que 
era por  ello que la jurisprudencia había precisado que este derecho comparte la 
naturaleza de derecho individual y colectivo. El derecho al agua es un derecho 
colectivo, por ejemplo, respecto de la obligación de protección y conservación de las 
fuentes hídricas para las generaciones futuras.51 ( Sentencia C 220, 2011).  
Postura similar sostuvo la misma Corte Constitucional respecto al derecho a un 
ambiente sano cuando afirmo que “sólo puede ser concebido como un derecho 
colectivo. Sin embargo, lo cierto es que la Corte Constitucional en su jurisprudencia le 
ha reconocido que el goce efectivo de muchos otros derechos individuales, como por 
ejemplo los derechos a la vida, a la salud y a la intimidad, depende de que se proteja y 
garantice el medio ambiente. En ese sentido, el derecho a un ambiente sano es 
también un derecho subjetivo de todo ser humano, en tanto se considera titular del 
derecho a vivir sanamente y sin injerencias indebidas.” ( Sentencia T 271, 2010) 
De lo cual podemos concluir como han surgidos tres tesis diferentes sobre el 
titular del derecho a un ambiente sano. Estas son: 1. Es un derecho individual, 2 Es un 
derecho de titularidad colectiva y 3. Es un derecho tanto individual como colectivo, 
siendo esta ultima la tesis la que se considera como más acertada por el autor de este 
texto. No obstante esta tres tesis tienen puntos de encuentro (al menos en algunas de 
sus vertientes).  
Por ejemplo encontramos el intento por fundamentar una legitimidad procesal 
amplia, en tanto que intentan fundamentar la posibilidad de que cualquier individuo 
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 Tesis compartida por autores como el profesor Gregorio Mesa Cuadros (2007, 56) afirman que “El 
derecho al ambiente sano es un derecho colectivo y además un derecho individual, los derechos ambientales son a la 
vez derechos individuales y derechos colectivos, tanto en su titularidad como en su ejercicio ya que si no fuera así, 
no podríamos afirmar por ejemplo, la defensa del derecho al ambiente sano en los casos concretos, a individuos 
concretos y a colectividades concretas (como un pueblo indígena que defiende su derecho como un colectivo) como 
en el caso del derecho a la autodeterminación de los pueblos. Es razonable creer que ciertos colectivos humanos son 
algo más que la suma aritmética de cada uno de sus miembros” 
49
 Por cuanto cada uno de nosotros tenemos el derecho al ambiente adecuado pero su ejercicio se hace en 
común y con intensidad equivalente. 
50
 Sobre el carácter bifronte del derecho al ambiente sano también puede verse Saura Estapa (2007)  
51
 La Corte Constitucional señaló lo siguiente, “Hay dimensiones del derecho que generan obligaciones de 
respeto, de protección y de garantía, de las cuales no son titulares las personas individualmente, sino colectivamente. 
Las protecciones de las fuentes hídricas de las cuales puede depender eventualmente el consumo de agua de las 
futuras generaciones, hace parte, sin duda, de los ámbitos de protección del derecho al agua, pero no se trata de un 
derecho individual.” sentencia T-418 de 2010, M.P. María Victoria Calle Correa 
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acuda ante los tribunales para reivindicar su derecho a un ambiente sano o adecuado 
(este es un punto en común cuando aquellos que sostienen que el derecho al ambiente 
sano es un derecho colectivo pero además admiten que cualquier individuo represente 
al colectivo). Sin embargo la diferencia entre una postura y otra se refiere a la 
aceptación de ciertos colectivos como titulares de derechos, así mientras la primera 
posición los descarta las otras dos aceptan a los colectivos como titulares de derechos. 
Lo anterior nos lleva a la discusión sobre la existencia o no de los derechos colectivos, 
la cual pasaremos a abordar. 
 
 
2.2.2 ¿Existen derechos colectivos? 
 
Como vimos esta discusión sobre la posible titularidad colectiva del derecho a un 
ambiente sano entra en un debate aun mayor sobre la existencia o no de los derechos 
colectivos. Dos aspectos fundamentales se esgrimen para negar la categoría de 
“derechos” a los derechos colectivos la primera versa sobre la posibilidad teoría de los 
mismos y la segunda se refiere a la necesidad de hablar y reconocer los derechos 
colectivos. 
En el terreno conceptual la discusión gira en torno al concepto de grupo y al 
concepto de derecho que actualmente manejamos, en tanto, se discute si ¿es posible 
que colectivos sean titulares de derechos? ¿Qué concepto de derecho y grupo sería 
necesario? ¿Qué características debería tener el grupo al que se le reconozcan 
derechos? (Gutierrez Bedoya, 2006, 38-50). En contra de la posibilidad de la existencia 
de derechos colectivos suele afirmarse que solo los individuos son sujetos morales, 
poseedores de dignidad, y por esa sola razón solo ellos son sujetos de derechos 
humanos. La dificultad se desplaza de esta forma a la argumentación de si hay 
entidades diferentes a los individuos a los cuales atribuir dignidad (De Lucas, 2001). En 
este sentido se argumenta que los derechos se justifican solo en la medida que 
beneficien a los individuos. 
Con referencia al segundo aspecto suele argumentarse que la categoría de los 
derechos colectivos resultaría innecesaria toda vez que los derechos solo tienen 
sentido si se entienden como poderes atribuidos a los individuos y que en aquellos 
casos en que los derechos parecen tomar la forma de derecho colectivo es posible 
reducirlos hasta derechos individuales. En estos casos lo colectivo tiene que ver con el 
ejercicio y no con la titularidad que siempre es individual. Así los derechos colectivos no 
serían más que derechos de participación o derecho asociativos que tratan de acumular 
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la participación de diversos derechos individuales (Gutierrez Bedoya, 2006, 40-45)52. De 
esta forma y en la medida que los derechos colectivos siempre son reducibles a 
derechos individuales seria superfluo intentar asignar derechos a colectividades. 
En este último sentido podemos ver como un ejemplo la siguiente afirmación de 
Habermas quien con respecto a los derechos de los grupos étnicos sostiene: 
“Las culturas aborígenes amenazadas pueden hacer valer en su protección 
especiales razones morales basadas en la historia de su país ocupado en el ínterin 
por la cultura mayoritaria. Argumentos similares pueden aducirse en pro de una 
“discriminación positiva” que favorezca a las culturas largamente oprimidas y 
negadas de los antiguos esclavos. No se necesita, por tanto, que la coexistencia en 
igualdad de derechos de los distintos grupos étnicos y sus formas de vida culturales 
se asegure por medio de derechos colectivos, que llegarían a sobre cargar una 
teoría de los derechos cortada a la medida de las personas individuales (…) incluso 
si tales derechos de grupo pudieran ser admitidos en el Estado democrático de 
derecho, no solo serían innecesarios, sino también cuestionables desde el punto de 
vista normativo. La protección de las tradiciones y las formas de vida que 
configuran las identidades debe servir, en último término, al reconocimiento de sus 
miembros; no tiene de ningún modo el sentido de una protección administrativa de 
las especies” (Habermas J. , 1999, 210) 
Por supuesto los anteriores postulados han sido desarrollados desde posturas 
individualistas que suelen negar la existencia de derechos colectivos. En general las 
tesis del individualismo han sido resumidas por Steven, quien destaca como ideas 
centrales del individualismo las siguientes: primero un concepto de individuo abstracto y 
la afirmación del individuo como agente explicador de los distintos subsistemas 
existentes (político, religiosos etc.). (Lopez Calera, 2000, 65) 
En este mismo orden de ideas Steven argumenta la existencia de un 
individualismo metodológico que rechaza toda explicación del mundo y de la vida que 
no se exprese totalmente en términos hechos por individuos, para la modernidad el 
individuo da sentido final a toda la organización colectiva, el gran objetivo del 
individualismo moderno más genuino fue defender la autodeterminación del individuo 
frente a todo tipo de imposición abstracta o norma que fuera contra su voluntad. Para 
este tipo de individualismo la dignidad del ser humano es su autonomía, pues 
solamente individuos autónomos pueden ser la justificación de cualquier forma de 
organización social de cualquier ente colectivo. Nada colectivo tiene sentido sino a 
través de la participación de los individuos y por su incuestionable servicio a ellos, 
siendo así las cosas lo colectivo es una construcción de los individuos, no es algo 
natural (Lopez Calera, 2000, 65) 
Aunque en esta discusión también surgen tesis que sostienen la necesidad de 
hablar de los derechos colectivos como López Calera (2000, 70) quien argumenta que 
los derechos colectivos son un dato incuestionable de la realidad política y jurídica de 
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 en el mismo sentido se pronuncia Bojosa Vadell (1995) quien hace coincidir el interés individual y el 
interés colectivo  
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las sociedades contemporáneas. Adiciona que el individualismo pregonado no es tan 
individualista como parece, que los nacionalismos y el multiculturalismo son fenómenos 
que están definiendo el rumbo de la historia. Asimismo argumenta que la inevitable 
sociabilidad del ser humano hace que no sea una insensatez teorética proponer la tesis 
de la existencia de unos derechos colectivos.  En la misma vía afirma que los derechos 
individuales necesitan de los derechos colectivos. De la misma forma, sostiene que es 
necesario pensar en los derechos colectivos en nuestro tiempo por cuanto la 
experiencia demuestra que hay valores, intereses y necesidades que no son 
estrictamente individuales o atribuibles a unos individuos concretos en tanto hay 
valores, intereses y necesidades que son de todos o de muchos pero que no son de 
ninguno y se expresan mejor como colectivos.   
Más aun, algunos autores plantean la necesidad de clarificar el concepto de 
derechos colectivos, en tanto para lo que algunos son derechos colectivos para otros no 
lo son53.  
Continuando con la idea anterior, es decir con la de clarificar el concepto de 
derechos colectivos, es posible identificar tres puntos de vista diferentes respecto a la 
apreciación de los mismos por su contenido, estos son :la postura de la negación de su 
existencia (de la cual ya nos hemos ocupado más arriba, explicando cómo se intenta 
negar su posibilidad y necesidad teórica), en segundo lugar una visión restrictiva en 
donde se acepta su existencia condicionada a la titularidad de grupos especiales (por 
ejemplo minorías étnicas) y en tercer lugar una visión extensiva que defiende una 
titularidad amplia de los derechos sin criterios de especificación o limitación a 
colectividades determinadas. 
Quienes siguen una visión extensiva que defiende una titularidad amplia de los 
derechos colectivos, es decir que los conciben sin criterios de especificación o limitación 
a colectividades determinadas, han distinguido cuatro tipos de derechos colectivos 
(Ortega Guerrero, 2010, 81-90) como sigue: 
Un primer tipo estaría conformado por los derechos de los grupos étnicos y 
minoritarios. Estos tienden a asegurar condiciones de integridad de colectividades con 
un pasado común e identidad cultural reconocida por el Estado y las sociedades. Aquí 
podemos analizar una doble connotación teórica del concepto, no solo a partir de las 
pretensiones externas como mecanismo de defensa frente a sociedades dominantes, 
sino también aspectos internos encaminados a la cohesión e integridad de los grupos 
(Sanders, 1991, 370).  
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 Así por ejemplo el profesor Peces Barba (2001, 74) sostiene que es necesario distinguir claramente entre 
“derechos colectivos” y “competencias”, además no acepta el carácter de derechos colectivos a aquellos que 
aparecen con el proceso de especificación, en tanto corresponden a personas situadas y concretas (el menor, la mujer, 
adulto mayor), estos serían más bien derechos individuales situados en colectivos. Por otra parte sostiene que las  
pretensiones morales o reivindicaciones políticas, como el derecho a la paz, no caben en la estructura normativa del 
deber ser político. Este aspecto también es destacado por Gurutz Jáuregui (2001), y Rodolfo Arango (2005,80-81), 
quien identifica una definición amplia de derechos colectivos y una definición restringida de los mismos  
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Algunos autores hacen distinción entre derechos de comunidades inmigrantes, 
por ejemplo latinos en los Estados Unidos; y derechos de minorías nacionales como el 
caso de las “naciones indígenas” de Norteamérica o los pueblos gitanos en Europa 
(Walzer, 1998, 29-49, 57-61) (Kymlicka, 1999, 283). 
Un segundo grupo de derechos colectivos estaría constituido por los derechos 
ambientales colectivos. Los cuales nacen esencialmente como derechos colectivos por 
el interés común que implica el ejercicio de su titularidad, en este grupo se incluiría por 
supuesto el derecho a un ambiente sano o adecuado. Sin embargo confluyen al 
ejercicio desde las orbitas individual y Colectivo. Su origen estaría marcado por la 
tradición constitucionalista europea del reconocimiento de intereses ambientales que 
toma fuerza a mediados del siglo XX. (Ortega Guerrero, 2010, 84) 
Igualmente un tercer tipo de derechos colectivos lo conformarían los llamados 
derechos de los pueblos estos son los principios políticos concretos que regulan las 
relaciones políticas entre los pueblos (Rawls, 2001, 13) Los derechos de los pueblos 
han sido recogidos en dos tipos de documentos, la carta africana de 1981 y la 
declaración universal de los derechos de los pueblos o declaración de Argel de 1979, la 
Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de 2007; en este grupo 
encontraríamos derechos como los siguientes: derecho a existir, derecho a la 
autodeterminación política,  a mantener la cultura propia, etc.  
Finalmente un cuarto tipo seria el compuesto por los derechos colectivos de 
grupos específicos. Los cuales recogerían las pretensiones de grupos sociales y 
culturales que por su interés común merecerían ser tratados como colectivos, en este 
grupo se incluyen las reivindicaciones hechas desde grupos sociales como las 
feministas o los ambientalistas. Los cuales según argumentan quienes los incluyen 
dentro de los derechos colectivos deberían ser considerados dentro de esta categoría 
de derechos, pues no hacerlo sería desconocer verdaderos procesos reivindicadores 
creadores de derechos. Aunque hay que reconocer que varios enfoques tienden a 
negar la inclusión de este tipo de colectivos tal como es la postura del profesor Peces 
Barba (2001, 74) quien no acepta el carácter de derechos colectivos a aquellos que 
aparecen con el proceso de especificación, en tanto corresponde a personas situadas y 
concretas (el menor, la mujer, adulto mayor), puesto que considera que estos serían 
derechos individuales de personas situadas en colectivos.  
Así mismo es frecuente la discusión entre la preeminencia que podrían tener los 
derechos individuales sobre los derechos colectivos o viceversa, identificándose por 
parte de algunos autores una clara tensión entre derechos colectivos y derechos 
individuales (Gurutz, 2001, 47). En este sentido Kymlicka (1996, 36) nos recuerdas que 
“críticos de los derechos colectivos muchas veces invocan la imagen de culturas 
teocráticas y patriarcales en donde las mujeres son oprimidas y la ortodoxia religiosa es 
legalmente puesta en vigor, como ejemplo de lo que puede suceder cuando a los 
supuestos derechos de la colectividad les es dada precedencia sobre los derechos del 
individuo.  
En esta misma vía y desde una postura individualista se desconfía de las metas 
colectivas y los planes de vida de las comunidades, temiendo que se llegue a una 
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trasgresión  de los derechos individuales, en este sentido se rechaza la aplicación  de 
los derechos de las colectividades con la intensión de prevenir consecuencias adversas 
por las restricciones colectivas a los individuos integrantes de dichas colectividades, 
siguiendo estas ideas algunos autores recuerdan que los derechos fundamentales 
surgieron como una forma de imponer límites a las imposiciones de los colectivos 
(como el Estado o los Gremios) a los individuos. 
Como consecuencia de lo anterior se plantea que ante los conflictos latentes 
entre los derechos individuales y colectivos es necesario articular soluciones como la 
aplicación de principios de justicia dentro de las decisiones que imponen límites a las 
actuaciones o aspectos normativos de las colectividades; como puede ser la adopción 
de los mecanismos de negociación entre intereses de grupo y sus integrantes (Holder & 
Cornrassel, 2002, 133) En ese orden de ideas se han planteado algunas posibles 
alternativas para solucionar los posibles conflictos entre derechos colectivos y derechos 
individuales, pudiéndose destacar las siguientes posturas teóricas:  
a) La existencia de “derechos colectivos” con primacía de los derechos 
individuales (tesis liberal de los derechos) (Habermas J. , 1999, 258) en esta 
postura se afirma que los derechos colectivos deben ser complementarios de, y por 
lo tanto subordinados a los derechos individuales, la titularidad colectiva de los 
derechos encuentra su punto de partida y su razón de ser en la única realidad que 
puede ser considerada como agente moral: el individuo,. (Gurutz, 2001, 48) 
b) El reconocimiento de derechos colectivos en función de grupos a veces 
ejercidos por los individuos, con neutralidad del Estado frente a los conflictos con 
los derechos individuales por sus restricciones internas o protecciones externas, 
(tesis liberal-comunitarista) (Kymlicka, 1996, 57-76) 
c) El reconocimiento y defensa de los derechos colectivos en función del 
grupo a través de la intervención de un Estado activo, mediante la aceptación de las 
diferencias de grupo sobre el resto de la sociedad como parte del proceso de 
reconocimiento, diferencia e identidad propia (tesis comunitarista) (Taylor, 1993, 59-
69) 
Por otra parte otros autores señalan que más que una relación conflictiva los 
derechos individuales y los derechos colectivos deben tener una relación de 
complementariedad (Gurutz, 2001). Para autores como Kymlicka (1996, 58) los 
derechos colectivos son compatibles con los principios liberales, y además sostiene que 
la retórica de los derechos colectivos enfrentados a los derechos individuales es de 
poca utilidad.  
Igualmente algún sector de la doctrina se pregunta sobre la posibilidad de la 
existencia de derechos colectivos fundamentales (Peces Barba, 2001, 67-77), y los 
requisitos que deben cumplir para ser considerados como tales. Como lo hace el 
profesor Peces Barba (2001, 67-77) quien distingue entre “derechos colectivos” y 
“derechos fundamentales colectivos”. En este sentido para este autor los derechos 
colectivos fundamentales son solo aquellos derechos fundamentales que pueden tener 
como destinatario o como titular a sujetos colectivos. 
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Entonces podemos concluir que en el debate entre derechos individuales y 
derechos colectivos entre liberales y comunitaristas, los primeros en ocasiones han 
formulado la incompatibilidad de los derechos colectivos con una visión protectora de 
los derechos, en la medida que algunos colectivismos y comunitarismos han sido la 
antítesis de los derechos.  
Frente a lo anterior se ha afirmado que el concepto teórico de los derechos 
colectivos puede no resolver los problemas prácticos que plantean las colectividades 
injustas, pero si podría resolver un importante problema de la teoría política, ya que el 
reconocimiento de los derechos humanos colectivos y la reconciliación de lo colectivo 
con los derechos individuales diluye la distinción entre las concepciones individuales y 
colectivistas de los derechos. De esta forma el concepto de derechos humanos 
colectivos sirve para reconciliar los valores del universalismo liberal y el pluralismo 
cultural, y de este modo proporciona un marco teorético para políticas prácticas que 
pueden reconciliar la justicia y la paz (Mesa Cuadros, 2007, 61) 
 
 
2.2.3 Otras salidas al problema de la titularidad 
 
Ahora bien ante estas dificultades respecto a la titularidad, e incluso sobre el 
carácter o no de derecho subjetivo, del derecho al ambiente sano se propone una 
“salida procedimental”. En el sentido de construir los derechos ambientales no como 
derechos sustantivos generales sino como derechos procesales a la tutela efectiva y 
como derechos procedimentales a la participación ciudadana en la gestión pública de 
asuntos ambientales (Serrano, 2007, 136). Lo cual implica una ampliación en la 
legitimación activa para demandar la protección del ambiente ante las autoridades 
estatales, incluidas las judiciales.  
Para la postura de los derechos ambientales como derechos procedimentales el 
derecho al ambiente sano se configura no tanto como un derecho a un ambiente de una 
calidad determinada, sino más bien como el derecho a que el ambiente sea protegido o 
dado el caso mejorado. (Kiss, 1983, 124) Así como consecuencia, el derecho al 
ambiente se convierte en el derecho a la protección del ambiente y su contenido 
esencial es que el individuo solo o en unión con otros, sea informado de las decisiones 
futuras que podrían afectar su ambiente, pueda participar en la toma de decisiones y 
dado el caso cuente con recursos efectivos y suficientes a su disposición, incluidos los 
recursos judiciales para influir en la toma de decisiones sobre el ambiente. 
En este sentido el ciudadano podría acudir a los tribunales y a las autoridades 
administrativas para lograr la protección del ambiente, ahora bien ante esta postura 
bien cabe preguntarse ¿si el derecho al ambiente sano no tiene contenido sustantivo 
cuales son los parámetros para evaluar la protección ambiental?  
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Así mismo autores como Stone proponen convertir el ambiente en un sujeto de 
derecho, lo cual según este autor, no equivale a decir que debería tener todos los 
derechos imaginables o incluso los mismos que tienen los seres humanos. Tampoco 
quiere decir que todas las cosas que existen en el ambiente deban tener los mismos 
derechos. En ese sentido deben determinarse ¿Qué derechos tiene el ambiente? Y 
¿Cuáles son los mecanismos para hacerlos valer? (Stone, 2009, 138)54  
Stone (2009, 136 y ss.) argumenta que el derecho evolucionó hasta reconocer 
como sujetos de derecho a los niños, mujeres, esclavos, personas de raza negra y que 
en el mundo del derecho existen  sujetos de derecho inanimados como las personas 
jurídicas a las que hemos reconocido derechos, que no existe razón alguna para que el 
derecho no continúe esta evolución asignándole derechos a los elemento del ambiente. 
Este autor argumenta que los intereses del ambiente son tenidos en cuenta de mejor 
forma cuando se reconoce a este como titular de derechos55. 
Igual cosa sucedía, según argumenta este autor, en el caso de los árboles del 
Mineral King Valley56, por la construcción del parque de diversiones Disney. En este 
caso la organización Sierra Club no era la afectada sino los propios árboles  secuoyas. 
En la medida en que los árboles sean considerados como sujetos de derecho 
representados por “guardianes” (que podrían ser las asociaciones de  defensa de la 
naturaleza, pues según Stone (2009, 138) las “autoridades públicas no son  los mejores 
representantes de la naturaleza puesto que su papel tradicional es  el de sopesar los 
intereses humanos), la naturaleza saldrá vencedora pues su  defensa se apartaría de 
una mera relativización hacia los intereses humanos prevaleciendo de esta manera los 
intereses de la naturaleza. Según Stone los derechos reconocidos a la naturaleza 
serían aquellos que empezaron a incluirse en la National Environmental Policy Act de 
1970 de los Estados Unidos de América57 
En efecto desde la ética ambiental se discute la ampliación del ámbito moral a 
los seres no humanos, pudiéndose encontrar distintas posturas que en lo esencial 
divergen sobre hasta dónde extender este ámbito de moralidad si a los seres sintientes, 
a los animales, a la naturaleza toda o, incluso, a la biosfera (Mesa Cuadros, 2007, 241). 
Dentro de esta discusión sobre la extensión del ámbito de moralidad a seres no 
humanos podemos encontrar básicamente dos posturas teóricas, aunque con 
subdivisiones entre ellas, por un lado podemos encontrar los antropocentrismos (débil y 
fuerte) y los distintos biocentrismos.  
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 Cuestiones similares se plantean en Crespo Plazas (2008) 
55
 Para ilustrar lo anterior pone como ejemplo la situación en la que se encontraba las sociedades esclavistas 
el esclavo que sufre un daño, el cual no puede reclamar justicia sino en la medida que esta interese a su dueño y hasta 
el límite del daño económico y en cuanto este sea requerido por su dueño. Pero una vez que deja de ser esclavo este 
actúa por su propia iniciativa y lo que reclama es la reparación de su propio perjuicio (daño material y moral (). 
Stone, 2009, 136- 38) 
56
 Esta organización promovió una demanda para la defensa del ambiente. dicha demanda surgió cuando 
el Servicio Forestal de Estados Unidos permitió el desarrollo de la Mineral King cerca de Parque Nacional Sequoia  
57
 Estas ideas también son recogidas en Crespo Plazas (2008) 
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El Antropocentrismo puede ser definido como la doctrina según la cual los seres 
humanos constituyen la sede y la medida de todo valor. La corriente antropocéntrica se 
asocia normalmente con la modernidad y su propuesta del atomismo o individualismo 
moral, en el sentido de considerar exclusivamente al individuo y no al todo o a la 
comunidad como un punto de partida ética. De tal forma que la comunidad ética estará 
así conformada estrictamente por seres humanos y solo seres humanos, considerados 
de manera individual, en virtud de la facultad racional, la cual definiría los límites de la 
comunidad ética. (Mesa Cuadros, 2007, 243) 
La visión antropocentrista puede clasificarse en dos vertientes un 
antropocentrismo fuerte y un antropocentrismo débil, cuya diferencia radica en hasta 
donde extienden el ámbito de la moralidad. Así desde un antropocentrismo fuerte o 
excluyente no se concede a las entidades no humanas sino un valor instrumental. 
Mientras que un antropocentrismo débil reconoce valor a ciertas entidades no humanas, 
pero en la medida que compartan ciertas características con los seres humanos. 
De otra parte se encuentran los biocentrismos, los cuales hacen parte de una 
teoría moral que afirma que no solo los humanos son sujetos de moralidad. Las 
diversas formas en que se expresan las éticas biocentristas dependen de que tanto 
amplíen o restrinjan el ámbito de moralidad, van desde el más radical (todo ser vivo) 
hasta posturas menos radicales (que amplían el ámbito de moralidad solo a los 
animales superiores, los primates) (Mesa Cuadros, 2007, 243) 
Incluso en la práctica se evidencian algunos intentos para dotar de personalidad 
jurídica al “ambiente”, como lo es el caso Scenic Hudson Preservation Conference Vs 
FPC.  En este caso, la Federal Power Commissión le otorgó una licencia a la empresa 
Consolidated Edison de Nueva York, mediante la cual se le permitía construir un 
proyecto hidroeléctrico en el rio Hudson a su paso por Storm King Mountain. A la 
concesión de la licencia se opusieron algunos grupos conservacionistas, unidos con el 
nombre de Scenic Hudson,  que alegaban que los animales no podrían ver el tendido 
eléctrico, que los peces morirían y que los caminos naturales se inundarían, es decir, 
que los intereses de las aves, los peces y los caminos naturales se verían 
menoscabados. Finalmente el caso sería llevado ante un Tribunal Federal con el fin de 
que este anulara la concesión de la licencia.  
Un primer obstáculo se encontró en el tema de la legitimidad procesal para 
interponer la demanda, sin embargo a pesar del argumento jurídico de que Scenic 
Hudson carecía de legitimidad procesal al no haber alegado el tradicional “perjuicio 
económico personal como producto de las acciones de la comisión”, las peticiones 
procesales fueron oídas y el caso fue reenviado a la comisión58(Stone, 2009, 143). 
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 Sobre la cuestión de la legitimidad procesal, el tribunal señalo que la ley federal le daba el derecho a 
solicitar la revisión judicial de una actuación de la administración a cualquier parte “perjudicada por una orden 
emitida por la comisión”. A continuación interpreto perjudicada de manera tal que no se limitara a aquellos que 
alegan el tradicional perjuicio económico personal, ampliándolo lo suficiente como para que incluyera a aquellos 
cuyas actividades  y conductas son una prueba  de su interés especial en la protección ambiental (Stone, 2009, 143). 
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Pero quizás uno de los casos más paradigmáticos sea el caso Sierra Club v. 
Morton, en el cual la organización ecologista Sierra Club se opuso a la construcción de 
un parque de diversiones Disney  dentro del Mineral King Valley, famoso por los 
centenarios árboles secuoyas. Aunque el Caso Sierra Club vs. Morton no fue favorable 
a la organización conservacionista Sierra Club, pues esta no logró demostrar el daño 
directo a sus integrantes requisito exigido por la jurisprudencia en aquella época ya que 
la legitimación genérica en aquellos años no estaba regulada en el derecho 
norteamericano; no obstante lo anterior de este caso es interesante destacar la postura 
del juez Douglas quien fue favorable a la tesis de que el ambiente es titular de derechos 
con las siguientes palabras: 
“…for protecting nature's ecological equilibrium should lead to the conferral 
of standing upon environmental objects to sue for their own preservation. 
Inanimate objects are sometimes parties in litigation. A ship has a legal 
personality, a fiction found useful for maritime purposes. The corporation sole -- a 
creature of ecclesiastical law -- is an acceptable adversary, and large fortunes ride 
on its cases. The ordinary corporation is a "person" for purposes of the adjudicatory 
processes, whether it represents proprietary, spiritual, aesthetic, or charitable 
causes. 
So it should be as respects valleys, alpine meadows, rivers, lakes, estuaries, 
beaches, ridges, groves of trees, swampland, or even air that feels the destructive 
pressures of modern technology and modern life. The river, for example, is the living 
symbol of all the life it sustains or nourishes -- fish, aquatic insects, water ouzels, 
otter, fisher, deer, elk, bear, and all other animals, including man, who are 
dependent on it or who enjoy it for its sight, its sound, or its life. The river as plaintiff 
speaks for the ecological unit of life that is part of it. Those people who have a 
meaningful relation to that body of water -- whether it is a fisherman, a canoeist, a 
zoologist, or a logger -- must be able to speak for the values which the river 
represents, and which are threatened with destruction. (…)It merely means that, 
before these priceless bits of Americana (such as a valley, an alpine meadow, a 
river, or a lake) are forever lost or are so transformed a to be reduced to the 
eventual rubble of our urban environment, the voice of the existing beneficiaries of 
these environmental wonders should be heard (salvamento voto Juez Douglas 
Sierra Club Vs Morton, 1972).59 
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 La traducción de este párrafo seria la siguiente: “Para proteger el equilibrio ecológico natural debería 
llegarse al otorgamiento de legitimidad a los objetos ambientales para exigir su propia preservación. 
 Los objetos inanimados son algunas veces partes en litigios. Un barco tiene una personalidad legal, una 
ficción que se encontró útil para fines marítimos. La “corporation sole” – una creación del derecho eclesiástico- es un 
adversario aceptado, y grandes fortunas dependen de sus casos. La corporación ordinaria es un “persona” para los 
propósitos de los procesos de adjudicación si esta representa intereses propietarios, espirituales, estéticos o 
caritativos. 
Por lo tanto los valles, prados alpinos, ríos, lagos, estuarios, playas, cantos, arboledas de árboles, pantano, o 
incluso el aire, que siente las presiones destructivas de la tecnología y la vida moderna, deberían ser respetados. El 
río, por ejemplo, es el símbolo viviente de toda la vida que sostiene o alimenta - el pez, los insectos acuáticos, los 
tordos de agua, las nutrias,  el “fisher” (mamífero nativo de los Estados Unidos), el ciervo, el alce, el oso, y todos los 
otros animales, incluyendo al hombre, quienes dependen de él o quienes disfrutan de su vista, su sonido, o su vida. El 
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Los anteriores ejemplos nos muestran cómo se ha intentado dotar de 
personalidad jurídica al ambiente en la práctica judicial, sin embargo esta es una tesis 
muy restringida, y con una aceptación muy reducida, que lucha por ser admitida en el 
mundo jurídico. 
Sin perjuicio de  lo arriba enunciado para algunos los resultados de dotar de 
personalidad jurídica al ambiente o alguno de sus elementos son más que dudosos, ya 
que no siempre el medio más efectivo de protección es atribuir derechos. Así 
argumentan que las ideas de protección a la biodiversidad o de solidaridad 
intergeneracional no solo atienden a consideraciones utilitaristas sino que podrían 
significar el reconocimiento de la necesidad de proteger un valor no disponible, el 
ambiente no tanto en cuanto sujeto de derechos, sino más bien en cuanto res 
communis ómnium extra comercium (Jordano Fraga, 1995, 147). Se agrega que el 
ejercicio de conceder personalidad jurídica al ambiente, a la naturaleza o alguno de sus 
componentes cumple una función simbólica de especial importancia para su eventual 
protección retórica, pero que debería profundizarse en el establecimiento de deberes y 
responsabilidades del hombre. 
Incluso el mismo Stone replanteó su  tesis en “Should Trees have Standing  
Revisited” apartándose de la postura de la ecología profunda o “deep ecology”  para 
argumentar que la personificación de la naturaleza era un camino ilusorio y que más 
bien había que encontrar soluciones jurídicas dentro de un marco teórico que justifique 
la defensa de los procesos  ecológicos de la naturaleza, de manera que en ese sentido 
era más conveniente establecer deberes a los hombres que conceder derechos al 
ambiente o alguno de sus componentes. También Stone opta “por posturas más 
moderadas al decir que se debe abandonar la lógica del “todo o nada” y optar por 
posturas más realistas y “aceptar en materia de reparaciones, ciertos umbrales mínimos 
y máximos o la referencia a una norma ideal, redefine su posición diciendo que la 
protección que se pretende dar a las entidades no convencionales  se obtiene de 
manera más plausible imponiendo deberes más que derechos (Crespo Plazas, 2008).  
Igualmente autores como Pelayo (2004, 174) sostienen que son diversos los 
problemas funcionales que hacen parte de las razones por las cuales el orden jurídico 
aún se resiste a considerar al ambiente, a los animales o a los demás seres vivos no 
humanos como sujetos de derecho (es, decir como fines en sí mismos).  
Las anteriores consideraciones llevan a plantearnos la pregunta sobre el 
esquema de protección del derecho al ambiente sano en tanto nos hemos preguntado 
                                                                                                                                                        
 
río como el demandante habla por la unidad ecológica de vida que hace parte de él. Aquellas personas que tienen 
una relación significativa con ese cuerpo de agua - ya se trate de un pescador, un canoero, un zoólogo, o 
un catalogador - debe ser capaz de hablar en nombre de los  valores que representa el río, y que están en peligro 
de destrucción. (...) Simplemente significa que, antes de que estos bienes sin precio de América (como un 
valle, un prado alpino, un río o un lago) sean perdidos para siempre o transformados para ser reducidos a eventuales 
escombros  de nuestro entorno urbano, la voz de los beneficiarios actuales de estas maravillas del medio 
ambiente deberían ser escuchadas.” 
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por si es un verdadero derecho, y en ese sentido contiene facultades reconocidas a los 
titulares del mismo, en ese orden de ideas hemos visto como se ha dicho que no lo es y 
como se ha sostenido que es un principio programático. A continuación hemos 
expuesto las posturas que sostienen que es un verdadero derecho, así como las 
discusiones que han surgido con respecto a su titular, además hemos señalado como 
desde algunas vertientes se ha querido dar solución a las discusiones sobre el carácter 
de verdadero derecho y el titular del derecho al ambiente sano, planteando 
reformulación del derecho al ambiente como derechos procedimentales hasta algunas 
tesis que intentan dotar de personalidad jurídica al ambiente. 
En este camino en general hemos visto las dificultades para consolidarse como 
un derecho de las personas y las dificultades referentes a la identificación de su titular 
lo cual se traduce en la asignación de la legitimidad procesal para defenderlo. 
Discusiones que como veremos estarán reflejadas en los esquemas de reconocimiento 
y protección constitucional del derecho al ambiente sano. Lugar donde encontraremos 
ordenes jurídicos donde se evita o se ignora la discusión al no reconocerse un derecho 
al ambiente sano, así como otros donde se reconoce este derecho pero se le ubica 
entre los principios rectores del Estado, hasta otros donde se reconoce pero no se 
crean mecanismos judiciales para su defensa y aquellos donde se reconoce este 
derecho y se reconoce algún tipo de acción judicial al cual pueden acudir las personas 
para proteger su ambiente. 
 
 
2.3 1.3 El lugar del derecho al ambiente sano en el 
ordenamiento jurídico 
 
En los apartados anteriores hemos intentado reconstruir las diferentes 
discusiones que se suscitan con ocasión del derecho a un ambiente sano. En este 
apartado abordaremos las distintas formas en la que este derecho ha sido recogido por 
los distintos ordenamientos, siguiendo este objetivo expondremos los casos de distintos 




2.3.1 Formas en las que se ha incluido la cuestión ambiental y el 
derecho al ambiente sano en los ordenamientos internos 
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En este orden de ideas por un lado podemos destacar aquellas constituciones 
que no incluyen la cuestión ambiental, como es el caso de las Constituciones de países 
como Estados Unidos y Canadá (Perez, 2000, 34) (Loperena Rota, 1999).  
Por otra parte encontramos Constituciones de países que a pesar de haber 
incluido la cuestión ambiental no reconocen explícitamente un derecho al ambiente 
sano o adecuado, entre las constituciones que consagran un deber del Estado de 
proteger el ambiente encontramos los casos de países como Alemania donde se 
establece que “El Estado protegerá, teniendo en cuenta su responsabilidad con las 
generaciones futuras, dentro del marco del orden constitucional, los fundamentos 
naturales de la vida a través de la legislación y, de acuerdo con la ley y el derecho, por 
medio de los poderes ejecutivo y judicial.”60, clausulas similares se encuentran en la 
Constitución de Grecia61, Uruguay62, o Polonia63. 
Ahora bien como se señaló en párrafos precedentes un número importante de 
Estados han reconocido explícitamente el derecho a gozar de un ambiente adecuado, 
ya sea a nivel legal64 o constitucional65, aun cuando ese reconocimiento pueda dar lugar 
a consecuencias diferentes en función de cada ordenamiento (Amaya Navas, 2003, 13).  
Así por ejemplo en España se Consagra entre los principios de la política social y 
económica, lo que ha dado lugar a una larga discusión sobre el carácter de “derecho 
subjetivo” que tendría este derecho y que en parte ya hemos reconstruido más arriba, y 
que al decir de algunos hace que se le confiera una eficacia constitucional debilitada a 
los nuevos derechos de los consumidores y a  los derechos relacionados con la salud y 
el ambiente, etc. (AAVV, 2006, 38). Si bien al ser un principio constitucional vincularía a 
los todos los poderes del Estado, cuando estos tomen una decisión que afecte el 
ambiente. 
Al lado de las anteriores posturas podemos identificar constituciones que 
reconocen el derecho al ambiente sano entre el catálogo de derechos constitucionales, 
no obstante algunas constituciones elaboraran “clasificaciones” de los derechos, 
clasificaciones que tienen importancia en alguna medida ya que para algunos se 
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 Ley Fundamental de la república federal de Alemania del 23 de mayo de 1949 (Boletín Oficial Federal 1, 
1) (bgbl III 100-1) enmendada por la Ley de 26 de noviembre de 2001 (Boletín Oficial Federal 1, 3219).  
61
 “Constituye obligación del Estado la protección del  ambiente natural y cultural. El Estado estará obligado 
a adoptar medidas especiales, preventivas o represivas, con vistas a la conservación de aquél.” Artículo 24 de 
Constitución de Grecia 
62
 Constitución de la república oriental del Uruguay Artículo 47. La protección del ambiente es de interés 
general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación 
graves al medio ambiente. La Ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores. 
63
 Constitución de Polonia  Articulo 5 la republica de Polonia debe salvaguardar la independencia e 
integridad de su territorio y asegurar las libertades y derechos de las personas y ciudadanos, la seguridad de los 
ciudadanos, (…) asegurara la protección del ambiente natural basándose en los principios de desarrollo sustentable. 
64
 Por ejemplo la National Environmental Policy act de los estados unidos reconoce que “each person 
should enjoy a healthful environment” cuya traducción seria “cada persona debería disfrutar de un ambiente 
saludable” 
65
 Incluso en algunos países como Colombia primero se dio su reconocimiento a nivel legal y años más tarde 
a nivel constitucional. 
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reconocen ciertos mecanismos de defensa que para otros no; así por ejemplo en el 
caso colombiano la tutela solo procede para la defensa de los “derechos 
fundamentales”; otras constituciones no hacen ninguna clasificación entre los derechos 
constitucionales como es el caso de Chile o Argentina. Ahora bien a pesar de esto lo 
realmente importante son los mecanismos de defensa de los derechos. En este sentido 
debe analizarse si la elaboración de clasificaciones de los derechos constitucionales 
han obedecido al ánimo de dejar por fuera a ciertos derechos de una protección 
reconocida para otros derechos también constitucionales. 
Para el caso del derecho al ambiente sano debemos establecer si su 
reconocimiento trae aparejado el establecimiento de mecanismos de defensa judicial de 
este derecho66. O por el contrario si a pesar de su reconocimiento explícito en el texto 
constitucional se le niega la protección judicial que si se le reconoce a otros derechos 
constitucionales, o si los instrumentos reconocidos no son los adecuados para su 
defensa.  
En esta vía podemos identificar casos como el de México donde se consagra 
entre las garantías individuales, lo que lo hace susceptible de protección a través del 
recurso de amparo, lo cual a su vez ha generado diversas críticas, por cuanto, según 
afirma un sector de la doctrina el juicio de amparo en este país es prácticamente 
inaplicable, en tanto que basándose en su falta de concreción se niega 
sistemáticamente (Acevedes Avila, 2003, 412). Siendo la  razón más común para la 
negación de justicia a través del amparo en materia ambiental en el país mexicano, que 
el acto de autoridad no afecta los derechos personales (no existe agravio personal y 
directo).  
Además en general los tribunales no reconocen el interés jurídico de los 
particulares para entablar una demanda por daños al ambiente, a menos que exista una 
afectación directa a su persona o a sus bienes y además una de las razones que evitan 
que los casos lleguen a los tribunales es que los particulares carecen de información 
sobre los daños que posiblemente se estén generando al entorno (Gonzalez Marquez & 
Montelongo Buenavista, 1999, 280).  En este sentido el presidente de la academia 
mexicana de derecho ambiental ha sostenido que: 
No obstante el papel histórico y preponderante que ha correspondido al 
Poder Judicial Federal, en el sentido de controlar la arbitrariedad y la ilegalidad en 
el actuar de las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo, sobre todo cuando 
de dicho comportamiento se derivan efectos ilegales para la esfera jurídica de los 
gobernados y por contravenir causas de interés público o social, en este caso, el de 
la protección al ambiente, debido a la interpretación aún confusa de lo que es el 
interés jurídico,  se ha dejado de lado el papel importante de la sociedad como 
protectora del ambiente y por supuesto del propio Poder Judicial como el 
controlador de la legalidad en el actuar de las instituciones administrativas y de los 
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 mecanismo de defensa judicial en el cual nos centraremos en este estudio a pesar de que reconocemos que 
el derecho al ambiente sano o adecuado puede ser protegido a través de diferentes mecanismo e instrumentos 
jurídicos 
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otros gobernados que no tienen por principal interés la protección del ambiente y si 
el acrecentamiento de sus riquezas, sin importar que el daño ambiental que 
ocasionen afecte sus propias posibilidades de vida. (Hernandez, 1997, 55) 
En el caso de Chile el derecho a un ambiente sano se encuentra entre los 
derechos y deberes constitucionales67, allí se puede pedir la protección constitucional 
del derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación a través de un recurso de 
protección constitucional (Ramirez Arrayas, 2000, 202-203). Con posterioridad al año 
2005 se puede acudir a la acción de amparo cada vez que el  derecho se veía afectado 
por la existencia de un acto ilegal que sea imputable a una autoridad o persona 
determinada. Este recurso puede ser presentado por cualquier persona natural o 
jurídica, sin mayores formalidades procesales68 (Garin, 2006, 14-15). 
Incluso en el derecho chileno se produce una discusión similar al mexicano, en el 
sentido que  los tribunales han fallado, reiteradamente, que la legitimación activa para 
interponer un recurso de protección por este derecho requiere de  un interés personal 
de quien recurre al poder judicial. Sin embargo se han presentado casos en que no se 
ha requerido dicho interés (Garin, 2006, 15)69, esta última tesis ha venido tomando 
fuerza sin embargo aún está por consolidarse definitivamente. No obstante estas 
limitaciones se han logrado importantes decisiones favorables a la protección 
ambiental, aun cuando esto implicaba detener grandes proyectos de “desarrollo”. 
(Ramirez Arrayas, 2000, 201-215) 
Argentina al igual que en los dos casos anteriores el derecho al ambiente sano 
es protegido mediante la misma acción  que los demás derechos reconocidos en la 
Constitución (recurso de amparo), lo que ha suscitado una discusión sobre la 
legitimación para pedir el amparo de este derecho en tanto la Constitución utilizo el 
término “afectado”. El debate ya está planteado y como, suele ocurrir,  ya se ha 
manifestado los extremos. Por un lado se afirma que el termino afectado debía 
asimilarse a “derecho subjetivo” por otro se ha hablado de un amplia legitimación 
asimilando el término “afectado”70 a habitante de la provincia (Dalla Via, 2000, 286). Al 
igual que en el caso anterior la Corte Suprema de la republica de la Argentina ha 
producido importantes fallos a favor de la protección ambiental, afectando inclusive 
grandes proyectos económicos. (Cafferata N. , 2007, 8-9) 
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 Valga señalar que la Constitución chilena no hace ninguna clasificación de los derechos constitucionales, 
tal como si lo hace la Constitución colombiana 
68
 Antes del años 2005 en este país se exigía la concurrencia de un acto arbitrario e ilegal lo cual llevaba a 
que los tribunales chilenos interpretaran la aplicación del  recurso de protección en materia ambiental de manera 
restrictiva y fueran muy rigurosos  para admitir la procedencia del recurso de protección en estos casos ante estas 
dificultades mediante una reforma constitucional en el año 2005 se eliminó el requisito que exigía que el acto fuera 
arbitrario, siendo así ahora solo se exige que el acto que lesione el derecho a un ambiente sano sea ilegal 
69
 Sobre este aspecto también puede verse Egaña (2004, 291) 
70
 El artículo 43 de la Constitución argentina al hablar de la legitimidad para interponer el recurso de amparo 
establece que “Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos 
que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia 
colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas 
conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.” 
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En igual sentido la Constitución peruana lo consagra entre sus derechos 
fundamentales, siendo posible usar el recurso de amparo para su protección (art 2 de la 
Constitución de Perú). Y al igual que en los casos anteriores puede verse como en 
aquellas constituciones donde se reconoce el derecho al ambiente sano y se le 
reconoce una acción judicial, la discusión viene a centrarse no en el estatuto de 
“derecho” del mismo sino en dos cuestiones básicas por un lado quien puede accionar y 
por otro los posible choque entre protección ambiental y otros valores constitucionales. 
Por su parte algunos países como Colombia y Brasil han optado por consagrar el 
derecho al ambiente sano en un apartado especial separado de los demás derechos 
constitucionales. Así en la Constitución colombiana se plantea un apartado denominado 
“de los derechos colectivos y del ambiente” y la Constitución de Brasil lo hace en un 
capitulo denominado “del medio ambiente” además ambas constituciones contemplan 
una acción especial para la protección de este derecho (la acción popular). Lo que a su 
vez suscita la discusión entre la relación que existe entre estos derechos y los derechos 
fundamentales establecidos por estas constituciones. 
Entonces podemos reconocer junto a José María Borrero (2002, 407-410) que el 
derecho a un ambiente sano ha sido abordado desde distintas perspectivas desde 
aquellas que le reconocen su carácter de fundamental o las que lo reconocen71 como 
derecho colectivo72 
Esta diferente ubicación sistemática del derecho al ambiente sano ha generado 
diferentes debates en los distintos ordenamientos jurídicos, por ejemplo en México se 
plantea el problema sobre las limitaciones del recurso de amparo para proteger el 
derecho al ambiente, mientras en Argentina o Chile es discutida la legitimidad individual 
para pedir la protección de este derecho, en otros como en el caso colombiano la 
discusión viene a ser la relación de este derecho con los demás derechos 
constitucionales en especial los llamados “derechos fundamentales” y como una 
constante en todos los casos la tensión entre los postulados de protección ambiental y 
los postulados económicos (de corte neoliberal) de la mayoría de constituciones.  
Ahora bien al momento de escribir el presente documento hay que resaltar que 
en los últimos años han surgido dos constituciones que sin duda prometen avances 
profundos en lo que respecta a la protección ambiental, estas son la constitución del 
Ecuador de año 2008 y la Constitución de Bolivia de 2009, las cuales incluyen nuevos 
conceptos como el “buen vivir”, el derecho al agua, el reconocimiento de los derechos 
de la naturaleza73 Adicionalmente estos dos ejemplos son los más actuales del esfuerzo 
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 no obstante se evidencia una tendencia a aumentar la participación de los ciudadanos en la toma de 
decisiones que afectan al ambiente 
72
 De manera análoga Isabel de los Ríos (2004) reconoce las divergencias de tratamiento del derecho al 
ambiente sano en los diferentes ordenamientos jurídicos  
73
 Llama la atención que la Constitución de la república del Ecuador de 2008 integrara un capítulo dedicado 
a los “derechos de la naturaleza” (cap VII) donde se definió a la naturaleza como un sujeto jurídico “donde se 
reproduce y realiza la vida” con derechos propios como el de recibir el respeto adecuado para la “regeneración de sus 
ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos” (art 72( 
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por regular integralmente la cuestión ambiental a nivel constitucional. Sin perjuicio de lo 
anterior las consecuencias de estas nuevas normativas están por verse, se ha dado un 
primer paso pero el nuevo reto estará en su concreción y aplicación en la toma de 
decisiones concernientes a la protección ambiental. Es por eso que el presente escrito 
no se profundiza en estas dos constituciones, pues se considera que para un correcto 
análisis de sus implicaciones y consecuencias es necesario dejar que transcurran 
algunos años más. 
 
 
2.3.2 Colombia: la búsqueda por considerar el derecho al ambiente 
sano como un derecho fundamental 
 
En Colombia desde los primeros años de funcionamiento de la Corte 
Constitucional se planteó la cuestión sobre el rango de derecho fundamental que podría 
tener el derecho al ambiente sano74, lo cual se manifestó en el surgimiento de tres tesis 
distintas para dar respuesta a este tema en el mismo Tribunal Constitucional, estas son:  
1. El derecho al ambiente sano es un derecho fundamental (T 411 y T 428 de 
1992). Y por tanto seria amparable en la acción de tutela  
2. La fundamentalidad del derecho al ambiente sano solo puede ser definida en 
cada caso en concreto (T 415 de 1992)  
3. El derecho al ambiente sano es un derecho, cuya protección se obtiene por vía 
del ejercicio de las acciones populares y que en caso de estar vinculado con un 
derecho fundamental se puede ejercer la acción de tutela, en estos casos el derecho al 
ambiente sano podría configurarse como un derecho fundamental por conexidad. (T 
437 de 1992). Sin embargo a la postre la última tesis terminaría imponiéndose en una 
línea más o menos constante a partir de la sentencia SU 067 de 1993 hasta la 
actualidad75. 
No obstante lo precedente, la misma jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 
sido ambivalente sobre el carácter del derecho al ambiente sano. Así en algunas 
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 Discusión similar se presenta en el derecho Brasileños como evidencia el texto de Lucíola María de 
Aquino Cabral (2010) titulado “A efetividade do direito fundamental ao meio ambiente adequado”   
75
 Sobre este aspecto pueden verse las siguientes sentencias de la Corte Constitucional Colombiana  T 092 
de 1993 M.P. Simón Rodríguez Rodríguez, T 163 de 1993 M.P. Fabio Morón días, T 254 de 1993 M.P. Antonio 
Barrera Carbonell, T 229 de 1993 M.P. Carlos Gaviria Díaz, T 405 de 1993 M.P. Hernando Herrera Vergara, T 262 
de 1994 M.P. Fabio Morón Díaz, T 284 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell, T 379 de 1995 M.P. Antonio 
Barrera Carbonell, T 244 de 1998 M.P. Fabio Morón Díaz, T 453 de 1998 M.P. Alejandro Martínez caballero , T 046 
de 1999. M.P. Hernando Herrera Vergara, T 1116 de 2001 M.P. Eduardo Montealegre Lynett, T 045 de 2009 M.P. 
Nilson Pinilla Pinilla, T 1441 de 2000 M.P. Fabio Morón Díaz 
El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 





ocasiones, inclusive recientes, ha seguido calificándolo como un derecho fundamental 
sin detenerse en la necesidad de exigir la conexidad con otros derechos, especialmente 
cuando decide acciones de inconstitucionalidad, como fue el caso de las sentencias C 
519 de 1994, C 771 de 1998, C 431 de 2000, C 671 de 2001, C 486 de 2009, T 851 de 
2010.  En algunas ocasiones más y sin entrar en mayores discusiones simplemente lo 
ha calificado como un derecho constitucional (Sentencia T 356 de 2010, Sentencia T 
760 de 2007). Y finalmente en otras más lo ha encasillado como derecho colectivo 
(diferenciándolo claramente de los derechos fundamentales) para negarle la protección 
por vía de tutela, como se evidencia en la sentencias SU - 383/03 T-1451 de 2000 o T-
229 de 1993. Con lo cual han aumentado los debates entorno a que carácter tendría el 
derecho a u ambiente sano. 
Igualmente debe señalarse que algunos autores han sostenido la necesidad de 
la protección del derecho al ambiente sano como un derecho fundamental, en tanto los 
derechos fundamentales son la principal garantía con la que cuentan los ciudadanos 
frente al Estado (Gutierrez Bedoya, 2006, 87-91)76. 
 Loperena la Rota afirma que el derecho a un ambiente sano goza de los 
caracteres de los derechos reconocidos como fundamentales, así, es irrenunciable y 
está excluido del tráfico jurídico. Además es inalienable, inembargable e imprescriptible 
resaltando la importancia de este derecho al afirmar que el derecho a un ambiente sano 
es un derecho humano fundamental inherente a la condición de ser humano e 
indispensable para alcanzar una vida humana en dignidad, es fundamental en tanto el 
ejercicio pleno  del derecho a un ambiente saludable es esencial para el ejercicio de 
todos los otros derechos. Y en tanto ningún derecho podría ser realizado en un 
ambiente no vivible  o profundamente alterado. (Borrero Navia, 1994, 24), incluso para 
algunos intentar construir una teoría sobre el derecho a un ambiente sano  pasa por 
afirmar su naturaleza de derecho fundamental (Amaya Navas, 2000, 77).   
Esta necesidad de contemplar el derecho al ambiente sano como un derecho 
fundamental se sostiene en el hecho de que a pesar del reconocimiento que en el 
ámbito jurídico internacional tiene el derecho al ambiente como derecho humano se 
encuentra una grave dificultad como es la falta de efectividad del mismo. Falta de 
efectividad que se derivada en la mayoría de los casos en la inaplicación en los ámbitos 
jurídicos internos de los Estados, bien por la existencia de una tradición proteccionista 
de la jurisdicción bien por la escasa vocación a aplicarlo ante la existencia de lagunas o 
vacíos legales (Briceño Chavez, 2006, 75) situación que debería cambiar si le considera 
un derecho fundamental.  
Para otro sector el derecho al ambiente sano no necesariamente tiene que tener 
el carácter de un derecho fundamental en todas las ocasiones. Así se afirma que el 
derecho a gozar de un ambiente sano no siempre tiene que ser considerado como 
fundamental, pues en cada caso concreto habrá que analizar las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar para que el juez o intérprete valore y pondere el grado de 
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 Postulados similares se encuentran en Macias Gomez (1998)  
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afectación de los diferentes derechos que se afectan en el caso específico. Así pues los 
derechos ambientales se pueden encontrar desde el más alto nivel de los derechos 
fundamentales cuando comprometen la vida, la libertad o la integridad personal, hasta 
niveles más bajos en casos donde lo que se compromete puede ser el valor de algún 
jardín de plantas domésticas (Garcia Villegas, 2006, 274). Esta es una tesis similar a la 
esgrimida por la Corte Constitucional colombiana la cual en distintos fallos ha sostenido 
el carácter de derecho fundamental por conexidad que tendría el derecho al ambiente 
sano.77 No obstante lo anterior en este escrito se considera que la cuestion principal no 
es si el derecho al ambiente sano es o no un derecho fundamental 
Así mismo algunos autores han intentado fundamentar el concepto de derechos 
sociales fundamentales tratando de desvirtuar la opinión según la cual los llamados 
derechos sociales fundamentales tienen exclusivamente el carácter de mandatos 
constitucionales dirigidos al legislador, esto es, de metas u objetivos políticos y no de 
derechos fundamentales propiamente dichos.  
En ese sentido se sostiene que los derechos sociales fundamentales son 
derechos fundamentales (lo cual supone que son derechos subjetivos78) con carácter 
positivo general; y para su satisfacción no se requiere de una actuación normativa 
previa del Estado (Arango, 2005, 81), un derecho positivo general presupone solamente 
que su titular se encuentre en una posición jurídica que pueda justificar correctamente, 
esto es, desde el ordenamiento jurídico en su integridad (Arango, 1997, 69)79  
Ahora bien en este punto conviene tener en cuenta que los distintos autores 
suelen partir de definiciones distintas de lo que es un “derecho fundamental” así 
algunos entienden como derecho fundamental aquellos que protegen las dimensiones 
básicas de la vida humana en sociedad. Se refieren a aquellos  bienes de primordial 
importancia en los que el derecho actúa a través de la atribución de un derecho 
subjetivo a los individuos en el marco de la satisfacción de necesidades fundamentales 
de la condición humana o a través de obligaciones. 
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 Ver entre otras las siguientes la Corte Constitucional Colombiana  T 092 de 1993 M.P. Simón Rodríguez 
Rodríguez, T 163 de 1993 M.P. Fabio Morón días, T 254 de 1993 M.P. Antonio Barrera Carbonell, T 229 de 1993 
M.P. Carlos Gaviria Díaz, T 405 de 1993 M.P. Hernando Herrera Vergara, T 262 de 1994 M.P. Fabio Morón Díaz, T 
284 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell, T 379 de 1995 M.P. Antonio Barrera Carbonell, T 244 de 1998 M.P. 
Fabio Morón Díaz, T 453 de 1998 M.P. Alejandro Martínez caballero , T 046 de 1999. M.P. Hernando Herrera 
Vergara, T 1116 de 2001 M.P. Eduardo Montealegre Lynett, T 045 de 2009 M.P. Nilson Pinilla Pinilla, T 1441 de 
2000 M.P. Fabio Morón Díaz 
78
 Entendiendo este autor derecho subjetivo como posiciones jurídicas de un sujeto de derecho dentro de un 
orden jurídico con respecto a la cual es posible dar razones válidas y suficientes. (Arango, 2005, 61) 
79
 Aunque hay que señalar que el autor que desarrolla esta postura señala que “los derechos colectivos 
tienen como finalidad el aseguramiento de beneficios que solo pueden ser disfrutados de manera colectiva. Ello 
porque el beneficio del que se trata en el caso de los derechos colectivos no es un bien divisible. Es el caso del 
derecho a la autodeterminación política por ejemplo. A la inversa, los derechos que pueden ejercerse 
individualmente, no son derechos colectivos. Este es el caso de los derechos sociales fundamentales (Arango, 2005, 
81), es decir, los derechos sociales fundamentales pueden ejercerse individualmente. Así pues bien cabría 
preguntarse, y en especial teniendo en cuenta que se discute si el derecho al ambiente sano es un derecho individual o 
colectivo, si ¿el derecho al ambiente sano podría considerarse un derecho social fundamental en la teoría de este 
autor? 
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Mientras que otros autores señalan que para hablar de un derecho fundamental 
es necesaria tanto su incorporación al ordenamiento jurídico como su aplicación 
efectiva por medio de la cual se alcance la satisfacción de su contenido esencial 
(Briceño Chavez, 2006, 80). En este sentido puede verse Jorda Capitán quien sostiene 
que el derecho al ambiente sano se trataría de un derecho que puede ser contemplado 
como uno de los derechos pertenecientes al  conjunto de facultades e instituciones que 
serviría para determinar las condiciones de dignidad de las personas. De tal forma que 
partiendo de este hecho el derecho a disfrutar de un ambiente adecuado podría llegar a 
catalogarse como un derecho fundamental  en el momento en que quedasen 
establecidas unas especiales garantías jurisdiccionales (Jorda Capitan, 2001, 409). 
En tanto que otros, como Jordano Fraga, sostienen que los derechos 
fundamentales son aquellos derechos humanos positivizados en las constituciones 
estatales de lo que extrae que el derecho al ambiente es un derecho fundamental, y 
como derecho fundamental el derecho a disfrutar de un ambiente adecuado no es solo 
un freno a la actuación de los poderes públicos sino que implica un deber positivo 
(Jordano Fraga, 1995, 488). Como vemos la principal diferencia entre esta y la anterior 
definición de derecho fundamental, es que la definición del párrafo anterior exige tanto 
la positivización en el orden jurídico interno del país como el establecimiento de 
especiales garantías judiciales, mientras que la definición contenida al principio del 
presente párrafo solo exige su potivizacion en el derecho interno. 
Para otros autores como Rodolfo Arango (1997, 67) se define los derechos 
fundamentales como derechos tan importantes que su otorgamiento o no otorgamiento 
no puede quedar en manos de la mayoría simple del parlamento. 
Inclusive algunos autores han analizado esta ambigüedad en el uso del término 
“derechos fundamentales”. Tal es el caso de Robert Alexy (2003, 19-31), quien 
distingue tres tipos de definición de lo que podrían considerarse como “derechos 
fundamentales”: así identifica definiciones formales, materiales y procedimentales. La 
definición formal se basa en la manera en que está dispuesta la normatividad del 
derecho positivo vigente, en su variante más simple esto significa que son derechos 
fundamentales los así catalogados por la Constitución. En las concepciones materiales 
los derechos fundamentales son en su esencia derechos humanos transformados en 
derecho constitucional positivo. Finalmente para las definiciones procedimentales los 
derechos fundamentales son aquellos que son tan importantes que su protección o no 
protección no puede dejarse en manos de la mayoría parlamentaria simple  
De los anteriores ejemplos podemos evidenciar como no hay una postura 
unánime sobre que es considerado un “derecho fundamental”; sin embargo somos del 
parecer según la cual la categoría “derechos fundamentales” ha sido una categoría que 
ha servido para excluir algunos derechos de la protección judicial en el sentido que el 
pertenecer a esta categoría se ha convertido en una especie de prueba de “pedigrí” 
para acceder a determinadas posibilidades de protección que son negadas a los 
derechos que no son considerados como fundamentales, como sería el caso de la 
protección judicial, y en el caso colombiano a la acción de tutela como un mecanismo 
expedito de protección. 
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Ahora bien volviendo al tema principal sobre la ubicación del derecho al ambiente 
sano en los distintos ordenamientos jurídicos internos. Podemos ver como la ubicación 
sistemática del derecho al ambiente sano en las distintas constituciones refleja, en parte 
las discusiones que sobre este derecho se han planteado. Así podemos observar como 
distintas constituciones lo ubican como un principio rector, o como un derecho 
constitucional protegible mediante la misma acción que los demás derechos 
constitucionales o mediante acciones especiales. Lo cual ha generado problemas 
diversos.  
Así en los casos en los que se reconoce solo como principio se plantea la 
discusión sobre su judiciabilidad, donde se protege con las mismas acciones de los 
demás derechos constitucionales se plantean problemas de legitimidad y de las 
limitaciones de estas acciones, mientras que en aquellos donde se le reconoce una 
acción especial se plantea el problema de su relación con los demás derechos en 
especial ante su posible adscripción a la categoría de “derechos fundamentales”. En el 
mismo plano se presentan algunas discusiones sobre como armonizar el derecho al 
ambiente sano con los demás derechos constitucionales, en especial derechos como el 
derecho a la propiedad privada, la libre empresa etc. Aunque en principio se admite que 
estos derechos pueden ceder ante la protección ambiental.  
 
 
2.3.3 La pregunta es ¿Qué modelo escoger? O ¿Qué condiciones 
debe cumplir el modelo que escojamos? 
 
Como hemos observado existen varios de esquemas reconocimiento 
constitucional, así como varios esquemas de protección para la defensa judicial del 
derecho al ambiente sano. Desde las que dejan en manos del ejecutivo la protección de 
este derecho, vía desarrollo de políticas públicas, hasta aquellas que reconocen algún 
tipo de acción judicial para que los ciudadanos lo reivindiquen directamente ante los 
tribunales. 
De tal forma que tal diversidad nos plantea algunos interrogantes como los 
siguientes ¿el hecho de que el derecho al ambiente sano sea reconocido como un 
principio o un derecho incide en la posibilidad de reivindicarlo y hacerlo exigible? ¿La 
consagración de deberes ambientales en cabeza del Estado es suficiente para que los 
ciudadanos puedan defender su derecho al ambiente sano? ¿El esquema de defensa 
tradicional de los derechos constitucionales a través de recursos como el de amparo o 
la tutela son adecuados para la defensa del derecho al ambiente sano o es necesario 
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establecer nuevas regulaciones a estas acciones o más aun crear acciones 
completamente nuevas?80  
Para responder a la anterior pregunta se ha señalado que en un principio las 
acciones populares tendrían superioridades sobre las acciones como el amparo o la 
tutela. En tanto se ha afirmado que entre las ventajas de la acción popular para la 
protección ambiental se incluyen: a) legitimidad activa amplia, pues pueden ser 
interpuestas por cualquier persona con interés de proteger el ambiente, sin necesidad 
de acreditar interés particular y agotando además los recursos internos disponibles para 
toda la colectividad; b) procedimientos específicos y más sencillos que las acciones 
ordinarias; y c) posibilidad de demandar directamente las acciones que afecten o 
puedan afectar al ambiente, siendo el objeto mismo de la acción. (Asociación 
Interamericana para la Defensa del Ambiente, 2008, 138). 
A diferencia de las acciones de amparo que en ocasiones sólo brindan 
soluciones temporales, mediante las acciones civiles o populares es posible demandar 
directamente a la fuente de la contaminación y buscar una solución definitiva. Esto 
implica que podrían ser más eficientes para la protección de los derechos humanos 
similares al derecho a un ambiente sano. Por ejemplo, mediante acciones civiles o 
populares es posible evaluar la forma o implementación de Estudios de Impacto 
Ambiental, identificando o exigiendo formas de mitigación de los daños que una 
actividad esté causando -explotaciones petroleras, producción de agroquímicos o 
disposición de recursos peligrosos-, entre otras (Asociación Interamericana para la 
Defensa del Ambiente, 2008, 139)  
 
En este sentido afirman algunos que las acciones para la protección de los 
derechos tradicionales y en especial los derechos civiles y políticos han cumplido, antes 
y ahora, una función esencial para la solución de conflictos privados, pero no pueden 
dar respuesta apropiada a los conflictos en los que se manifiestan los intereses 
colectivos en tanto lo que se necesita ahora son soluciones compuestas, articulada, 
flexibles, ya que soluciones con estas características son las únicas capaces de dar 
respuesta adecuada a un problema tan complejo como el de la tutela jurídica de los 
nuevos, emergentes, vitales, intereses colectivos (Ovalle Favela, 2003)  Sin embargo 
debe tenerse en cuenta que las regulaciones de la acción popular pueden ser también 
restrictivas. Así por ejemplo en países como Francia para incoar alguna acción popular 
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 En una primera aproximación hemos visto como las tesis que señalan que el derecho al ambiente sano no 
es un verdadero derecho lo hacen para justificar la imposibilidad de exigirlo judicialmente. También hemos señalado 
como lo realmente importante cuando se consagran deberes ambientales para una parte o un derecho al ambiente 
sano es la posibilidad de exigir el cumplimiento de estos deberes ambientales o el respeto del derecho a un ambiente 
sano respectivamente. De la misma forma hemos señalado que en los caso donde se reconoce un derecho a un 
ambiente sano y además una acción judicial se ha optado por uno de dos caminos, o la creación de acciones 
especiales (acciones populares) o la habilitación de la misma acción de defensa de los demás derechos 
constitucionales (recurso de amparo) pero bien ¿qué diferencias habría en uno u otro camino? 
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es necesario estar vinculado a alguna asociación reconocida por el Estado (Pisciotti 
Cubillos, 2001, 114-119)81.  
 
 Entonces se considera que tanto las acciones populares como las de amparo o 
de tutela pueden asumir configuraciones restrictivas por lo cual la cuestión entonces 
podría ser no si las acciones populares son preferibles a los recursos de amparo o de 
tutela sino por el contrario la pregunta podría ser que ¿condiciones mínimas deberían 
cumplir la acción o recurso que se escoja? 
 
En el anterior orden de ideas podemos señalar que a pesar del amplio 
reconocimiento del derecho a un ambiente sano no existe acuerdo sobre que 
tratamiento darle al mismo. Así es posible identificar distintas posiciones dogmáticas 
sobre este derecho, en una amplia gama, que va desde el considerarlo un principio 
programático, hasta aquellos en los que es considerado un derecho. Esta última 
posición dentro de la cual también se encuentran matices que van desde aquellos que 
lo consideran un derecho subjetivo (individual o colectivo, fundamental o no), y quienes 
consideran que la categoría derecho subjetivo no puede ser utilizada para explicarlo. 
 
Razón por la cual se han diseñado distintos esquemas de reconocimiento y 
protección del derecho al ambiente sano, que van desde la negación total de la 
posibilidad de reivindicarlo judicialmente hasta aquellos que aceptan tal posibilidad 
(mediante acciones iguales para todos los derechos constitucionales o mediante 
acciones especiales). En este camino y ante la diversidad de esquemas de protección, 
es necesario establecer qué condiciones debe cumplir un esquema de protección del 
derecho al ambiente sano para permitir una adecuada defensa ciudadana del mismo. 
En última instancia que condiciones debe cumplir un esquema de reconocimiento y 
protección del derecho al ambiente sano para permitir el empoderamiento ciudadano en 
las cuestiones ambientales. La anterior cuestión puede ser resuelta si analizamos el 
derecho a un ambiente sano como un derecho humano y aplicamos las consecuencias 
de considerarlo como tal, aspecto que desarrollaremos en el siguiente apartado. 
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 Además es de recordar que en Francia las acciones populares están diseñadas para la defensa de los 
derechos de los consumidores por lo que para ejercerlas se necesita estar vinculado a alguna asociación de defensa de 
estos derechos. 
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3. 2. Hacia la consolidación de unos 
mínimos en la defensa del derecho al ambiente 
sano 
 
Como vimos en la primera parte de este escrito, las conceptualizaciones y 
discusiones sobre el derecho al ambiente sano son bastante variadas y amplias; se 
cuestionan prácticamente todos los aspectos sobre este derecho, es más se cuestiona 
su propio carácter de derecho en algunos casos. Ante todo lo anterior surge la pregunta 
¿de dónde partir para intentar fundamentar la protección de derecho al ambiente sano?, 
es precisamente a esta pregunta a la que intentaremos responder en este apartado. 
Para cumplir con este objetivo partiremos de tres elementos básicos, la consideración 
del derecho al ambiente sano como un derecho humano, la importancia y 
consecuencias del reconocimiento constitucional del derecho al ambiente sano y 
finalmente la garantía judicial de este derecho. Aspectos en los cuales se profundizara 
en las siguientes líneas. 
Ahora bien ¿Por qué partir del concepto de derechos humanos? La respuesta es 
relativamente sencilla, porque estos, al menos en la teoría, son el eje central sobre el 
cual se debe construir todo el aparataje de los Estados. Los derechos humanos son la 
justificación y la legitimación del quehacer público o político, o las conductas 
individuales o colectivas, pero a pesar de la importancia que en este papel pueden jugar 
no deben quedarse ahí. Los derechos humanos deben servir para llegar a soluciones 
de los problemas humanos, tanto los futuros como los presentes. Es por eso que 
resulta necesario enmarcar el derecho al ambiente sano como un derecho humano y 
desde allí y aplicando las consecuencias de tenerlo por tal, construir los puntos de 
partida sobre los cuales construir la protección del derecho al ambiente sano. 
En la misma línea anterior ¿por qué partir de la necesidad de su 
constitucionalización? La respuesta a esta pregunta se encuentra muy ligada a la 
anterior porque precisamente la incorporación de catálogos de derechos en las 
constituciones ha sido la forma en que los derechos humanos se han incorporado en 
los ordenamientos internos de los países, porque las constituciones son las bases de 
los distintos sistemas jurídicos y porque son el parámetro vinculante de control de las 
actuaciones u omisiones de los poderes estatales y de los particulares, papel al que 
llegaron después de una amplia decantación teórica y práctica que las llevo de ser 
proyectos políticos programáticos a textos vinculantes que constriñen e imponen límites 
al ejercicio del poder. Y precisamente por su carácter vinculante y estable es que se 
convierten en el escudo en el cual todas y todos podemos refugiarnos cuando los 
poderes no solo Estatales sino también económicos intenten desconocer los derechos. 
Finalmente ¿por qué acudir a los jueces para lograr la defensa del derecho al 
ambiente sano? Por una razón bastante sencilla porque para el efectivo respeto de los 
derechos no basta con su reconocimiento, es necesaria la existencia de un poder capaz 
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de hacerlos cumplir. ¿Por qué los jueces y no por ejemplo el ministro de ambiente?, 
porque en principio los jueces tiene una mayor independencia82 de los poderes 
económicos y políticos, lo cual no implica que estén a salvo de sus influencias.  
Igualmente debemos recordar que a lo largo de la historia de la consolidación de 
los derechos humanos los tribunales han jugado un papel central llenándolos de 
contenido y de aplicación práctica, especialmente cuanto los otros poderes fallan en 
garantizarlos83. 
En las próximas páginas profundizaremos sobre las anteriores razones 
mostrando como nos servirán de puntos de partida para responder a las múltiples 
cuestiones que se suscitan con relación al derecho a un ambiente sano y a su vez nos 
mostraran puntos de partida para futuras reflexiones que necesariamente nos deben 
conducir a la consolidación de mecanismo de defensa más efectivos de defensa del 
derecho a un ambiente sano, una necesidad, que como hemos explicado, no da espera. 
 
 




3.1.1 Del reconocimiento del derecho al ambiente sano entre los 
derechos humanos 
 
Este apartado se propone identificar como el derecho al ambiente sano es una 
nueva reivindicación social, según la cual las personas no pueden desarrollarse 
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 En efecto cierto sector concibe la independencia judicial como la libertad de los jueces para adelantar sus 
propios procedimientos y acceder, de este modo, a ciertas decisiones particulares sin tener en cuenta los deseos o las 
presiones de otros actores estatales al igual que de otros sectores de poder. Pero reconocen que esta libertad debe ser 
tanto estructural
82
 como cultural, esto es, los jueces deben disfrutar tanto de mecanismos de protección formal que 
puedan ser invocados contra amenazas a la independencia, como de mecanismos de protección que emerjan de los 
valores informales y de las tradiciones que se encuentran inmersas en la sociedad. (Schuck, 2005, 150) 
83
 En este sentido Ferejohn y Pascale Pasquino argumentan que la necesidad de asegurar que la elaboración 
ordinaria de las leyes estuviera reglamentada por valores fundamentales se sentía especialmente urgente en Italia y 
Alemania; los procesos ordinarios para la formulación de leyes en esos dos países habían fracasado totalmente en lo 
concerniente al respeto de los derechos humanos: Pero no solo la legislatura era objeto de sospechas como defensora 
de los derechos fundamentales, también lo eran los tribunales ordinarios, que habían hecho poco para controlar o 
limitar el impacto de la legislación autoritaria. El establecimiento de nuevas tribunales constitucionales –que tendrían 
el poder de echar atrás la legislación y ser independientes del judicial mismo- era parte de una respuesta a esta doble 
situación de desconfianza. (Ferejohn, 2008, 26) 
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plenamente en un ambiente contaminado o gravemente erosionado. Para lograr lo 
anterior en este acápite se resaltara, por un lado, el concepto de derechos humanos 
como un concepto histórico y en evolución permanente, en la medida que los derechos 
humanos recogen viejas y nuevas reivindicaciones de ideas de dignidad, y 
seguramente en los próximos años recogerán nuevas exigencias. Por otro lado, en este 
apartado intentaremos mostrar como el derecho a un ambiente sano se ha ido 
incorporando entre los derechos humanos, en dos niveles, el derecho internacional y el 
derecho nacional, si bien aún hoy este camino de incorporación y sobre todo 
construcción de garantías eficaces no se ha terminado de andar.  
Así señalemos brevemente que los derechos humanos son un concepto histórico 
que se ha venido llenando de contenido. Sin embargo la idea central que 
encontraremos en todos los momentos del desarrollo de los derechos humanos es la 
idea de dignidad humana y es sobre esta idea que se ha venido construyendo todo el 
discurso de los derechos humanos. Estos  suponen la respuesta del derecho a las 
necesidades básicas de los individuos y de las comunidades y son, en la cultura jurídica 
y política moderna, un instrumento de organización social que favorece el desarrollo 
moral de las personas84.  
Desde su origen y hasta nuestros días se ha producido un triple proceso en la 
evolución de los derechos humanos: la positivización85, la generalización86 y la 
internacionalización87 (Peces Barba, 1987, 30). 
Una vez enunciados los anteriores postulados debemos señalar, y de acuerdo a 
lo que hemos expuesto más arriba, que se debe partir del hecho de que los derechos 
humanos son el resultado de procesos sociales, económicos y políticos y que son 
precisamente estos fenómenos los que los llenan de contenido, y les dan significación, 
en ese orden de ideas puede señalarse lo afirmado por Ferrajoli (2004, 123) quien ha 
                                               
 
84
 Es en este sentido que algunos autores han definido los derechos humanos como facultades que el derecho 
atribuye a las personas y a los grupos sociales, expresión de sus necesidades en lo referente a la vida, la libertad, la 
igualdad, la participación política o social o cualquier otro aspecto fundamental que afecte el desarrollo integral de 
las personas en una comunidad de hombres libres, exigiendo el respeto o la actuación de los demás hombres, de los 
grupos sociales y del Estado, y con garantía de los poderes públicos para restablecer su ejercicio en caso de violación 
o para realizar la prestación debida (Peces Barba, 1987, 28). 
85
 Por el proceso de positivización se pasa de la teoría al derecho positivo, principalmente a través de las 
constituciones. Así por ejemplo con respecto a los derechos civiles y políticos del iusnaturalismo racionalista se pasa 
a la fuerza del derecho a través de los tribunales de justicia. Desde el siglo XIX el proceso de positivización se 
incrementara y hoy en la gran mayoría de países los derechos humanos han entrado a formar parte de las 
Constituciones y de las leyes que las desarrollan. (Peces Barba, 1987, 31). 
86
 A través de la generalización se introducirá en la fórmula de los derechos, por influencia del movimiento 
obrero junto a otros movimientos sociales, componentes igualitarios, como el sufragio universal, la prohibición de 
las discriminaciones, y derechos como los económicos sociales y culturales que pretenden mejorar la condición del 
trabajador, la sanidad, la educación o la cultura. (Peces Barba, 1987, 31). 
87
 Mediante el proceso de internacionalización se intentara, en el siglo XX, superar el ámbito del Estado 
nacional y llevar del derecho de los derechos humanos a nivel global y transnacional. La Declaración de la ONU 
(1950) los pactos posteriores (1966), la Declaración Americana, el Convenio Europeo y sus protocolos adicionales, 
el Pacto de San José de Costa Rica son, entre otros, ejemplos de desigual valor en esta evolución (Peces Barba, 1987, 
31). 
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afirmado que “los derechos fundamentales como todos los fenómenos normativos, no 
son otra cosa que significados socialmente compartidos. Como tales no caen del cielo 
ni se afirman en un día, sino que son el resultado de largos procesos a través de los 
cuales sus enunciados normativos se sedimentan en la conciencia colectiva y antes que 
nada en las de las víctimas de sus violaciones”. Así se puede decir que los derechos 
nacen en un contexto y que es este contexto el que los delimitara, aunque debemos 
reconocer que a medida que se presentan nuevos acontecimientos históricos también 
los derechos adquieren nuevos y variados significados, opinión con la cual se está 
plenamente de acuerdo y es uno de los puntos de partida de este escrito.  
En este orden de ideas el fundamento axiológico de los derechos reside ya no en 
una ontología ética o en una racionalidad abstracta (como lo fue en su momento el 
racionalismo iusnaturalista), sino que más bien dicho fundamento axiológico reside en 
los valores y las necesidades vitales que se han venido afirmando históricamente a 
través de las luchas y la revoluciones promovidas por varias generaciones de sujetos 
que han sido excluidos u oprimidos y que en el respectivo momento han reivindicado su 
tutela como condiciones de unos niveles mínimos de igualdad, democracia, integración 
y pacífica convivencia (Ferrajoli, 2001, 372). Ya autores como Bobbio han resaltado el 
carácter histórico de los derechos humanos al señalar que: 
Los derechos no nacen todos en un momento: Nacen cuando deben o pueden 
nacer. Nacen cuando el aumento del poder del hombre sobre el hombre, que 
acompaña inevitablemente al progreso técnico, es decir, el progreso de la capacidad 
del hombre de dominar la naturaleza y a los demás, crea nuevas amenazas a la 
libertad del individuo o bien descubre nuevos remedios a su indigencia: amenazas 
que se desactivan con la exigencia de límites al poder; remedios que se facilitan con 
la exigencia de intervenciones protectoras del mismo poder. (Bobbio, 1991, 18) 
Adicionalmente debe tenerse en cuenta que los derechos humanos son 
reivindicaciones de ideas de dignidad, que se originan en los distintos procesos 
sociales, así pues puede afirmarse que “los derechos humanos deben ser entendidos 
como procesos sociales, económicos políticos y culturales que por un lado configuran 
materialmente – a través de procesos de auto imposición de deberes y de construcción 
de un sistema de garantías amplio, político y democrático – ese acto ético y político 
maduro y radical de creación de un orden nuevo (Herrera Flores, 2005, 266). De tal 
forma que si bien los derechos humanos son el resultado de los distintos procesos 
sociales, también es cierto que tienen como base y como fundamento ideas de dignidad 
humana que luchan por ser reconocidas en un contexto dado, en orden a alcanzar un 
desarrollo pleno de la persona humana. 
 No en vano la Declaración y Programa de acción de Viena (1993) reconoce que 
“los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de la persona humana, 
y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe 
participar activamente en su realización”. Así pues podemos enunciar el siguiente 
postulado: los derechos humanos nacen en los distintos procesos históricos y ante 
nuevas demandas y reivindicaciones sociales, pero estas reivindicaciones sociales 
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obedecen a unas ideas de dignidad que se reivindican en las diferentes luchas por su 
reconocimiento.  
En este sentido debe entenderse que el derecho al ambiente sano surge como 
una nueva reivindicación social ante los cada vez más graves problemas ambientales 
que enfrenta la humanidad, entre los cuales podemos contar la contaminación 
creciente, la destrucción de ecosistemas, la disminución de la capa de ozono etc.  Es 
decir, los efectos de la crisis ambiental han generado nuevas exigencias y nuevos 
derechos, uno de los cuales es el derecho a un ambiente sano. 
Aunque se reconoce que antes de  1950 ya existían en algunos países normas 
“protectoras” del ambiente la fase del ascenso hasta el contemporáneo estado 
“protector del ambiente”, se inició en los años de 1970, cuando la interacción entre las 
ciencias ambientales, su difusión en la prensa y la comunicación de críticas por el 
movimiento social ambiental integro masivamente el componente verde a los canales 
políticos de los diferentes países alrededor del mundo. El tema no fue nada menos que 
la habilidad para el futuro de las culturas industrializadas, en vista de que se habían 
alcanzado y superado los límites del sistema natural por los modelos industriales de 
producción y consumo, en general por el metabolismo social de la energía fósil y en 
concreto por la contaminación del aire, el agua y el suelo, además por las montañas de 
basura, por la destrucción de paisajes, por la extinción de varias especies etc. 
(Marquardt, 2009a, 251). 
En estas circunstancias el derecho al ambiente sano comienza una rápida 
expansión tanto a nivel internacional como a nivel de las constituciones de muchos 
países como veremos más adelante. 
Sin embargo este ha sido un proceso bastante largo e inconcluso y aunque 
ninguno de los dos pactos internacionales de derechos humanos  (el Convenio 
internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales y el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos) incluya de manera expresa "un derecho” al entorno o 
"el derecho a un ambiente sano", " el término ha sido incorporado a un convenio de 
derechos humanos regional88, a varios acuerdos ambientales y en una variedad 
proyectos de principios e instrumentos de derecho internacional como pasaremos a ver 
a continuación. 
Incluso antes de la conferencia de las Naciones Unidas sobre Ambiente y 
Desarrollo declaraciones como la de la Haya de 1989 ya señalaban que el daño 
ambiental amenaza " el derecho de vivir en dignidad en un entorno global viable” (Lynch 
& Dimaggio, 1997). 
El Interés y apoyo para el reconocimiento de un derecho al ambiente ha 
continuado desarrollándose desde la conferencia de las Naciones Unidas Sobre 
Ambiente y Desarrollo. Un acontecimiento importante fue la publicación del Informe 
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 Concretamente en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en materia 
de derechos económicos, sociales y culturales, "Protocolo de San Salvador 
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Final 1994 de Derechos Humanos y Medio Ambiente, de la Comisión de Derechos 
Humanos Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, 
generalmente conocido como el "Informe Ksentini 1994." En ese documento se discuten 
los fundamentos jurídicos del derecho a un ambiente satisfactorio. Con anterioridad el 
primer instrumento legal para proponer un derecho a un ambiente sano es el proyecto 
de principios jurídicos del Grupo de Expertos de la Comisión Mundial sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo (WCED por sus siglas en ingles) en 1986. En este documento se 
establecía en el Principio 1 que: "todos los seres humanos tienen el derecho 
fundamental a un medio ambiente adecuado para su salud y bienestar. 
El derecho a un ambiente sano se incluye también en la propuesta del Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente de 1993 referente a una Ley Base de 
Protección Ambiental y la Promoción del Desarrollo Sostenible. Esta propuesta incluye 
como uno de sus "Principios de rectores"  el  ".... derecho de las generaciones 
presentes y futuras a disfrutar de un medio ambiente sano y la calidad de vida digna…". 
En la misma vía se pronuncia el Proyecto de Principios sobre Derechos Humanos y el 
Medio Ambiente (que se adjunta a los Estados en el informe  Ksentini de 1.994).  
Por otra parte el proyecto de Pacto de la Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo establece que 
"las Partes se comprometen a lograr progresivamente la plena realización del derecho 
de toda persona a un medio ambiente y un nivel de desarrollo adecuado para su salud, 
el bienestar y la dignidad”. El proyecto de la Unión internacional para la conservación de 
la naturaleza también establece que "[t] oda persona tiene el deber de proteger y 
preservar el medio ambiente...", reconociendo así que el "derecho al ambiente" implica 
tanto el derecho de toda persona a beneficiarse del ambiente, como una obligación de 
todos a gestionarlo de forma sostenible (Lynch & Dimaggio, 1997). 
Junto a los anteriores enunciados, en el nivel internacional, es posible encontrar 
distintas menciones sobre la estrecha relación entre los derechos humanos y el 
ambiente. De esta forma se destaca entre algunos autores la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, de 1948, la cual establece claramente que “toda persona tiene 
el derecho a un nivel adecuado de vida que le asegure, así como a su familia, la salud y 
el bienestar”. Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 
1966 establece directamente, el carácter del ambiente como un requisito indispensable 
para el adecuado desarrollo de la persona. 
La Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, de 
Estocolmo-1972, señala que es un derecho del hombre  gozar de las “condiciones de 
vida satisfactorias en un ambiente cuya calidad le permita  vivir con dignidad y 
bienestar”. Como contrapartida a este derecho, la misma Declaración reconoce el 
“deber solemne de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones 
presentes y futuras”. La Carta de Derechos Ambientales y Obligaciones de Individuos, 
Grupos y Organizaciones, adoptada en Ginebra en 1991, se expresa en la misma 
dirección, 
La Cumbre de Río de Janeiro, de 1992, consolidó esta evolución al señalar que 
todos los seres humanos tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía 
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con la naturaleza. Finalmente podemos destacar que en la Declaración de Vizcaya 
(Bilbao; Seminario Internacional sobre Derecho al Ambiente; 1999) se deja clara la 
condición de derecho humano que tiene el ambiente, indicándose que se relaciona con 
el respeto a la dignidad de todo ser humano; se ratifica el derecho a un ambiente sano y 
equilibrado y la responsabilidad pública y de organizaciones internacionales de 
protegerlo, velando por el uso racional de los bienes ambientales y el impulso de 
modelos de producción y uso que conduzcan a un desarrollo sustentable; se subraya la 
necesidad de transparencia de todos los procesos de toma de decisión en ámbitos 
públicos en temas ambientales (reconocimiento del derecho a la participación, al 
acceso a la información y el derecho a la información) (Chirino, 2002, 21)89.  
No obstante con la excepción del Protocolo de San Salvador, ninguno de los 
documentos antes mencionados, que incluyen de manera expresa un derecho al 
ambiente sano, son textos jurídicos exigibles en el sentido tradicional en tanto 
pertenecen al denominado soft law90, pero si sugieren la dirección en la que el derecho 
internacional se está desarrollando y podrían formar las bases para futuros acuerdos 
internacionales vinculantes. Así que son pertinentes para determinar la existencia de 
una normativa del  derecho al ambiente, si bien no del todo exigible. (Lynch & 
Dimaggio, 1997). 
Igualmente hay que reconocer que varios tribunales de derechos humanos han 
abordado la cuestión ambiental profiriendo importantes fallos plenamente exigibles. Así 
por ejemplo las decisiones y sentencias dictadas por la Comisión y la Corte 
Interamericanas de derechos humanos reflejan tres enfoques importantes: han 
reconocido que el deterioro del medio ambiente puede implicar violaciones de los 
derechos a la vida, la salud, la propiedad y la cultura; han subrayado la importancia de 
derechos tales como el de información, participación pública en la toma de decisiones 
(incluyendo el previo consentimiento informado de parte de los propietarios que 
pudieran verse afectados en forma negativa por proyectos de desarrollo), y el derecho 
de acceso a la justicia y recursos efectivos para garantizar la protección de otros 
derechos; por último, ambos organismos han insistido en que será necesario 
implementar y hacer cumplir las garantías constitucionales respecto del derecho a un 
medio ambiente seguro, sano y sin deterioro ecológico. (Shelton, 2010) 
                                               
 
89
 Posiciones similares se ilustran en Borrero Navia (1994), Kiss (1983, 124), Jorda Capitan (2001, 364-373)  
90
 Incluso puede afirmarse que la mayoría de instrumentos de derecho internacional que reconocen de 
manera expresa un derecho al ambiente sano pertenecen al denominado soft law. Durante los últimos 40 años, una 
nueva gama de compromisos internacionales ha desarrollado y ha sido confirmado por una serie de instrumentos que 
no pertenecen a las categorías tradicionales de "tratado" o "costumbre" o "principios generales". La situación jurídica 
de estos instrumentos, que se denominan a menudo "soft law", ha sido un tema importante de discusión entre los 
juristas.  Los instrumentos se incluyen dentro del soft law son declaraciones, códigos de conducta, directrices y otras 
promulgaciones de los órganos políticos del sistema de las Naciones Unidas, las directrices operativas de las 
instituciones multilaterales de desarrollo, y las resoluciones y otras declaraciones de las organizaciones no 
gubernamentales. A pesar de que no tienen carácter obligatorio son reconocidos como instrumentos que permiten un 
adecuado entendimiento de las normativas internacionales, y que dependiendo de las circunstancias, que puedan 
poseer peso normativo importante, (Lynch & Dimaggio, 1997) 
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Podemos pues señalar que en el ámbito internacional hay un amplio desarrollo 
del derecho al ambiente sano y de la estrecha relación entre protección del ambiente y 
derechos humanos91. 
En el nivel interno de cada país la expansión del derecho a un ambiente sano se 
ha visto reflejado en la creciente inclusión constitucional del derecho al ambiente sano 
(o alguno de sus similares, como derecho al ambiente adecuado), entre los países que 
reconocen este derecho se cuentan en el ámbito latinoamericano Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Salvador, Nicaragua, Paraguay, Honduras, 
Uruguay, México y Venezuela. En el ámbito Europeo podemos mencionar a Portugal, 
España, Francia, Yugoslavia, Bulgaria, Hungría y otros tantos (Amaya Navas, 2003, 
14).92 En efecto desde comienzos de la década de los años 70 se inicia el proceso para 
elevar a categoría legal la cuestión ambiental, y es en la década de los 80 y 90 cuando 
el ambiente es constitucionalizado.  
Siendo las cosas así, la historia nos muestra los derechos como frutos de luchas 
y tensiones sociales y al mismo tiempo como respuesta a problemas que se ubican 
históricamente y geográficamente, en este sentido hoy podemos afirmar que nos 
enfrentamos a una nueva forma de lucha social, en un contexto de carencia, en la que 
los seres humanos reaccionan contra la agresión al ambiente y por eso se reclama un 
derecho que pretende la protección del mismo como derecho humano. El derecho al 
ambiente adecuado o sano trata de proteger un bien colectivo que está en peligro y que 
se convierte en una nueva exigencia a la cual el derecho debe responder para 
coordinar la teoría con la realidad (Gutierrez Bedoya, 2006, 47). Siendo su 
reconocimiento tanto a nivel de las constituciones Estatales como en el derecho 
internacional una realidad. 
Asimismo la cuestión ambiental ha sido introducida de maneras diversas en las 
constituciones, siendo la consagración del derecho al ambiente sano una de sus 
vertientes, en tanto es posible identificar disposiciones constitucionales con distintos 
matices así por ejemplo la protección del ambiente se ha incluido como deber, como un 
fin del Estado y además como justificación de la limitación de otros derechos como el de 
propiedad, dado que se le asigna una función ecológica o ambiental; inclusive la 
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 Por su parte algunos autores han señalado que casi todos los textos sobre un derecho al ambiente califica 
el ambiente con adjetivos que describen un determinado tipo o calidad del entorno protegido señalando entonces que 
el término "derecho al ambiente" es impreciso. En tanto esta fluidez en la terminología hace difícil decir si hay un 
"derecho al ambiente", o existen varios derechos relacionados con el ambiente es decir, un derecho a un ambiente 
saludable y seguro, un derecho a un ambiente adecuado para la salud, el bienestar y la dignidad, o un derecho a un 
ambiente sano o un inclusive un derecho a un ambiente seguro, sano y ecológicamente racional. No obstante a pesar 
de las variaciones de estilo, cada una de las articulaciones contiene un núcleo identificable: este es que el derecho 
humano sobre el ambiente se refiere a que ofrezcan a cada persona el derecho a un ambiente que apoye su desarrollo 
físico y su bienestar espiritual (Lynch & Dimaggio, 1997). Por su parte en este escrito se considera que existen varios 
derechos ambientales (entre los cuales se encuentra el derecho al ambiente sano del cual también es posible derivar 
otros derechos) lo cuales se relacionan se condicionan y se complementan. 
92
 En el mismo orden de ideas puede verse Kiss (1983, 126-131) y Chirino (2002) aunque bien debe 
reconocerse que tal consagración tiene efectos distintos dependiendo del ordenamiento jurídico en el que nos 
encontremos. 
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protección ambiental se convierte en un límite para la libertad económica, el desarrollo, 
y en general el consumo de bienes ambientales y naturales. 
De lo anterior podemos concluir que el derecho al ambiente sano es un derecho 
humano de amplio reconocimiento tanto a nivel de las constituciones nacionales como a 
nivel del derecho internacional. En efecto no suele ser muy discutido que el derecho a 
un ambiente sano es un derecho humano inherente a la condición del ser humano e 
indispensable para alcanzar una vida humana en dignidad, en tanto ningún derecho 
podría ser realizado en un ambiente no vivible  o profundamente alterado (Borrero 
Navia, 1994, 24)93.  
De las afirmaciones precedentes podemos concluir válidamente que el derecho 
al ambiente sano es ampliamente concebido como un derecho humano, y en ese 
sentido está estrechamente ligado a la idea de dignidad humana la cual no podrá ser 
respetada y garantizada sin garantizar este derecho. En este sentido podemos ver el 
informe final de la relatora especial Fama Zohra Ksentini 1994 donde se afirma que las 
relaciones establecidas por la Declaración de Estocolmo entre el ambiente, el 
desarrollo, las condiciones de vida adecuadas, la dignidad, el bienestar y los derechos 
de la persona, incluido el derecho a la vida, implican el reconocimiento del derecho a un 
ambiente sano y de calidad, inextricablemente vinculado en sus dimensiones 
individuales y colectivas a las normas y principios fundamentales de los derechos 
humanos universalmente reconocidos, y que, como tal, tienen derecho a ser exigidos 
por los beneficiarios, es decir, los particulares (a título individual o colectivo), las 
colectividades, las asociaciones y demás integrantes de la sociedad civil, así como los 
pueblos. 
Así pues podemos concluir como se hace en el Informe final de la Relatora 
Especial, Sra. Fama Zohra Ksentini, que existe una aceptación universal del derecho al 
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 Justamente en la doctrina del derecho internacional se encuentra que su postura es la de entender que el 
derecho al ambiente puede reconocerse como derecho humano siempre que se acepte una de dos condiciones. O bien 
como un derecho económico social y cultural o bien como un derecho de tercera generación (Briceño Chavez, 2006, 
76).  Esta tercera generación de derechos siguiendo a Pérez Luño (1999) versarían sobre lo que él denomina 
“derechos de la sociedad tecnológica” y estarían basado en un concepto de solidaridad que incorpora dos 
dimensiones mutuamente condicionantes; la ético-política (compartir e identificarse con las inquietudes y 
necesidades ajenas) y la jurídica (compromiso de todos los poderes públicos para hacer efectiva la igualdad material 
y sustrato de los derechos y deberes entre todos los miembros de la colectividad). 
Ahora bien las perspectiva generacional no debe entenderse como la primacía de unos sobre otros, sino que 
nos permite tener una perspectiva histórica del surgimiento y reivindicación de los derechos humanos, además es de 
recordar que todos tienen como centro el respeto por la dignidad humana, en ese orden de ideas la adscripción de un 
derecho a una “generación” solo nos muestra como distintitas reivindicaciones e ideas de dignidad han venido 
incorporándose al derecho nacional e internacional a través del reconocimiento de nuevos derechos humanos. 
 El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 
mecanismo de protección judicial en el derecho comparado 
 
3.1.2 Integralidad e interdependencia de los derechos humanos 
 
Una vez se ha resaltado el carácter histórico de los derechos humanos, y de 
cómo el derecho al ambiente sano se ha incorporado entre los mismos, es necesario 
resaltar el carácter de indivisibles e interdependientes que tienen todos los derechos 
humanos. Aspecto que es señalado en la declaración y programa de acción de Viena 
de 1993; en este sentido se sostiene la tesis según la cual no existe jerarquía ni unos 
derechos más importantes que otros o que primen sobre otros.  
Por el contrario todos los derechos humanos se relacionan de manera tal que es 
imposible que se pueda alcanzar el ejercicio pleno de un derecho sin alcanzar el 
ejercicio pleno de los demás94. Entonces puede afirmarse que “la integralidad de los 
derechos humanos tiene que ver con que la promoción, el respeto y el disfrute de 
ciertos derechos humanos y libertades fundamentales no pueden justificar la 
denegación de otros derechos y libertades también fundamentales.” (Mesa Cuadros, 
2007, 47).  En tanto que dividir los derechos en categorías, sin atender a su 
complejidad, abre espacios para la vulneración de algunos de ellos y, además, 
empobrece el concepto de la persona. (Herreño Hernandez, 2008, 24)95 
En este sentido puede concluirse que los derechos humanos son integrales 
porque el respeto de la dignidad del ser humano solo se logra tanto con el respeto a sus 
libertades como con el disfrute de condiciones adecuadas de existencia 
socioeconómica, cultural y ambiental. No es posible aceptar que se priorice la lucha por 
algunos derechos humanos considerados como fundamentales y postergar el 
cumplimiento de otros derechos considerados como programáticos. Esta actitud no se 
correspondería con una visión acertada de la dignidad humana.  
Es necesaria una defensa de la integralidad, indivisibilidad e interdependencia 
entre los derechos humanos para que las personas e incluso colectividades puedan 
llevar a cabo los modos de vida que consideran valiosos para sí mismos, esto dentro 
del respeto a la diversidad social y cultural. El logro del objetivo anterior se ha visto 
debilitado por la evolución dual de los sistemas de protección de los derechos humanos 
(Canḉado Trindade, 1998, 517)96. 
Precisamente el principio de integralidad de los derechos humanos inicialmente 
reconocido en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, fue debilitado 
con la división convencional de los derechos humanos introducida en 1966 cuando la 
ONU aceptó, como documentos jurídicos para los Estados, los dos pactos 
internacionales, el de Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos Económicos, 
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 así pues ¿Cómo podría hablarse de igualdad o del derecho a elegir y ser elegido Sin unas condiciones 
mínimas de subsistencia material? 
95
 Similar postura esgrime Donnelly (1994) quien señala que los derechos sociales y económicos se violan 
mediante los mecanismos políticos de la exclusión y dominio que controla una elite, o en colusión con ellos.  
96
 También puede observarse a Herreño Hernandez (2008)  
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Sociales y Culturales. Con tal división, surgieron simultáneamente dos sistemas de 
aplicación de los pactos, ambos con diversos grados de eficacia97.  
Sobre el desarrollo dual de los derechos humanos Canḉado Trindade (1998, 518) 
sostiene que las profundas divisiones ideológicas en el mundo durante los años 50 
condujeron a categorizaciones de los derechos humanos que ignoraban la perspectiva 
holística propugnada por la declaración Universal. Las consecuencias de la 
fragmentación o atomización del corpus juris de los derechos humanos no tardaron en 
manifestarse, y aun en nuestros días se presentan repercusiones patentes. 
Desafortunadamente, esta división ha marcado la etapa “legislativa” de la elaboración 
de algunos tratados de derechos humanos bajo los auspicios de Naciones Unidas 
durante los años 6098, lo que ha provocado un desarrollo dual y desigual de los 
derechos humanos. 
Es en este sentido que desde algunas posturas teóricas, hay quienes consideran 
contradictoria la distinción entre derechos humanos fundamentales y otros derechos 
humanos ya que podría implicar la existencia de una jerarquía entre diversos derechos 
humanos, en razón de su carácter fundamental o no, en el pensamiento moderno 
prevalece la idea de la indivisibilidad de los derechos humanos (Briceño Chavez, 2006, 
74). 
De esta forma los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) han 
quedado rezagados en la doctrina, en su aplicación judicial y en las medidas estatales 
para hacerlos efectivos. Quizá por ello, la comunidad internacional ha ratificado en 
varias oportunidades, como principio rector de los derechos humanos, el de la 
integralidad, Como podemos ver en la Declaración de Teherán: 1968; Declaración de 
Viena: 1993 y Declaración sobre derecho al desarrollo de 1986, Pacto de San Salvador 
de 1988, entre otros instrumentos de derechos internacional.  
Siguiendo este mismo orden de ideas y como un segundo punto de partida se 
tiene que los derechos humanos son integrales, interdependientes e indivisibles: quiere 
decir que son un conjunto que no se puede dividir y en el que todos los derechos tienen 
el mismo grado de importancia, por lo que no se pueden respetar unos e irrespetar 
otros. O sea, la violación a uno de los derechos humanos afecta el resto del conjunto. 
Esta característica es relevante porque las personas necesitamos gozar de todos 
nuestros derechos para desarrollarnos plenamente y vivir con dignidad. 
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 Por una parte, se adoptó el protocolo facultativo al Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en el que se 
incluyó la posibilidad de que el comité de este pacto recibiera, tramitara y decidiera comunicaciones individuales por 
violación de los derechos incluidos en él. A lo anterior se adicionó la obligatoriedad de remitir informes al comité 
(artículos 28-45) y el reconocimiento de que éste organismo pueda actuar en un contencioso interestatal por 
denuncias relativas a la violación del Pacto (artículos 41-42). Consiguiéndose con este un esquema de protección 
relativamente fuerte. 
Por otro lado, en el Pacto de los derechos económicos sociales y culturales sólo se incluyó un sistema de 
aplicación basado exclusivamente en la obligación de presentar informes al comité que lo vigila, que además se 
instituyó tardíamente, en mayo de 1985, por resolución 1985/17 del Consejo económico y social.   
98
 Igualmente puede verse a Herreño Hernandez (2008) 
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3.1.3 Derechos Humanos y Limitación del Poder 
 
Como otro elemento característico de los derechos humanos se debe señalar el 
papel emancipador y liberador que deben jugar los mismos, en orden a servir como 
límite y guía del ejercicio del poder. Así pues se convierten en una garantía que tiene el 
individuo (y según desarrollos actuales incluso colectivos humanos) frente al ejercicio 
arbitrario del poder.  
En el anterior sentido por ejemplo la doctrina señala que “históricamente, los 
derechos humanos se han desarrollado como una garantía del individuo -y de los 
grupos más vulnerables dentro de la sociedad- en contra de la opresión del Estado; es 
decir, como derechos del  individuo que tendrían preeminencia frente a los derechos del 
Estado, de la sociedad, o de otros grupos. En consecuencia, la función del Derecho de 
los derechos humanos no es proteger al individuo de otros individuos -tarea que 
corresponde al Derecho interno del Estado- sino protegerlo del ejercicio del poder por 
parte del propio Estado (Faúndez Ledesma, 2004, 6).”; pero bien cabe replantarse en el 
momento actual el papel de los derechos humanos no solo como limite al ejercicio del 
poder Estatal sino también frente a otros organismos que cada día adquieren más 
poder en el ámbito nacional e internacional99. 
Esto en tanto que habiendo logrado el comercialismo aventajar la autoridad 
tradicional de la religión, la política y la educación, las empresas se han convertido en 
centros de poder que muchas veces escapan al control democrático de la sociedad 
razón por la cual se han transformado en el principal objetivo de las protestas sociales. 
Así la resistencia social ha topado con la aspiración subyacente de enfrentar las 
corporaciones. Como dice Jaggi Singh, un militante anti corporativo de Montreal “Los 
Estados han caído, y las empresas se han convertido en las nuevas instituciones 
públicas”. (Klein, 2002, 320)  
Siguiendo estas ideas debe observarse lo expuesto por Ferrajoli (2004, 142), 
quien  ha señalado que “el principal efecto de la crisis del Estado en el plano 
internacional ha sido el de la producción de un vacío de derecho público. Esto es, la 
ausencia de reglas, de límites y de vínculos que garanticen la paz y los derecho 
humanos frente a nuevos poderes transnacionales, públicos y privados que han 
depuesto a los viejos poderes estatales o que, en todo caso han conseguido liberarse 
de sus funciones de gobierno y control. 
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 Sobre este tópico puede verse el estudio realizado por la periodista Noami Klein (2002) sobre el poder 
que han adquirido los grandes empresas y como sus marcas han empezado a entrar en todos los aspecto de la vida 
diaria  
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En este sentido puede afirmarse que ante el desplazamiento de los centros de 
poder real desde las “instituciones públicas” hacia las privadas o “no políticas”, a su vez 
legitimados por discursos centrados en la manida distinción dicotómica entre “lo 
privado” y “lo público” (Mesa Cuadros, 2007, 93) es necesario replantear los 
mecanismos de exigibilidad de los derecho humanos para que también puedan hacerse 
valer ante estos “entes privados”  
Precisamente, en el último cuarto del siglo XX la protección de los derechos 
humanos ofrece una nueva dimensión en la medida que su garantía judicial debe 
hacerse ya no sólo frente a los poderes públicos sino también frente a terceros pues 
como ha subrayado Pedro de Vega: “Puesto que los derechos fundamentales son 
lesionados también, y en todas partes, por los múltiples poderes privados surgidos en el 
seno de la sociedad corporatista del presente, esos poderes privados tendrán que ser 
forzosamente tenidos en cuenta a la hora de construir una efectiva teoría jurídica de la 
libertad” (AAVV, 2006, 29).  
Ante tal realidad. se ha venido planteando que la lógica jurídica más elemental 
debe imponer, junto al reconocimiento de los Derechos humanos como Derechos 
públicos subjetivos, la admisión de la eficacia horizontal del recurso de amparo como 
garantía jurídica y mecanismo protector de los mismos (AAVV, 2006, 33) En este 
sentido es de recordar que también a todos los ciudadanos y a todos los poderes 
(económicos, mediáticos, etc.) que actúan en la sociedad les incumbe el mantenimiento 
del Estado social y democrático de Derecho (y hoy también ambiental), razón por la 
cual es necesario exigirles respeto hacia las libertades y los derechos de los demás, así 
como comportamientos consecuentes de tal respeto en el amplio marco de los cauces 
institucionales y constitucionales. En este sentido todos deberían poder contar con los 
instrumentos adecuados para defender sus derechos humanos tanto frente al Estado 
como frente a otros entes de poder. 
Incluso algunos autores han intentado fundamentar el concepto de “Estado 
Ambiental de Derecho”, como un nuevo modelo de Estado que superaría el “Estado 
Social de Derecho”. Este Estado ambiental de derecho que partiendo de las notas 
fundamentales de “Estado social de Derecho”, tendría por objetivo garantizar 
efectivamente las necesidades básicas de todos y cada uno de los sujetos de derecho. 
Además el modelo de un Estado ambiental de Derecho seria el portador de nuevos 
valores y estaría tendiente a buscar de nuevo el respeto de la igualdad sustancial, a 
través de la vía de una diversa realización de los deberes de solidaridad económica, no 
solo en un horizonte temporal al lado de las generaciones actuales sino con los 
integrantes de las generaciones futuras, y en su caso, teniendo en cuenta los intereses 
de la naturaleza, el ambiente o los ecosistemas o algunos de sus elementos o 
componentes (Mesa Cuadros, 2007, 345 y ss).  
Continuando con estas ideas se argumenta que el “Estado ambiental de 
derecho” es diferente y es mucho más que un Estado formal de incorporación de 
derechos y deberes ambientales. El Estado ambiental de derecho debe tomarse en 
serio los derechos e incorporar verdaderos límites a las prácticas económicas y políticas 
que no solo afectan a los seres humanos y a la sociedad, sino también a la naturaleza o 
al ambiente. Varios de esos límites deben pasar por mas y mayor descentralización, 
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mas “ser” y menos “tener”, más cuidado y responsabilidad y menos apropiación 
ilimitada, mas equidad intergeneracional y mayores previsiones para las futuras 
generaciones100.  
De tal forma podemos sostener que la protección de los derechos humanos 
constituyen la razón de ser del Estado social y democrático de Derecho (incluso seria la 
razón de ser del “Estado Ambiental de derecho”). En este sentido las certeras garantías 
jurídicas así como la efectiva realización material de las exigencias éticas y políticas, 
públicas y privadas de los derechos humanos constituyen la base para una progresiva 
igualdad y dignidad entre todos los seres humanos. El Estado social y democrático de 
Derecho no se restringe hoy, ni debe restringirse, a una concepción de él que 
únicamente se defina y se reconozca por la simple y sola protección de las libertades 
que derivan de la seguridad jurídica, con ser aquellas fundamentales pero no exclusivas 
ni excluyentes (Diaz, 2006, 15). Es así como podemos concluir que siendo los derechos 
humanos la razón de ser del Estado social y democrático de Derecho es su deber 
protegerlos todos sin distinción alguna y frente a todo poder que intente vulnerarlos. 
En este sentido es posible argumentar que los derechos humanos pueden ser 
entendidos también como criterios que permiten exigir del Estado protección frente a 
terceros, así por ejemplo se ha afirmado que los derechos humanos “son sobre todo y a 
la vez deberían servir (como han servido) como discurso y acción emancipadora y 
liberadora contra las diversas hegemonías impuestas por el capital, el neoliberalismo y 
el universalismo abstracto forjador de colonialismos e imperialismos” (Mesa Cuadros, 
2007, 39). 
Igualmente, debe recordarse que la historia de los derechos humanos es la 
historia de un conflicto, la de una lenta y costosa lucha por la liberación de las 
poderosas estructuras de dominación. Es decir ninguno de los derechos de los que hoy 
disfrutamos, en mayor o menor medida, según los casos, ha sido el resultado de una 
concesión graciosa o del simple juego del azar. Ninguno además, puede considerarse 
definitivamente consolidado, sino sometido a un perpetuo proceso en el que, 
desgraciadamente, no faltan ni faltaran retrocesos y recaídas. (Gutierrez Bedoya, 2006, 
13) De tal forma que podemos afirmar que los derechos humanos deben ser 
concebidos como límites al poder, ya sea el poder Estatal o los nuevos poderes 
privados101. 
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 Adicionalmente el Estado ambiental de derecho se caracterizaría por ser un sistema pluralista y de poder 
básico y autolimitado donde la mayoría de sus acciones serán descentralizadas teniendo en perspectiva que los 
problemas ambientales se han de afrontar en todos los niveles, y que todas las instituciones políticas deben 
corresponder a esos niveles integrándose en y más allá de ellos (Mesa Cuadros, 2007, 434).  
101
 Además podemos señalar que actualmente la legislación busca proteger el ambiente no solo por aspectos 
éticos o ambientales, sino también, y muy especialmente, como condición que asegura el logro de fines como la 
protección de la vida, la salud y la calidad de vida de los seres humanos, a pesar de que en los contextos nacional e 
internacional sigan teniendo un gran peso los factores económicos, comerciales y productivos (Mesa Cuadros, 2007, 
87). En este sentido, Jordano Fraga (1995, 147) considera que desde un punto de vista ambiental las razones de la 
protección deberían ser ambientales, pero desde un punto de vista pragmático depende en buena medida del interés 
económico o la rentabilidad de la protección. 
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En este orden de ideas, en el marco de la “Consulta Regional de América Latina 
y el Caribe” de 2009 a cargo de John Ruggie, Representante Especial del Secretario 
General de Naciones Unidas (RESG) para los Derechos Humanos, Empresas 
Trasnacionales y Otras Empresas; se presentó el documento “Proteger, Respetar y 
Remediar: un marco para las empresas y los Derechos Humanos”, elaborado por varias 
organizaciones sociales102, en el cual fueron propuestos los siguientes elementos 
para  la configuración de un marco que posibilite que las empresas respeten los 
derechos humanos: 
a. El deber de los Estados de proteger a las victimas frente a abusos contra los 
derechos humanos cometidos por terceros, en particular por las empresas. 
 
b. La obligación de las empresas de respetar los derechos humanos. 
 
c. La necesidad de proveer a las víctimas remedios efectivos frente a las 
violaciones a sus derechos humanos  
 
d. El derecho de las personas y comunidades afectadas por violaciones a sus 
derechos humanos por parte de las empresas, a resistir tales violaciones y la 
protección debida a las y los defensores de los derechos humanos que son 
amenazados, criminalizados y eventualmente asesinados al exigir a las 
empresas respeto por los derechos humanos. 
Hasta este punto hemos reseñado  algunos de los caracteres de los derechos 
humanos, los cuales nos permitirán dar respuesta a la problemática reseñada. En tanto 
nos permitirán evaluar la existencia de reconocimiento, la subordinación de ese 
reconocimiento a otros intereses y las posibilidades de reivindicarlo frente al Estado y 
frente a terceros. 
Siguiendo las ideas del párrafo anterior y para llevar a cabo una correcta 
evaluación de los ordenamientos en lo referente a la protección ambiental 
consideramos que debemos tener en cuenta las premisas referentes a los derechos 
humanos que hemos resaltado más arriba, en especial son relevantes tres aspectos: 
primero es necesario su reconocimiento expreso como una forma de reconocer esta 
nueva reivindicación social y porque como se ha sostenido desde diferentes grupos 
sociales, en el lenguaje jurídico y practico tiene gran relevancia la afirmación de poseer 
un derecho, en este sentido podemos ver la siguiente afirmación de Patricia Williams 
(2003, 55), "Para los históricamente marginados la concesión de derechos es un 
símbolo de todos los aspectos de su humanidad que le han sido negados: los derechos 
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 Entre las cuales se encuentran por ejemplo: Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ), el 
Movimiento dos Atingidos por Barragens, Justiça Global, ProDESC, el Observatorio Ciudadano Chile, Terra de 
Direitos, el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (Dejusticia), el Centro de Asesoría Laboral del Perú 
(CEDAL), el Centro de Políticas Públicas y Derechos Humanos (Perú EQUIDAD. 
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implican un respeto que lo ubica a uno en el rango referencial de "yo" y "otros", que lo 
eleva del status de cuerpo humano al de ser social103. 
Un segundo aspecto tiene que ver con la función de limitación del poder que 
cumplen los derechos humanos, en ese sentido debe evaluarse como este derecho 
puede limitar el accionar de los poderos públicos como privados; y finalmente una 
tercera premisa tiene que ver con la integralidad de los derechos humanos, en este 
aspecto debemos evaluar el tratamiento igualitario de todos los derechos en el sentido 
de no reconocer unos más importantes que otros. 
 Así un primer ítem a evaluar concierne al reconocimiento al derecho al ambiente 
sano como una nueva reivindicación social recogida en las cartas constitucionales, 
aspecto en el cual podemos analizar cómo algunos ordenamientos se han quedado 
rezagados al no recocer un derecho al ambiente sano entre los derechos 
constitucionales. Si bien puede darse el caso del reconocimiento legal, debemos 
reconocer que el reconocimiento constitucional implica una de las garantías más fuertes 
que puede ofrecer el ordenamiento jurídico. De tal forma que al no reconocerse 
constitucionalmente, por un lado se desconoce en el máximo nivel del ordenamiento 
uno de los considerados nuevos derechos, el cual como vimos goza de una amplia 
aceptación y por el otro se le niega la protección que dada la jerarquía normativa de la 
Constitución le correspondería frente a los postulados legales.  
En segundo lugar y como un parámetro para evaluar la protección del derecho al 
ambiente sano tiene que ver con el tratamiento que se le dé a este derecho con 
respecto a los demás derechos, pues como se mencionó más arriba todos los derechos 
son indivisibles e interdependientes, de tal forma que en los ordenamientos, y en su 
aplicación a las situaciones concretas, no puede considerarse este derecho como un 
derecho de inferior categoría a otros derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico 
y por las cartas constitucionales. 
Finalmente y orden a evaluar los ordenamiento jurídicos en lo referente a la 
protección ambiental es necesario analizar las posibilidades que tienen los ciudadanos 
para reivindicar su derecho a un ambiente sano, aspecto en el cual se enlaza la tercera 
característica que hemos resaltado de los derecho humanos, esto es su carácter de ser 
una limitación a los poderes estatales e incluso del poder de otros particulares, así para 
considerar este aspecto deben evaluarse las facilidades para el acceso a la defensa 
judicial del derecho al ambiente sano, reconociendo que tradicionalmente la defensa 
judicial de los derechos ha sido una de las principales garantías de los ciudadanos.  
En este aspecto deben compararse los dos modelos de protección del derecho al 
ambiente sano, el modelo monista en el sentido de que el derecho al ambiente sano se 
protege a través de la misma acción de los demás derechos constitucionales (mediante 
la acción de amparo o tutela), y el modelo dualista en el sentido de que se reconoce 
una acción para unos derechos constitucionales y otra para la protección del derecho al 
ambiente sano (usualmente mediante acciones populares), o en ultimas determinar si 
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 Sobre el tema también puede verse Rojas, Aguirre, & Carvajal (2007)  
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las posibilidades de acceso a la justicia y la reivindicación judicial de este derecho no 
depende de que se consagre la misma acción para todos los derechos o una especial 
para el derecho al ambiente sano sino de la reglamentación que estas acciones 
adquieran especialmente en lo relativo a la legitimidad por activa, legitimidad por pasiva 
y los poderes del juez para garantizar estos derechos. Además de establecer en cual 
modelo favorece más el acceso a la justicia para defender el derecho al ambiente sano 
y si estos mecanismos han resultado útiles para la defensa del ambiente 
De lo expuesto hasta este momento podemos extraer la siguiente conclusión el 
derecho al ambiente sano es un derecho humano, fruto de la reivindicaciones sociales 
surgidas ante la grave crisis ambiental, como derecho humano debe ser protegido y 
garantizado por los medios idóneos y en condiciones iguales a los demás derechos 
humanos, en orden a garantizar el respeto de la dignidad humana y además este 
derecho debe servir de freno y garantía de los sujetos de derecho para frenar el poder 
Estado y de otros sujetos de derecho que amenazan con destruir el  ambiente. No 
obstante antes de analizar estos aspectos con respecto al derecho ambiente sano, 
debemos aclarar algunos aspectos de la consagración del derecho al ambiente sano. 
En consecuencia debemos analizar ¿qué mecanismos son necesarios para que el 
derecho al ambiente sano, en particular, y los derechos humanos en general puedan 
cumplir con estas funciones en los ordenamientos jurídicos internos? 
En este tópico debemos observar la constitucionalizacion de derechos en las 
cartas constitucionales como el mecanismo más utilizado e idóneo para introducir los 
derechos humanos en el derecho interno de los Estados. 
 
 




3.2.1 La consagración del derecho al ambiente sano como 
reconocimiento de un nuevo valor guía en los ordenamientos jurídicos: la 
solidaridad. 
 
Entonces debemos analizar como el derecho al ambiente sano ha sido recogido 
en diversas constituciones y garantizado pero en especial la forma en la que el 
ciudadano puede hacer valer este derecho y si efectivamente se convierte en una 
garantía que el ciudadano pueda hacer valer. 
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Hoy puede hablarse de un derecho del ambiente tanto en la mayor parte de 
países del mundo, como en el plano internacional. Ciertamente, en ambos ordenes 
pueden encontrarse textos, incluso muy antiguos relativos a la protección de las aguas, 
de los bosques del aire, de la flora y la fauna salvajes, cuya finalidad no obstante, ha 
cambiado a los largo de los años, antes las normas con relación al ambiente tendían a 
proteger la salud pública o los intereses entre vecinos, e inclusive la protección 
ambiental solía fundarse en distintas motivaciones entre la cuales se encuentran 
motivos de carácter religioso, conservacionista, higiénico sanitario económico e incluso 
de seguridad nacional (Jordano Fraga, 1995, 16)104. Mientras que hoy se orientan 
principalmente a la preservación del ambiente en tanto que bien social, cuya protección 
es un interés público (Kiss, 1983, 107-110)105.  
Incluso puede decirse que hoy el derecho al ambiente sano se encuentra entre 
los llamados derechos ambientales que tienen en común que se corresponden con la 
necesidad de acceder, usar, proteger e intercambiar adecuadamente los bienes 
naturales y ambientales en beneficio de todos los humanos presentes y futuros (Mesa 
Cuadros, 2007, 62). 
Pero el reconocimiento de derechos como el derecho a un ambiente sano implica 
el reconocimiento de nuevos valores en los ordenamientos jurídicos. ¿Cuáles nuevos 
valores? la mayoría de la doctrina coincide en que la solidaridad es el fundamento del 
derecho a un ambiente sano.  
En este orden de ideas doctrinante como Pérez Luño (1991, 203) afirma que si la 
libertad fue el valor guía de los derechos humanos civiles y políticos, como la igualdad 
para los derechos humanos económicos, sociales y culturales, los derechos del nuevo 
momento (entre los cuales se encontraría el derecho a un ambiente sano) tienen como 
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 Por ejemplo el profesor Mesa Cuadros (2010a, 9-10) clasifica la historia del derecho ambiental 
colombiano en periodos según el interés predominante en la protección, así identifica 1) un periodo de 
ambientalismo precolombino (en el cual la las normas ambientales estuvieron asociadas a los primeros mitos 
indígenas que indicaban usar con cuidado, consumir muy poco, ayunar y considerar al ambiente o naturaleza como 
madre y maestra) 2) un periodo higienista donde el ambiente no se protegía por sí mismo sino porque interesaba en 
especial el cuidado de las personas evitando la contaminación de elementos de la naturaleza 3) un periodo 
patrimonialista orientado a autorizar la explotación de los “recursos naturales” bajo la idea de que estos debían ser 
usados indiscriminadamente 4) un periodo ecosistémico en el cual se formulan unos límites precisos a la apropiación 
y a la contaminación, se enuncian principios ambientales del carácter de la prevención y se difunde la necesidad de la 
incorporación de la dimensión ambiental 4) un periodo de la sostenibilidad que se caracteriza por establecer de una 
manera clara los derechos ambientales y finalmente 5) un periodo privatizador el cual se caracteriza por retomar los 
postulados liberales radicales.  
105
 En la misma dirección se ha sostenido que cuando el uso del término “medioambientalismo” pudo no 
haber aparecido con fuerza en nuestro vocabulario hasta la década de los años setenta, la idea de proteger la calidad 
del ambiente físico no es una invención del siglo XX. Los antiguos romanos, por ejemplo habían elaborado sistemas 
para el tratamiento y la eliminación de agua lluvia y aguas residuales. Los científicos del renacimiento llevaron a 
cabo numerosos experimentos relacionados con la calidad del agua. En el siglo XVIII, durante la época imperial en 
Brasil y bajo la dirección del emperador Don Pedro Segundo, el bosque original se replanto con ejemplares nativos. 
Don Pedro llevo a Brasil científicos europeos para que lo ayudaran en su empeño de erradicar las plantaciones de 
café que entonces llenaban las colinas en torno al Rio y que habían producido una grave erosión y la perdida de agua. 
Con igual propósito fueron creados los parque nacionales en los Estados Unidos y en Sudáfrica.” (Crawford, 2009) 
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principal valor de referencia la solidaridad, ya que estos nuevos derechos están unidos 
entre sí por la incidencia universal que poseen en la vida de todos los hombres y exigen 
para su efectiva realización la comunidad de esfuerzos y responsabilidad en una escala 
que puede llegar a ser planetaria. En tanto solo mediante un espíritu solidario de 
sinergia, es decir, de cooperación y sacrificio de los intereses egoístas es posible 
satisfacer plenamente las aspiraciones y necesidades globales comunes106.  . 
En una postura similar se pronuncia el profesor De Luca (1994), quien argumenta 
que una justificación del derecho al ambiente y la existencia de un deber correlativo, 
configurado como deber positivo, debe partir del principio básico de la solidaridad 
donde la vía para construir una fundamentación ética en esta clase de derechos, más 
que el propio interés individual o de la especie no puede ser otra que el recurso a una 
fundamentación no utilitaria ni individualista. Y es a ello a lo que se conoce como 
solidaridad, a la idea básica de pertenencia e interdependencia con el todo, pero 
teniendo en cuenta que si hablamos en el terreno ético o en el jurídico todo ello tiene 
sentido si puede traducirse a derechos y obligaciones que puedan ser garantizados. 
A la par el profesor De Luca (2005) cree que no es posible defender la validez de 
la solidaridad como principio jurídico – político, si la concepción de solidaridad no 
implica asumir los intereses del otro como propios, pero acepta la idea de Durkheim de 
vinculación entre individuo y comunidad que la subyace, en el sentido de pensar que la 
solidaridad es la esencia misma de la moralidad, porque conjugaría autonomía e 
integración, y de manera distinta, la solidaridad requiere asumir una perspectiva 
especial, que es propia de la acción colectiva, asumiendo como propios los intereses 
del grupo, es decir, de lo público, lo que es de todos, y esa titularidad común acarrea 
asimismo el deber de contribuir, de actuar positivamente para su eficaz garantía, en la 
medida en que se trata de una responsabilidad de todos y cada uno.   
Continuando con esta idea, De Lucas (2005) sostiene que la fundamentación de 
la existencia de un deber general de asistencia que compete a todos los ciudadanos y, 
por supuesto, al Estado, no se encuentra tanto en la idea de compensación por la 
deficiencias del funcionamiento del mercado, sino en el hecho de que hay individuos y 
grupos que realizan una contribución al bienestar de la comunidad política y, por tanto, 
esta tiene la obligación de compensar: El  fundamento pues, es la solidaridad justificada 
desde el reconocimiento de la posibilidad del altruismo que a su vez tiene como 
fundamento el deber que asiste a todos los que participan como miembros de una 
estructura, de un grupo, es decir, de un deber general de ayuda cuya base es el 
derecho de cada individuo a disfrutar de su status como miembro pleno de la 
comunidad protegida: la calidad de miembro de la comunidad que tiene como expresión 
paradigmática la noción de ciudadanía. 
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 De otra parte se precisa que la noción de solidaridad integraría dos dimensiones mutuamente 
condicionantes: la ético - política, entendida como una actitud que tiende a compartir e identificarse con la 
necesidades ajenas, y la jurídica, que supone el compromiso para hacer efectiva la igualdad material 
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También es importante destacar posturas como las de Rodríguez Palop (2000) 
quien afirma que la solidaridad hace parte de un código axiológico que se presenta 
como fuente de derechos, opuesto en ocasiones al valor absoluto de la libertad 
negativa, sobre todo cuando la solidaridad participa de esa doble dimensión sincrónica 
y diacrónica para hacer valer los intereses de aquellos que no pueden o no tienen como 
hacerlo, exigiendo nuevas y mayores responsabilidades, a la vez que el cumplimiento 
de deberes positivos generales y ciertas prácticas paternalistas por parte del Estado, 
las cuales estarían éticamente justificadas, en particular, referidas a las futuras 
generaciones. 
En congruencia con lo anterior Rodríguez Palop (2000) sostiene que defender la 
solidaridad como un principio jurídico – político que fundamenta nuevos derechos, así 
como propugnar los derechos de las generaciones futuras y la pertinencia de imponer 
deberes positivos generales a los ciudadanos y a los Estado en el ámbito internacional, 
conlleva tales cambios en la concepción del Estado, del individuo, de los valores, de la 
relevancia de la moral en el discurso jurídico, del Derecho, de los derechos y de los 
deberes que hemos heredado de la modernidad, que no resulta sorprendente su falta 
de acogida en el sistema jurídico (refiriéndose al sistema jurídico español). 
En este sentido podemos señalar que la incorporación de los llamados nuevos 
derechos, entre ellos el derecho a un ambiente sano, no solo debe tenerse como la 
incorporación de nuevas y especificas reivindicaciones de protección ambiental, sino 
también y muy especialmente el reconocer que junto a los valores tradicionales de 
libertad e igualdad aparecen nuevos valores que deben guiar el actuar del Estado y de 
los particulares y ser pautas de decisiones, como es el caso del valor de la solidaridad.  
Y precisamente al reconocer derechos como el derecho al ambiente sano se 
reconoce que es necesario cumplir con claros deberes de solidaridad (tanto sincrónica 
como diacrónica) y que al elevarse a nivel constitucional es puesta al mismo nivel de los 
valores de libertad e igualdad, valores con los que la solidaridad deberá ser sopesada al 
momento de tomar decisiones que afecten el rumbo de las sociedades. Ahora bien es 
claro que el reconocimiento de nuevos valores sobre los cuales construir la 
organización social implica el surgimiento de nuevos deberes y derechos, de los cuales 
el derecho al ambiente sano es solo un ejemplo. 
 
 
3.2.2 Jerarquía constitucional: una garantía necesaria en la 
protección del derecho al ambiente sano 
 
Es necesario resaltar que la protección ambiental en general y la consagración 
del derecho al ambiente sano como un derecho, en particular, puede hacerse en dos 
niveles o bien integrarse entre los principios y derechos constitucionales o hacerlo a 
nivel legal. 
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Por un lado es posible constatar que las constituciones que reconocen 
explícitamente un derecho al ambiente sano son cada vez más numerosas. (Amaya 
Navas, 2003) Puede decirse por tanto que hoy día cuando se trata de determinar los 
grandes principios que deben regir la vida de la comunidad estatal, en aquellos países 
que reconocen a nivel constitucional la protección ambiental, ya no se puede ignorar la 
necesidad de proteger el ambiente y, dado el caso de conferir a los ciudadanos los 
derechos correlativos (Kiss, 1983, 111). 
Tal reconocimiento a nivel constitucional crea una obligación al menos moral 
para el legislador el cual en lo sucesivo debe tomar medidas a fin de asegurar la 
realización del derecho al ambiente sano, así como no construir jurídicamente en contra 
de este derecho; igual afirmación puede hacerse con respecto a todos los poderes y 
autoridades estatales. La inscripción del derecho al ambiente sano en el nivel 
constitucional también permite asignar si no la prioridad al menos la igualdad a la 
protección del ambiente, en relación con otros intereses nacionales también 
reconocidos a nivel constitucional y principalmente frente a los económicos (Kiss, 1983, 
114) 
Pero en este punto debemos observar que otra forma de asegurar la protección 
ambiental es confiriendo a los ciudadanos derechos concretos mediante leyes 
sectoriales (Kiss, 1983), con todo su alcance queda limitado a los sectores 
correspondientes, dado que dichas medidas no establecen un derecho a un ambiente 
sano sino derechos ya sea al aire puro, al agua pura etc. Este último sería el caso de la 
Clean air Act Amendments  de 1970 (reformada en 1990) y la Federal Pollution 
Amendment de 1972 en los Estado Unidos. Las cuales autorizan a cualquiera a 
interponer acciones judiciales cuando se quebranten los mandatos que estas leyes 
imponen. Sin embargo como ya señalamos la principal crítica tiene que ver con el 
carácter sectorial que tendrían estas acciones por lo cual no servirían para proteger el 
ambiente de manera integral y global. 
No cabe lo mismo para aquella disposiciones que reconociendo el derecho al 
ambiente se encuentran insertas en leyes generales107, su amplitud es la misma que la 
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 En la actualidad existen una amplia gama de normas de protección al ambiente, e inclusive en algunas de 
ellas se encuentra el reconocimiento del derecho a un ambiente sano, entre estas normas de contenido ambiental 
podemos destacar en orden cronológico, el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente en Colombia (1974); la Ley Orgánica del Ambiente en Venezuela (1976); la Ley para la 
Prevención y Control de la Contaminación Ambiental en Ecuador (1976); la Ley núm. 6.938 que dispone sobre 
Política Nacional del Ambiente; sus fines y mecanismos de formulación y aplicación y establece otras providencias 
en Brasil (1981); la Ley para la Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente en Guatemala (1986); la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en México (1988), que estuvo precedida por otras dos 
leyes (la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental y la Ley Federal de Protección al 
Ambiente, de 1971 y 1982, respectivamente); el Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales en Perú 
(1990); la Ley General del Medio Ambiente en Bolivia (1992); la Ley General del Ambiente en Honduras (1993); la 
Ley núm. 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en Chile (1994); la Ley Orgánica del Ambiente en 
Costa Rica (1996); la Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales de Nicaragua (1996); la Ley núm. 
81 de 1987, Ley del Medio Ambiente, en Cuba (que estuvo precedida por la Ley núm. 33, sobre Protección del 
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de las disposiciones constitucionales. En este sentido no darían lugar a protecciones 
sectoriales sobre algunos bienes ambientales (como el agua, el aire etc.). En este orden 
de ideas bien podrían ser instrumentos que permitan la protección ambiental de manera 
integral y global. No obstante bien cabría preguntarse ¿cuál es su rango en la jerarquía 
legal?108, además dada la supremacía de la Constitución ¿qué pasaría en el evento que 
la protección ambiental chocara con intereses protegidos constitucionalmente? En este 
sentido es posible imaginarse el caso “hipotético” en que el derecho al ambiente sano 
reconocido a nivel legal chocara con el derecho a la libre empresa reconocido en el 
nivel constitucional ¿no primaría el derecho reconocido a nivel constitucional?, como 
vemos se nos plantea una cuestión de jerarquía normativa. 
Pero además podemos observar casos donde primero se alcanzó la protección 
del ambiente a nivel legal y solo años más tarde a nivel constitucional (por ejemplo 
Colombia o Venezuela) ante lo cual cabe preguntarse ¿Por qué no fue suficiente la 
protección legal? O ¿por qué a pesar de existir normativas de protección ambiental se 
hizo necesaria la constitucionalización de dicha protección ambiental? 
Con respecto a las disyuntiva entre protección constitucional o legal podemos 
decir que al menos teóricamente el derecho a un ambiente sano se encuentra mejor 
protegido cuando es constitucionalmente reconocido (Kiss, 1983, 116).  Esto en tanto 
las normas constitucionales que se ocupan del ambiente trazan pautas esenciales de 
obligada consideración por el legislador y, por tanto, guían el actuar del órgano 
legislativo. También, la normativa constitucional, dada su supremacía, determina el 
ámbito de actuación de la función judicial, estableciendo marcos para la actuación de 
los jueces. Por otra parte, su carácter de norma estable supone que la modificación o 
derogación de la Constitución está sometida a condiciones especiales, y su condición 
“rígida” determina que el proceder para tales cambios esté generalmente recogido en la 
propia Constitución. Esta estabilidad se trasmite a los presupuestos ambientales que 
contiene (Rey Santos, 2008, 387).   
Ya hace varias décadas Loewestein (1987, 149) nos recordaba la importancia de 
las constituciones como instrumentos de limitación del poder y de guía del actuar de los 
poderes Estatales con las siguientes palabras: 
Siendo la naturaleza humana como es no cabe esperar que el detentador o 
detentadores del poder sean capaces, por autolimitación voluntaria, de liberar a los 
destinatarios  del poder y a sí mismos del trágico abuso del poder. Instituciones 
para controlar el poder no nacen ni operan por si solas, sino que deberían ser 
creadas ordenadamente e incorporadas conscientemente en el proceso  del poder. 
                                                                                                                                                        
 
Medio Ambiente y el Uso Racional de los Recursos Naturales, de 1981); la Ley del Medio Ambiente de El Salvador 
(1998); la Ley General del Ambiente de Panamá (1998) (Brañes, 2001)  
Ya en el siglo XXI se producirán la Ley núm. 64-00, Ley General sobre Medio Ambiente y Recursos 
Naturales de la República Dominicana (2000) y la Ley núm. 17,283, Ley General de Protección Ambiental del 
Uruguay (2000) (Brañes, 2001).  
 
108
 Ejemplo de esto es Estados Unidos con la National Environmental Protection Act, que entró en vigor  en 
1970  Sobre el contenido de la NEPA ver Vernet & Jaria (2007)  
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Han pasado muchos siglos hasta que el hombre político ha aprendido que la 
sociedad justa, que le otorga y garantiza sus derechos (…) depende de la 
existencia de límites impuestos a los detentadores del poder en el ejercicio de su 
poder, independientemente de si la legitimación de su dominio tiene fundamentos 
facticos, religiosos o jurídicos. Con el tiempo se ha ido reconociendo que la mejor 
manera de alcanzar este objetivo será haciendo constar los frenos que la sociedad 
desea imponer a los detentadores del poder en forma de un sistema de reglas fijas -
la constitución- destinadas a limitar el ejercicio del poder político. La constitución se 
convirtió así en el dispositivo fundamental para el control del proceso del poder. 
Aunque también es necesario resaltar que en muchas ocasiones los postulados 
constitucionales requieren desarrollos legales posteriores, por cuanto muchas veces la 
generalidad propia de las constituciones no permite que una materia sea reglada de 
manera integral.  
Por lo cual podríamos señalar como una conclusión de este apartado que es 
necesario consagrar el derecho al ambiente sano en el nivel constitucional dadas las 
ventajas sistemáticas y de jerarquía que dicha consagración presenta. No obstante la 
consagración constitucional por sí sola no basta, por el contrario es necesario que se 
lleve a cabo un adecuado desarrollo legal. 
En este orden de ideas se puede afirmar que es necesaria la incorporación 
positiva y constitucional estatal o global de los derechos ambientales junto a las 
correspondientes responsabilidades, obligaciones y deberes que se imponen al 
ejercicio de los poderes públicos y privados, derechos ambientales que serán los 
derechos del tiempo, los derechos de las presentes y futuras generaciones, 
caracterizados por ser, sobre todo, derechos y garantías sustraídos a la lógica de la 
mercancía y el capital, y ante los cuales el mercado debe detenerse, y a los que 
corresponden los limites, las responsabilidades, los deberes y las obligaciones 
correlativos por parte del Estado y los particulares especialmente las empresas y las 
instituciones internacionales (Serrano Moreno J. L., 1993). 
Pero hay que señalar que la sola incorporación del derecho al ambiente sano en 
los textos constitucionales no basta para asegurar la protección del derecho al ambiente 
sano, en efecto serían necesarias una serie de condiciones para asegurar dicha 
protección. Para señalar solo algunas de estas condiciones podríamos indicar la 
necesidad de autoridades ambientales fuertes y comprometidas con la protección 
ambiental, mecanismos expeditos y rápidos de investigación y sanción de violaciones a 
la normativa ambiental, mas enfoque en la prevención de impactos dañinos al ambiente 
etc. No obstante nos enfocaremos en las posibilidades que tienen los ciudadanos de 
reivindicar su derecho al ambiente sano, en tanto, de nada sirve que se estipulen 
derechos a favor de los ciudadanos si estos no pueden hacerlos valer efectivamente. 
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3.2.3 La exigibilidad ciudadana del cumplimiento de los deberes 
ambientales 
 
Las tendencias que se pueden encontrar en los textos constitucionales son por 
una parte, establecer el deber del Estado para velar por la protección del ambiente, y 
por otra, independiente o sumada a la anterior premisa, se estatuye que se tiene 
derecho a vivir en un ambiente adecuado, con el deber de su conservación (Cifuentes 
López & Cifuentes López, 2000, 428).  
Entre las constituciones que consagran un deber del Estado de proteger el 
ambiente encontramos los casos de países como Alemania donde se establece que “El 
Estado protegerá, teniendo en cuenta su responsabilidad con las generaciones futuras, 
dentro del marco del orden constitucional, los fundamentos naturales de la vida a través 
de la legislación y, de acuerdo con la ley y el derecho, por medio de los poderes 
ejecutivo y judicial.”109, clausulas similares se encuentran en la Constitución de 
Grecia110, Uruguay111, o Polonia112. Ahora bien como algunos autores lo han señalado 
si se reconoce el deber del Estado de proteger el ambiente, implícitamente se reconoce 
el derecho de otro a que ese ambiente sea protegido (Kiss, 1983, 112-131). En efecto 
como reconoce Greg Maggio y Owen J. Lynch los derechos van siempre asociados a 
deberes u obligaciones, estos autores describen esta asociación de la siguiente 
manera: 
“Rights are always associated with a duty or obligation. If a person has a 
right, he/she has an interest that is sufficient grounds for holding another subject to 
a duty. Rights also suppose a correlative obligation on the part of some person or 
other legal entity. It is a basic legal maxim that each right is accompanied by a 
corresponding duty, although typically the right and the duty are held by different 
persons or entities.” (Lynch & Dimaggio, 1997)113 
                                               
 
109
 Ley fundamental de la república federal de Alemania del 23 de mayo de 1949 (Boletín Oficial Federal 1, 
pág. 1) (bgbl III 100-1)enmendada por la Ley de 26 de noviembre de 2001 (Boletín Oficial Federal 1, página 3219) 
110
 “Constituye obligación del Estado la protección del  ambiente natural y cultural. El Estado estará 
obligado a adoptar medidas especiales, preventivas o represivas, con vistas a la conservación de aquél.” Artículo 24 
de Constitución de Grecia 
111
 Constitución de la República Oriental del Uruguay Artículo 47. La protección del medio ambiente es de 
interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o 
contaminación graves al medio ambiente. La Ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los 
transgresores. 
112
 Constitución de Polonia  Articulo 5 la republica de Polonia debe salvaguardar la independencia e 
integridad de su territorio y asegurar las libertades y derechos de las personas y ciudadanos, la seguridad de los 
ciudadanos, (…) asegurara la protección del ambiente natural basándose en los principios de desarrollo sustentable. 
113
 la traducción del párrafo reseñado es “Los derechos son siempre asociados a un deber u obligación. Si 
una persona tiene derecho, él  o ella tiene un interés que es motivo suficiente para obligar a otro sujeto a cumplir un 
deber. Derechos también supone una obligación correlativa por parte de alguna persona o entidad jurídica. Es una 
máxima jurídica básica que cada derecho va acompañado de un correspondiente deber, aunque normalmente el 
derecho y el deber son ostentados por distintas personas o entidades” 
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Sin embargo, el valor práctico de esta afirmación solo podrá mediarse en función 
de la realización del derecho al ambiente sano y principalmente planteándonos la 
cuestión de si los individuos o grupos humanos pueden exigir como un derecho el que 
el Estado cumpla su deber en este campo. 
Con respecto a las constituciones que explícitamente reconocen el derecho a un 
ambiente sano debemos tener en cuenta que  las técnicas mediante las cuales las 
diferentes constituciones reconocen este derecho son en realidad bien distintas. 
Algunas constituciones enuncian directamente el principio de que todos tienen derecho 
a disfrutar de un ambiente “conveniente” “sano y ecológicamente equilibrado” o “no 
contaminado”, junto a estas afirmaciones encontramos otras que subordinan el derecho 
al ambiente sano a la protección de la salud o por lo menos que vinculan la salud al 
ambiente (Kiss, 1983, 112-131), como es el caso de la Constitución de honduras donde 
claramente el artículo 145 de la Constitución este país señala que “Se reconoce el 
derecho a la protección de la salud. El deber de todos participar en la promoción y 
preservación de la salud personal y de la comunidad. El Estado conservará el medio 
ambiente adecuado para proteger la salud de las personas”. 
Ahora bien, como ya hemos reseñado al reconocerse deberes del Estado con 
respecto a la protección ambiental, implícitamente se reconoce un derecho al ambiente 
sano; no obstante como también hemos señalado más arriba sin importar si el 
reconocimiento es explícito o implícito (vía consagración de deberes de protección 
ambiental), la pregunta más importante es si en verdad el ciudadano cuenta con los 
mecanismos adecuados para exigir ya sea el respeto del derecho a un ambiente sano o 
para exigir el cumplimiento de los deberes ambientales, en ese orden de ideas debe 
analizarse si se consagran o no acciones en cabeza de los ciudadanos para la defensa 
del ambiente. Igualmente debe señalarse que para la adecuada protección ambiental 
no basta solo con la consagración de un derecho al ambiente sano de manera general 
sino que además es necesario que se establezcan claras obligaciones ambientales en 
cabeza del Estado y de los particulares. 
Así pues como conclusión del anterior apartado podemos decir que existen al 
menos dos formas de introducir la protección ambiental en el nivel constitucional ya sea 
como un deber de Estado o con la consagración de un derecho o inclusive combinando 
ambas. Sin embargo sin importar cuál de los dos (o tres si consideramos la 
combinación como una tercera vía) la verdadera pregunta debe ser por las 
posibilidades reales de exigir el cumplimiento de las obligaciones Estatales de 
protección o de la garantía del derecho a un ambiente sano según el caso. SI bien 
debemos reconocer que los mecanismos e instrumentos para la garantía del derecho a 
un ambiente sano son diversos así por ejemplo podrían clasificarse en herramientas de 
carácter jurisdiccional o judicial, administrativo y de participación política (Lourdy, 2001, 
209 y ss).  
O podemos seguir la clasificación de Martin Mateo (1992,. 117-135) quien las 
clasifica en medidas preventivas (autorización, establecimiento de estándares, 
regulación de las características de las materias primas, homologaciones, imposición de 
niveles tecnológicos, evaluación de impacto ambiental); medidas represivas (sanciones 
administrativas, multas, suspensión de actividades clausura de establecimientos y 
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penales); medidas disuasorias (arbitrios no fiscales, tasas, restricciones a la importación 
de bienes obtenidos en circunstancias que se estima conveniente rectificar) medidas 
compensatorias, de tipo preventivo (tasas de vertido, y tributos y recargos fiscales de 
carácter finalista destinados a financiar instalaciones que eliminen o atenúen la 
contaminación) o de naturaleza reparadora (tasas destinadas a la compensación); 
medidas estimuladoras (tratamientos fiscales favorables a empresas que no 
contaminen) instrumentos económicos (tasas e impuestos ambientales, permisos 
negociables) y técnicas complementarias (educación y formación).  
Como vemos son múltiples los instrumentos de protección del derecho al 
ambiente sano. Siendo así las cosas también son múltiples las maneras como un 
ciudadano podría ejercer control social114 en la gestión pública en general, y en la 
gestión de los bienes ambientales en particular, piense por ejemplo en consultas 
previas con los ciudadanos, la constitución de veedurías ciudadanas, la posibilidad de 
interponer acciones judiciales etc. 
Pero entonces cabe preguntarse cuáles son los objetivos del control social y 
porque resulta relevante incentivarlo. En este orden de ideas los principales objetivos 
del control social son la democratización de la administración pública, el cumplimiento 
de los principios constitucionales que rigen la función pública, la lucha contra la 
corrupción, la promoción del interés de la ciudadanía por los asuntos públicos, la 
construcción de redes sociales, abrir los espacios de participación para la construcción 
social de las políticas públicas y el aumento de los niveles de confianza y solidaridad 
social (Veeduria Distrital, 2008, 89). 
Ahora bien entendiendo que la posibilidad de recurrir a los tribunales es un forma 
de defensa del derecho al ambiente sano y una forma de control social, de varios 
existentes y en el cual nos centraremos por ser el interés principal de este trabajo, se 
debe distinguir entre las constituciones que reconocen una acción judicial para proteger 
el derecho al ambiente sano y aquellas que a pesar de reconocerlo en principio no 
consagran ninguna acción judicial para su protección. En tanto como señalan algunos 
autores se ha comprendido que no basta con inscribir en las constituciones escritas una 
serie de estructuras de derechos y libertades. Se ha perdido la ilusión romántica de que 
recordando cuáles eran los derechos del hombre se iba a lograr, sin más,  regular 
ordenamiento de la convivencia política. 
Así pues podemos concluir que la incorporación constitucional del derecho al 
ambiente sano es un mecanismo necesario, para incorporar nuevos valores a los 
ordenamientos sociales y para asegurar una adecuada protección del ambiente, no 
obstante ser un mecanismo necesario no es un mecanismo único ni excluyente, por lo 
cual además es necesario crear mecanismos de exigibilidad por parte de los 
                                               
 
114
 El control social se entiende como una modalidad de participación ciudadana que permite a las personas 
individualmente consideradas y a las organizaciones de la sociedad civil influir en los asuntos de Estado, con el 
propósito de incrementar la responsabilidad y la integridad en el manejo de la gestión pública y de sustraerlo de la 
apropiación privada. Sus contenidos hacen referencia, básicamente, a actividades ciudadanas de vigilancia, 
seguimiento, evaluación, crítica y sanción. (Veeduria Distrital, 2005, 33) 
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ciudadanos, mecanismos dentro de los cuales la acción judicial es solo una opción. 
Pero esto nos lleva a realizarnos una pregunta ¿Qué beneficios podría traer la 
reivindicación judicial del derecho a un ambiente sano? ¿Por qué permitir la 
reivindicación judicial de este derecho? Son preguntas a las que intentaremos 
responder en el siguiente apartado. 
 
 
3.3 Reivindicación judicial: un mecanismo de protección 
ambiental. 
 
Hoy se sabe que el escarnio a la libertad y a los derechos, provenga del Estado o 
de los particulares, no se detiene ante la fachada escrita de una declaración 
constitucional de derechos y se tiene la convicción de que para la seguridad de los 
hombres han de arbitrarse medios efectivos para preservar su vigencia (Garros 
Martinez, 2008, 218). Al mismo tiempo hoy estamos de acuerdo en que en un modelo 
de Estado adecuado todos los derechos (y no solo los civiles y políticos); que se 
imponen al Estado y al capital en el ámbito local, regional, nacional continental o global, 
que posibilitan y limitan sus intervenciones equivalen a vinculo de sustancia y no de 
forma, y a la vez, condicionan la validez de las normas producidas y expresan, al mismo 
tiempo, los fines a que está orientado (Ferrajoli, 2002)  
Por tanto es necesario construir los instrumentos que permitan hacer cumplir 
estos postulados. Además porque es posible que la posibilidad de accionar en defensa 
del ambiente quizás sea uno de los elementos que contribuya a solución del problema 
de la baja aplicación de las leyes ambientales115 (Vasquez, 2008,  33).  
Esta preocupación sobre la efectividad de las normas es particularmente válida 
para el caso de los derechos humanos porque, como ha dicho Norberto Bobbio, el 
problema de estos derechos ya no consiste en su reconocimiento, sino en la posibilidad 
de hacerlos efectivos (Brañes, 2001, 56) y en este sentido dejar atrás las denominadas 
constituciones semánticas, de acuerdo con la clasificación clásica de Loewenstein 
(1987, 217-222), es decir, constituciones que no gozaban de una aplicación jurídica 
real. Lo cual permitía reconocer derechos sin que quedara claro cual era su contenido 
jurídico, ya que se trataba de documentos de carácter meramente declarativo, 
destinados a presentar el proyecto ideológico del sistema político vigente, pero sin dar 
oportunidad a los ciudadanos de exigir su realización (Vernet & Jaria, 2007, 526).  
 
                                               
 
115
 De la misma forma es de recordar que precisamente ante la ineficacia de las normas ambientales los 
gobiernos reunidos en Río de Janeiro en 1992 no solo manifestaron en reiteradas oportunidades su preocupación por 
la “efectividad” del derecho ambiental y, de manera más específica aún, por el acceso a los respectivos 
procedimientos judiciales y administrativos.  
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Entonces podemos decir que no basta con recoger en el derecho positivo los 
derechos humanos si no van acompañados de formas de protección en caso de 
violación o para exigir las prestaciones debidas que derivan de los mismos. Así, junto a 
las garantías genéricas que se desprenden de la propia organización democrática del 
poder en un sistema parlamentario-representativo, las garantías centrales son las que 
producen protección judicial en sus distintas vertientes, por los tribunales ordinarios y 
por los tribunales constitucionales. (Peces Barba, 1987, 31) 
 
No es vano es de recordar que no siempre los derechos consagrados han sido 
debidamente protegidos o concretados, razón por la cual se suele insistir con bastante 
frecuencia en el desarrollo de garantías de los derechos más allá de su incorporación 
formal en normas positivas. Por cuanto las garantías son las técnicas previstas por el 
ordenamiento para reducir la distancia estructural entre normatividad y efectividad, en 
consecuencia, para posibilitar la máxima eficacia de los derechos humanos en 
coherencia con su estipulación constitucional (Ferrajoli, 1999, 25). 
Ahora bien tenemos que ver que la ineficacia de la legislación ambiental tiene 
que ver no solo con las deficiencias que presenta su aplicación judicial116, por razones 
que muchas veces están vinculadas a la ineficiencia de la propia legislación ambiental, 
en tanto ésta no tiene previstos mecanismos apropiados para su aplicación por los 
órganos jurisdiccionales. Sino que por el contrario el problema es más complejo aún y 
tiene que ver con muchos otros factores, que van desde las insuficiencias generales 
que presenta la administración de justicia – que se expresan en una escasa capacidad 
de respuesta a las necesidades de los justiciables –, hasta insuficiencias específicas de 
la misma administración en materia de administración de justicia ambiental, que incluye 
entre otros factores la inexistencia de operadores jurídicos calificados en este campo 
(jueces y abogados) (Brañes, 2001, 23)117.  
 
Por otro lado incluso algunos autores llegan a afirmar que la causa principal de la 
ineficacia del “derecho ambiental” está en su contradicción con unas normas más 
poderosas (el “derecho económico”), que organizan y protegen las diferentes 
actividades destructoras del ambiente (Mesa Cuadros, 2007, 112). En efecto autores 
como Higgins han percibido un potencial conflicto entre el derecho al desarrollo y el 
derecho a un ambiente. Ella observa que "frecuentemente hay un costo ambiental que 
pagar por el desarrollo…". Igualmente se identifican potenciales choques entre las 
                                               
 
116
 Aún más se debe tener en cuenta que los problemas del  acceso a la justicia en general presentan muchas 
vertientes que han sido materia de atención por quiénes se ocupan de este tema. Entre ellas figuran el costo y el 
tiempo del litigio,  el poder de los litigantes y sus diferentes capacidades económicas y técnicas para reclamar 
justicia, así como la capacidad de organización de los propios litigantes. Estos factores, que por lo general están 
interrelacionados, son en la práctica judicial verdaderas barreras u obstáculos al acceso a la justicia (Brañes, 2001, 
25) 
117
 En este sentido algunos autores han señalado que necesitamos nuevos jueces, sensibles a la cuestión 
ambiental y conocedores de los problemas ambientales del país, jueces capaces de iniciar diálogos interdisciplinarios 
para tomar decisiones, jueces actuantes y defensores del ambiente que interpreten, en sus sentencias, los principios 
internacionales y constitucionales basados en la nueva visión de desarrollo humano. (Londoño Toro B. , 1996) 
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invocaciones ciudadanas de un derecho al ambiente sano y los argumentos del Estado 
por un derecho al desarrollo económico118.  (Lynch & Dimaggio, 1997).  
 
Al respecto debemos señalar que si bien es imposible no generar algún tipo de 
impacto en el ambiente, esto no significa que los impactos en el ambiente no deban 
tener algún límite o algún estándar al cual ceñirse. Es en este sentido que algunos 
autores han intentado fundamentar el concepto de imperativo ambiental, como una 
forma de complementar el imperativo categórico kantiano, que recibiría formulaciones 
como: “una actividad de acceso, producción, intercambio o consumo, es decir, una 
determinada huella ambiental estará permitida y será moralmente aceptable si y solo si, 
en el caso de ser universalizable o practicada por todos, no sobrepasa los límites 
ambientales, los cuales son en primer lugar, límites físicos concretos de la única 
biosfera con la que contamos119. (Mesa Cuadros, 2007, 249)120  
 
Pero lo anterior no debe desviarnos del hecho de que las personas deben poder 
participar en los proyectos de seguimiento y en la vigilancia permanente de las 
situaciones ambientales. Para evitar los daños o para prestar socorro cuando el daño 
ya se ha causado, las personas deben tener asimismo derecho a recurrir a los 
tribunales y a otros foros a fin de pedir una protección eficaz contra las violaciones, 
inclusive las ocurridas por no haberse permitido la participación efectiva (Brañes, 2001, 
60).  
No en vano un medio particularmente eficaz de evitar la participación 
constructiva del público en los problemas ambientales ha sido no reconocerle 
facultades para intervenir en el proceso de evaluación del impacto ambiental o en una 
acción judicial, en primer lugar porque se le niega la capacidad de evitar el daño y, en 
segundo lugar, porque se le niega la posibilidad de obtener reparación, indemnización u 
otros remedios. De esta forma es necesario señalar que algunas formas de negar la 
posibilidad de reivindicar el derecho al ambiente sano es negar la posibilidad de 
accionar a grupos o particulares por no considerarlos suficientemente afectados o 
perjudicados por las actividades que se están realizando o que se tiene el propósito de 
                                               
 
118
 Inclusive, los choques algunas veces ocurren cuando algunos Estados nación, por lo general bajo el 
pretexto del desarrollo nacional, permiten tala de bosques, la actividad minera y de infraestructura no sostenibles, y 
además fallan al garantizar los derechos políticos y civiles de las comunidades locales marginadas por estas 
actividades 
119
 Otras formulaciones podrían ser  “obra de tal modo que los efectos de tu acción sean compatibles con la 
permanencia de una vida humana autentica en la Tierra” o negativamente, “obra de tal modo que los efectos de tu 
acción no sean destructivos para la futura posibilidad de esa vida” o “no pongas en peligro las condiciones de la 
continuidad indefinida de la humanidad en la Tierra”.  
120
 Como vemos el concepto de imperativo ambiental apela a la conexión de los efectos últimos de la acción 
humana y las posibilidades de continuidad de esa misma actividad humana en el futuro; es decir la responsabilidad 
fundamental reside en crear la posibilidad de tener responsabilidad (Jonas, 1995, 40).En este orden de ideas 
siguiendo a Riechmann (2000, 51) una actividad humana no puede considerarse aceptable si su práctica generalizada 
es incompatible con la preservación de una biosfera habitable. Sin embargo aún son escasas las aplicaciones 
judiciales de conceptos como estos, lo cual no obsta para puedan convertirse en criterios aplicables por los jueces al 
decidir conflictos ambientales, junto a los principios ambientales que ya se han consolidado. 
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realizar. Adicionalmente es frecuente encontrar casos donde las personas y los grupos 
de un país pueden no tener derecho de participación en otro país donde se produce el 
problema ambiental que los afecta (Kesentini, 1994, 22). 
En este orden de ideas consideramos que la posibilidad de acudir a los tribunales 
en defensa del derecho a un ambiente sano es una de las prerrogativas más 
importantes que se puede entregar a los ciudadanos. Pero además es un facultad 
necesaria en tanto por un lado un monopolio por parte del ejecutivo se mostraría 
incompatible con el modelo de Estado democrático de derecho, y por cuanto  la 
posibilidad de accionar judicialmente en defensa del derecho al ambiente sano no solo 
podría constituir una forma de control a los actos del Estado y de los particulares, sino 
también impulsaría la participación comunitaria, la cual se constituye como fundamento 
indispensable para la adopción de las responsabilidades y valores ambientales, la 
cogestión y el control social en la evaluación de la gestión ambiental (Mogollon Veles, 
1996, 13). Igualmente la posibilidad de accionar en defensa del ambiente permite el 
desenvolvimiento de procesos de adecuación del ordenamiento jurídico a exigencias 
del entorno social121 (Serrano Moreno J. , 1992, 121)   
Por otra parte el reconocimiento constitucional de algún tipo de derecho en 
relación con la protección del ambiente, y de la posibilidad de exigirlo, puede ser 
utilizado por los tribunales como canon para el control de la actividad de los poderes 
públicos, en base a la supremacía de la Constitución122 (Vernet & Jaria, 2007, 531). Y 
en ese sentido puede servir para que se impongan limites a los impactos causados por 
el hombre en el ambiente. 
Así pues podemos afirmar que para valorar las declaraciones de derechos 
constitucionales es necesario considerar las formas de tutela, los instrumentos y las 
instituciones que consienten un ejercicio efectivo de estos (Rolla, 2008, 546). De 
especial importancia es la capacidad de acudir a los tribunales la cual es una de las 
tradiciones y más fuertes garantías de los derechos. 
Además debemos resaltar que la posibilidad de discusión judicial de los asuntos 
ambientales viene creciendo, en una proporción geométrica, en los últimos años: Hace 
algún tiempo era difícil conocer un asunto de esta naturaleza. Hoy, por el contrario, 
existen múltiples vías judiciales que se ocupan del tema, forjando claras posturas 
jurisprudenciales (Zeledon, 2000, 155). 
                                               
 
121
 Por tanto el permitir accionar a los individuos en defensa del ambiente permitiría que el derecho se 
adecuara a las nuevas exigencias y se adiciona que, de una u otra manera, atribuir un derecho a accionar 
jurisdiccionalmente la tutela del ambiente comporta la posibilidad de que el sujeto introduzca limitadamente nuevas 
normas, en la medida en que la decisión judicial adecuara una norma general a una expectativa del entorno en forma 
de norma individual (Serrano Moreno J. , 1992, 120) 
122
 Razón por la cual el concepto de Constitución como norma suprema presupone, por tanto, una 
determinada estructura del ordenamiento y, en ese concreto sentido, es un concepto histórico, no todo ordenamiento 
tiene una Constitución. En efecto no hay Constitución cuando la creación y aplicación de derecho están unidas. 
Tampoco la hay si la creación de derecho no está sometida a su vez a normas alguna. (Otto, 1999, 41-45) 
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Lo anterior nos muestra como ha venido evolucionando el papel del poder 
judicial. El cual ve complementadas sus funciones tradicionales123 con nuevas 
funciones políticas, de una parte, muchas constituciones les otorgan a las cortes el 
papel de actores de veto frente a los intentos del ejecutivos y el legislativo de abusar de 
su poder y poner en juego los derechos; y por otra, los nuevos instrumentos puesto a 
disposición de los ciudadanos ha permitido que estos demanden a la judicatura aquello 
que no ha sido adecuadamente desarrollado en leyes y políticas públicas por otros 
poderes del Estado. (Burgos, 2008, 5) 
Ahora bien llegados a este punto podemos afirmar que en principio no hay un 
esquema de reconocimiento y protección judicial más adecuado que otro; no obstante 
es posible señalar que un esquema adecuado de protección del derecho al ambiente 
sano debe reunir los siguientes requisitos 
 1) reconocer el derecho al ambiente sano en el máximo nivel del ordenamiento 
jurídico, es decir en el nivel constitucional, y en igualdad de condiciones con los demás 
derechos  
2) el derecho al ambiente sano debe servir como un instrumento de limitación del 
poder y debe existir la posibilidad de reivindicarlo judicialmente ante el Estado y ante 
particulares sin mayores restricciones procesales 
 3) el reconocimiento al derecho a un ambiente sano debe ir acompañado del 
establecimiento de obligaciones ambientales en cabeza del Estado y de particulares.  
 
En tanto de faltar alguno de estos elementos el empoderamiento ciudadano en la 
defensa del derecho al ambiente sano puede verse seriamente menoscabado. No 
obstante estos elementos deben tomarse como puntos de partida y no como fines en sí 
mismos, igualmente es de recordar que se necesita un claro compromiso político para 
hacer cumplir la protección del derecho a un ambiente sano. 
 
Es por todo lo anterior que puede señalarse que los esquemas de 
reconocimiento constitucional y protección del derecho al ambiente sano en igualdad de 
condiciones con los demás derechos, así como su garantía de reivindicación judicial 
frente al Estado y los particulares, permiten un mayor grado de empoderamiento y 
supervisión ciudadana en las cuestiones ambientales que aquellos esquemas en los 
que falta alguno de estos elementos. Si bien hay que reconocer que son elementos 
útiles, pero no exclusivos ni excluyentes. En ese orden de ideas es necesario que se 
presenten entornos sociales favorables e identidades sociales fuertes. Pues cuando se 
presenta un entorno político institucional favorable pero identidades sociales débiles la 
participación se vuelve formal, y cuando el entorno político es desfavorable y las 
identidades sociales débiles, el resultado es la no participación, la desmovilización 
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 en el proceso de conformación del Estado moderno, la justicia fue uno de los principales servicios en ser 
centralizados por los monarcas absolutos. Posteriormente, en la etapa liberal, a la administración de justicia se le 
asignó la función de ser el garante último de la aplicación de las leyes (que eran concebidas como impersonales, 
generales y abstractas). Ya en el Estado de bienestar, la preocupación sobre el rol social del aparato judicial se centró 
en fortalecer su papel como parte de la oferta institucional para garantizar el debido respeto a los derechos 
económicos y culturales. (Burgos, 2008, 5) 
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social en torno a los bienes públicos y el desinterés del sistema político por promocionar 
la participación ciudadana. (Veeduria Distrital, 2008, 86) 
 
 
4. Un análisis comparativo de los distintos 
esquemas de reconocimiento y protección del 
derecho al ambiente sano 
 
 
4.1  Casos de ausencia de reconocimiento constitucional del 
derecho al ambiente sano 
 
En la actualidad mientras el derecho ambiental se va expandiendo en la mayor 
parte del mundo, en Estados Unidos el mismo ya ha pasado su luna de miel y está 
experimentando lo que algunos llaman una retirada precipitada, impulsada por intereses 
todavía opuestos a los cambios exigidos por la política ambiental. El contra-ataque no 
se enfoca principalmente en el Congreso124 porque, a pesar de la actitud de la 
Administración, el pueblo sigue apoyando la protección ambiental y los legisladores que 
voten en contra de la protección se verían afectados en las elecciones siguientes. La 
batalla no tiene lugar tampoco en las cortes sobre la base de las interpretaciones de las 
leyes vigentes, porque ya hay un cuerpo de jurisprudencia tratando las disposiciones 
ambientales así como su aplicación. En cambio, y por un vía nueva y novedosa, la 
reacción se basa en la reinterpretación de la Constitución, una suerte de 
“desconstitucionalización” de derecho ambiental en los Estados Unidos (Houck, 2004).  
Podemos resumir en pocas palabras el rol de la  Constitución estadounidense en 
el establecimiento del derecho ambiental: este rol era nulo. Recién la segunda guerra 
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 Aunque debemos señalar que si se presentan casos donde la regulación ambiental ha venido 
eliminándose paulatinamente en este sentido se puede ver Rutherfor & Counsel (2009) para el caso colombiano 
puede verse un ejemplo de este proceso con respecto a las licencias ambientales en Macias Gómez (2006). 
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mundial, el Congreso Federal empezó a tratar la protección ambiental en una forma 
tentativa e indirecta. Correspondió a los Estados miembros desarrollar sus políticas al 
respecto, y al gobierno nacional apoyarles con ayuda técnica y financiera. Este 
acercamiento no funcionó muy bien, en tanto por un lado había problemas que los 
Estado no podían enfrentar por separado y por otra parte hubo casos donde 
simplemente los Estados miembros no hicieron nada, y luego de una serie de fracasos 
ambientales el Congreso se vio obligado, a partir de 1970, a emitir un cuerpo de leyes 
ambientales comprensivas, exigentes y de carácter nacional.  (Houck, 2004).  
A la vez, los mismos fracasos al nivel internacional animaron a la Cumbre de 
Estocolmo de 1972, de la cual resultaron dos elementos relevantes: la declaración de 
un "derecho" al ambiente sano, y la recomendación que este derecho se incorpore en 
las constituciones de los países participantes La recomendación fue acogida por 
muchos países de Europa y de América Latina, quienes cambiaron, de forma explícita o 
de  alguna otra forma, sus constituciones para incluir tal provisión con respecto a la 
protección del ambiente. La experiencia en Estados Unidos fue diferente. No hubo 
reformas constitucionales. En primer lugar, por la histórica resistencia a las reformas 
constitucionales en dicho país. Y en segundo lugar, porque en su momento se pensó 
que no era necesario. En tanto ya se había avanzado profundamente en la legislación 
ambiental, obteniendo algunos buenos resultados contra la contaminación y el mal 
manejo de los bienes ambientales. De tal forma que no se pensó en garantizar el 
derecho a un ambiente sano o adecuado al nivel constitucional (Houck, 2004). 
Por estas razones, mientras el resto del mundo estaba empezando su viaje 
ambiental sobre la base de nuevas provisiones de sus constituciones, en Estados 
Unidos las propuestas de enmendar la Constitución para incluir cláusulas ambientales 
tuvieron menos éxito, no por falta del apoyo popular para la protección ambiental, sino 
por el sentimiento que no fueran necesarias. Pronto se descubriría el error de esta 
creencia. Sin el apoyo de una garantía constitucional ambiental, la política ambiental de 
carácter nacional se dejó abierta a una serie de asaltos basándose en algunas 
provisiones y conceptos constitucionales. Podemos identificar algunos de los más 
importantes, los cuales pasaremos a exponer a continuación. 
El primer reto de las leyes nacionales ambientales en los Estados Unidos es la 
competencia del gobierno federal de ocuparse de la protección ambiental, y de legislar 
su protección (cuestión de suma importancia en tanto se recordara que según la 
Constitución Estadounidense aquellas competencias que no se le asignen 
expresamente a la federación corresponden a los Estados miembros de la Unión125). Si 
bien podría decirse que los Estados miembros estarían en la capacidad de cumplir 
perfectamente con las funciones ambientales hay que recordar que en tanto los 
problemas ambientales tienen efectos regionales, nacionales y globales los órganos e 
instituciones que intenten afrontarlos debe poder hacerlo en estos mismos niveles. 
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En este orden de ideas se argumenta que los Estados Unidos son un país de 
gobierno limitado, y que un poder nacional que no se encuentre en la Constitución no 
existe. En efecto al leer la Constitución Estadounidense para buscar un poder 
ambiental, no se encuentra ni una palabra, ni una sola inferencia, al respecto. Sin 
embargo, desde el gobierno federal se han expedido multitud de leyes, reglamentos, y 
otras normativas federales imponiendo requisitos ambientales. ¿Cómo? Ante la 
ausencia de disposiciones ambientales en la Constitución Estadounidense se ha tenido 
que acudir a la cláusula de libre comercio, que otorga el poder al gobierno federal de 
"controlar" el comercio interestatal (Houck, 2004) (Lo mismo ocurre en el caso 
canadiense (Ponce Nava, 1995, 114)126). 
La relación entre la protección ambiental y el libre comercio interestatal no ha 
sido siempre obvia. Una de las primeras leyes ambientales en Estados Unidos naufragó 
sobre esta misma roca al principio del siglo XX. El problema era la matanza a mansalva 
de los pájaros migratorios para el mercado y el recreo. Varios estados tenían reglas 
débiles, pero ningún estado podía tratar con la totalidad del problema en una manera 
efectiva y equitativa (un ejemplo de que determinados asuntos ambientales necesitan 
un tratamiento nacional y no solo regional). El Congreso federal emitió una ley de nivel 
nacional, inmediatamente retada por los intereses comerciales y por los Estados 
miembros de la unión por falta de base constitucional. El gobierno argumentó a favor de 
un nexo entre el control y el libre comercio, pero dos cortes de apelaciones federales, 
en sentencias diferentes, desestimaron el argumento y anularon la ley (U.S. Vs 
MaCullan, 1915); (U.S. Vs Shauver, 1914)127.  
Lo que dejo al gobierno con las opciones de recurrir a la Corte Suprema con un 
pronóstico no muy favorable a su posición, o de buscar otra manera de fundamentar su 
legislación. La encontró por el poder federal de firmar tratados con otros países. En 
efecto rápidamente Estados Unidos firmó un tratado con Inglaterra para la protección de 
pájaros migratorios, emitió la misma legislación que antes, y el caso subió 
inevitablemente a la Corte Suprema, que admitió la constitucionalidad de la ley no sobre 
la base del control del libre comercio, sino al poder de firmar tratados (Missouri Vs 
Holland, 1920). La moraleja de la historia: la cláusula de libre comercio no fue una base 
confiable para leyes ambientales, aun tratándose de acciones como la caza, 
abiertamente comerciales e interestatales (Houck, 2004).  
No obstante posteriormente los tribunales dejaron claro que el vínculo, aunque 
indirecto, de una gran parte de leyes ambientales con el comercio interestatal es 
comprobable, o por lo menos, argumentable. La dificultad es que la base en el libre 
comercio no solo es siempre indirecta, sino también irreal. No andamos protegiendo el 
ambiente para controlar el comercio interestatal. En el fondo, el recurso a la cláusula de 
comercio interestatal, por necesaria que sea, es una ficción. El objetivo legislativo no es 
el comercio, sino fines sociales. En este sentido algunos autores señalan que como 
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 En Canadá, el acta Constitucional de 1876 (Constitución Act of 1876) contiene disposiciones en materia 
de orden y buen gobierno, navegación, pesquerías y comercio, que han sido la base para que el gobierno federal 
regule el tema ambiental ver Ponce Nava (1995, 114) 
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 Sobre el contenido de estos fallos puede verse Houck (2004) y Lowel (2004) 
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consecuencia de la ausencia de una competencia constitucional ambiental clara las 
regulaciones ambientales en países como Estados Unidos y Canadá tienen siempre un 
marcada tamiz economicista (en el sentido de regular el comercio más que tema 
ambiental) (Ponce Nava, 1995, 114). 
Enfrentada con la misma dificultades en los 70`s y la necesidad de fundamentar 
sus normas ambientales, la Comunidad Europea enmendó el Tratado de Roma para 
incluir provisiones "constitucionales" que sirvieran de base para la protección 
ambiental128. En Estados Unidos no se hizo lo mismo, con consecuencias que hasta 
este momento se están empezando a entender.  
Un ejemplo de las consecuencias que aparejo la falta de normativas ambientales 
en la Constitución de los Estados Unidos se evidencia en el transporte de basuras. Así 
cuando los estados receptores de la basura (enviada de otros Estados parte de la 
Unión) intentaron limitar la entrada de esta a sus territorios. Sus leyes de limitación 
fundadas en la conservación de sitios locales para la gente de la región,  contra el 
peligro del transporte de desechos sólidos y tóxicos pasando por las comunidades 
locales; y la protección del pueblo de los altos riesgos de la contaminación de las aguas 
subterráneas, de las emisiones y de los olores atmosféricos se encontraron sin normas 
constitucionales que las fundamentaran (Houck, 2004).  
Siendo así las cosas fue imprescindible que los casos impugnando estas leyes 
llegaran la Corte Suprema de Justicia. El primero surgió por la exportación de basura 
desde la ciudad de Filadelfia hacia las áreas rurales de Nueva Jersey, un estado 
contiguo, que se defendió para limitar la importación de basuras. Pero cualesquiera que 
sean las razones para las limitaciones, el Tribunal Supremo encontró que discriminaba 
contra el negocio interestatal de la basura, y por esto atentaba contra la cláusula de 
comercio durmiente (Hughes Vs Oklahoma, 1979)129.  Siguiendo este precedente y a 
pesar de que los estados han tratado de imponer nuevos límites para el manejo de 
transporte de basura de un lugar a otro. Cada intento ha fracasado contra la cláusula de 
comercio durmiente (Philadelphia Vs New Jersey, 1978).  El problema de la basura 
sigue y se acumula tal y como la basura misma, sin solución a la vista.  
Nos vale a esta altura considerar el mismo problema en el contexto 
"constitucional" de la Unión Europea. La historia de fondo es la misma. La Unión 
Europea fue fundada sobre el mismo precepto del libre comercio, escrito en una 
manera explícita y reiterativa en los primeros artículos del Tratado de Roma. Por eso, 
se imaginaria que la resolución de la cuestión en la Unión Europea siguiera la de 
Estados Unidos, con aun más facilidad por la primacía del libre comercio.  
Sin embargo, por otras provisiones “constitucionales”, el resultado obtenido en un 
caso similar fue completamente distinto. Las enmiendas ambientales del Tratado de la 
Unión Europea establecieron no solo una base para legislación ambiental, sino también 
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 Tratado de la Unión Europea, Enmienda al Art.130 (Marzo 25, 1957). 
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 la cláusula de comercio durmiente establece que solo el Estado Federal puede reglamentar el comercio 
entre los Estados miembros de la Unión. 
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unos preceptos marcos para esta legislación y su interpretación. Uno de estos 
preceptos es que la contaminación sea controlada y solucionada en su fuente. Siendo 
así las cosas “la mesa quedo servida” para una prueba de poder entre los artículos 
ambientales y los otros artículos que prohibían limitaciones al libre comercio.  
El caso surgió con la legislación de Walonia, Bélgica, una región relativamente 
rural y pobre inundada por la basura proveniente de las ciudades del exterior. Al final de 
la disputa, y contra la oposición de la Comisión Europea misma, el Tribunal de Justicia 
Europeo sentenció a favor de Walonia y la limitación, sosteniendo que Bélgica podía 
prohibir la importación de basura del exterior (Commission of the European 
Communities Vs Kindom of Belgium, 1992).  Correspondió a los productores de basura 
tratarla o, mejor aún, disminuirla. Con lo cual por fin se produjo una solución ambiental. 
Con estos dos ejemplos podemos ver como ante situaciones muy similares se decidió 
de manera diferente gracias a la existencia de provisiones ambientales. En este sentido 
podemos decir que no hay mayor ejemplo del valor de las provisiones constitucionales 
ambientales (Houck, 2004). 
Otro ejemplo que nos muestra las dificultades que tiene el hecho de que en la 
Constitución Estadounidense no se contemple un derecho al ambiente tiene que ver 
con el reconocimiento de la legitimidad para defender el ambiente así en los Estados 
Unidos a pesar de que existen normas ambientales que legitiman a los miembros de la 
comunidad para defender algunos componentes del ambiente (como por ejemplo la 
Clean Air Act) las grandes compañías, que no podían derogar las provisiones de ley 
que legitimaban estas acciones, ya que se comprobaron demasiado populares y 
eficaces, optaron por recurrir a las cortes federales, argumentando que este tipo de 
acciones judiciales vulneraban la Constitución. Estos argumentos, sobre la base de la 
legitimación y el poder de revisar el cumplimiento estatal, están en plena discusión pero 
veámoslos detenidamente.  
Quienes sostienen que hay una violación a la Constitución con esta legitimidad 
amplia suelen afirmar que el concepto de legitimación se relaciona con la competencia 
de los tribunales federales. Bajo el Artículo III de la Constitución de los Estados Unidos, 
la jurisdicción federal abarca ciertos tipos de "casos y controversias". Según la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, el término caso y controversia implican 
la adversidad, que las partes tengan  intereses opuestos que garanticen el pleno 
desarrollo de la argumentación relevante. Solo casos con intereses que aseguran la 
adversidad son admisibles para su trámite (Houck, 2004).  
Hasta los 50`s, la aplicación del concepto de la legitimación favoreció a las 
compañías en litigio en detrimento de las decisiones gubernamentales. Claro, por las 
ganancias o pérdidas en juego, ellas tenían los intereses suficientes para asegurar un 
caso o controversia. Y dado que los ciudadanos no podían probar un intereses 
suficiente en el litigio correspondió entonces a las agencias gubernamentales 
representar el bien público. Sin embargo en l958 el Congreso, respondiendo a la 
realidad de que las agencias rectoras a menudo no representaban el interés público 
sino sus propios intereses o los del sector supuestamente controlado, otorgo el acceso 
a las cortes a la ciudadanía ampliando mediante normativas federales la legitimidad 
para demandar el cumplimiento de determinadas normas ambientales.  Posteriormente 
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en l972 el Tribunal Supremo extendió este acceso a los individuos con intereses 
ambientales, aun cuando estos intereses fueran meramente estéticos (Sierra Club Vs 
Morton, 1972).  
No obstante lo anterior, a pesar de las disposiciones del legislador, quedan los 
requisitos del Artículo III de la Constitución de los Estados Unidos, y corresponde no al 
Congreso sino a los tribunales interpretarlos. Vinieron unos casos impugnando, por la 
parte del gobierno o por la industria afectada, la legitimación de los demandantes 
ambientales, no por carecer de intereses ambientales o estéticos sino por no tener 
intereses suficientemente ligados al litigio para comprobar un caso o controversia. En 
una línea de jurisprudencia reciente, las cortes federales han empezado a acoger estos 
argumentos. En l996 la Corte Suprema desestimó la demanda de una científica 
ambiental que se oponía a la construcción de una presa en el hábitat de unos animales 
que ella estaba estudiando, bajo el argumento de que la científica no podía comprobar 
que iba a regresar al sitio, por no tener un billete de avión (Lujan Vs Defeders od 
Wildlife, 1992).  Basta decir que la jurisprudencia Estadounidense en esta área se ha 
vuelto cada vez técnica, formalista y contradictoria, con resultados variables130. 
Ante todo lo mencionado algunas organizaciones sociales han planteado que a 
medida que los contaminadores y líderes políticos continúan con sus esfuerzos para 
recortar las leyes sobre el medio ambiente en favor de grupos con intereses especiales 
y grandes empresas, qué clase de jueces ejercen en los tribunales federales es un 
asunto cada vez más importante. Entre el 2003 y el 2004, el 10 por ciento de los casos 
presentados ante la Corte Suprema eran sobre el ambiente y muchos de ellos se 
decidieron por un voto. Si la composición la Corte cambiara considerablemente, 
entonces, como dijo Doug Kendall, director ejecutivo del Concejo de Derechos de la 
Comunidad: "podríamos despertar una mañana y encontrar que nuestras garantías 
fundamentales con respecto al ambiente han sido tachadas con la pluma de la Corte 
Suprema". (National Campaign to restore civil rights, 2011). 
El efecto de la falta de una disposición que reconozca un derecho al ambiente 
sano, o en su defecto alguna que legitime al individuo para exigir la protección 
ambiental, se causan dificultades que se extienden más allá del litigio mismo. Al fin y al 
cabo, por porcentaje, sola una minoría de las decisiones gubernamentales ambientales 
es litigada. El impacto primario del litigio ambiental se siente al nivel administrativo; si se 
sabe que una irregularidad en la toma de decisión puede ser revisada, la irregularidad 
no se hace, o al menos se es más cuidadoso para no cometerla. Este efecto obra en 
ambas direcciones. Si ambas partes, ya sea con intereses económicos o ambientales, 
pueden impugnar la decisión, se mantiene el equilibrio en el campo de juego, y las 
decisiones se mantienen (más o menos) rectas. Si, por contrario, solo un interés 
económico puede impugnar la decisión, hay un claro riesgo de favorecer lo económico 
sobre lo ambiental (Houck, 2004).  
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Como vemos nuevamente hay un aspecto no claro en la Constitución 
Norteamericana, la titularidad de un derecho o la legitimación para accionar en defensa 
del ambiente, lo que ha traído aparejada una amplia discusión y que ha generado 
decisiones diversas, unas veces favoreciendo la defensa ciudadana del ambiente y 
otras veces favoreciendo los intereses económicos. 
Podemos observar otra dificultad que se presenta cuando hay ausencia del 
reconocimiento de un derecho al ambiente sano, esta dificultad se presente cuando la 
protección ambiental choca con los derechos constitucionales que deben proteger los 
Estados. En el caso de los Estados Unidos la tensión entre los intereses públicos y 
privados siempre ha sido aguda. Este es un país que llego solo renuentemente a la idea 
de un gobierno central después de la resistencia al gobierno Británico, y una década de 
experimentación infeliz con una confederación fragmentada después de su 
independencia. La preservación de las libertades individuales fue la base de las 
enmiendas de la Constitución, entre ellas la protección de la propiedad privada. Por lo 
cual la Quinta Enmienda proscribe la ocupación de la propiedad privada por el gobierno 
sin la justa indemnización. Queda a los tribunales el decidir no solo el justiprecio sino 
también la naturaleza de dicha ocupación que da origen al deber de indemnizar. 
Por la mayor parte de la historia de Estados Unidos, el concepto de la ocupación 
fue limitado a la invasión física de un terreno, normalmente para una obra pública. La 
jurisprudencia exigió la indemnización por cualquier ocupación física, incluso cuando 
solo era una parte menor del terreno. El problema llegó con la legislación social en las 
primeras décadas del siglo XX, y ha crecido con la llegada de las leyes ambientales que 
limitan el uso de la propiedad para la protección de sus entornos, con normativas que 
regulan por ejemplo la altura de los edificios, las líneas de retroceso en la zona costera, 
la conservación de los humedales o las especies en riesgo de extinción. Estas leyes 
provocan una tempestad de controversias por tocar intereses y negocios altamente 
lucrativos de industriales y  particulares. (Houck, 2004).  
Tenemos entonces una lucha entre los valores de la protección ambiental y los 
de la alta rentabilidad económica. La cuestión es si, y hasta cual punto, las limitaciones 
impuestas por leyes ambientales "ocupan" la propiedad privada y exigen la 
indemnización. Para los intereses económicos la cuestión tiene importancia no solo por 
el dinero sino también por su efecto en disuadir para que no se creen las limitaciones, 
por el miedo de tener que compensar. Siendo un objetivo principal del movimiento de la 
propiedad privada el de suprimir los requisitos ambientales.  
Hasta 1922, la respuesta a la cuestión de compensación por los controles 
administrativos fue negativa. Con posteridad a este año, el Tribunal Supremo decidió a 
favor de una mina privada de carbón cuyo desarrollo fue prohibido por una ordenanza 
municipal (ordenanza que fue fundamentada en que la mina estaba afectando 
gravemente el ambiente en el municipio). No obstante la razón de la ordenanza (que no 
era otra que la protección ambiental), la Quinta Enmienda obligó la indemnización de la 
mina (Pensylvania Coal Vs Mahon , 1922). La puerta jurídica a la ocupación por 
reglamento se abrió. Sin embargo en un apartado de la sentencia, el ponente dijo que 
no toda ocupación por reglamento exigía la indemnización, porque si así fuera, ningún 
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gobierno podría actuar; solo una ocupación total, una eliminación total de los valores de 
la propiedad por la ordenanza, exigía la justa compensación (Houck, 2004).  
Con esta apertura hacia la compensación, entramos a las últimas décadas del 
siglo XX, décadas marcadas por nuevos requisitos ambientales y la hostilidad abierta a 
estos requisitos por parte de los desarrollistas, contratistas, bancos y otros en la misma 
cadena. Empezaron a impugnar estas leyes, sobre todo los planes de ordenación de la 
tierra, pidiendo compensación. Y encontraron algunos jueces federales simpatizantes. 
 En breves años, el Tribunal Supremo prendió una reacción en cadena a favor de 
los demandantes privados131, culminada por una sentencia en l992 que trataba de una 
línea de no desarrollo en una zona playera que había sido inundada reiterativamente 
por los temporales y huracanes, con altas perdidas privadas y Estatales (Lucas v. South 
Carolina Coastal Council, 1992). El estado defendió su medida basándose en la 
prevención de daños sociales, pero en vano. No había un concepto de la función social 
de la propiedad (y menos aún una función ecológica o ambiental) en Estados Unidos, 
así que el Tribunal declaro: que: si se “ocupa” se paga. Solo queda determinar si la 
ocupación es "total".  
Viene ahora, la segunda clavija del ataque, reinterpretando lo que es total. En 
unos casos, los propietarios demandantes han conseguido indemnizaciones por límites 
administrativos que, aunque fueron pesados, dejaron disponibles otros usos y 
ganancias. Otros casos juegan con la definición de la propiedad bajo consideración. Si 
un desarrollador ya se ha beneficiado de la urbanización de una parte de su terreno, y 
enfrenta ahora una protección sobre los humedales que le quedan, argumenta que es 
una ocupación total de lo que le queda; en efecto la parte constituye el “total” (Houck, 
2004).  
Todos estos argumentos, y otros, están pendientes. Con el rechazo del concepto 
del valor social de la propiedad privada, y con la disposición obvia de re-interpretar 
la Constitución en una manera favorable a los propietarios, el Tribunal Supremo ha 
invitado una lucha de litigios que se vuelve más y más confusos y que no va a acabar 
pronto132.  Aun la confusión cumple un papel disuasorio. Los funcionarios 
gubernamentales ambientales obran bajo la sombra de la posibilidad de tener que 
pagar indemnizaciones enormes. Andan, entonces, a puntillas, recortando y 
comprometiendo sus obligaciones (Houck, 2004). 
De la misma manera cualquier normatividad escapa a un control constitucional 
con enfoque ambiental en tanto al no existir una norma ambiental en la Constitución con 
la cual contrastar la normatividad no puede hacerse un tipo de control constitucional con 
contenido ambiental, como si sucede en aquellos países donde se reconoce al derecho 
al ambiente sano a nivel constitucional.  
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 Ver: First Lutheran Church of Glendale Vs County of Los Angeles (1987); Nollan Vs California Coastal 
Commission (1987), Dolan Vs City of Tigard (1994) 
132
 Se puede comparar Palazzolo vs Rhode Island (2001) con Tahoe Sierra Preservation Council. Inc Vs 
Tahoe regional Planning agency (2002) 
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Igual situación se planteó en Canadá, país donde precisamente algunos sectores 
sociales argumentaron a favor del establecimiento de un derecho al ambiente sano 
sosteniendo que el establecimiento de un derecho de este tipo es una respuesta 
atractiva para lograr el equilibrio entre el derecho de propiedad con el derecho de la 
sociedad a la seguridad del ambiente (Douglas, 1991). En este sentido el 
establecimiento de un derecho al ambiente serviría de contrapeso al derecho de 
propiedad.  
Así mismo también en Canadá se ha planteado que el establecimiento de un 
derecho a un ambiente sano podría ser un instrumento para remover los obstáculos que 
impiden a los individuos y los grupos de interés público participar en la toma de 
decisiones ambientales y los litigios que buscan la protección ambiental (Douglas, 
1991). En efecto se sostiene que en Canadá el primer obstáculo para una persona que 
trata de litigar un problema ambiental en interés público es la cuestión de si él a nombre 
propio puede llevar el caso a los tribunales, es decir, si el demandante tiene 
"legitimidad". A menos que el tribunal reconozca legitimidad al litigante la acción no 
puede continuar. Históricamente, para que una persona tenga derecho a litigar en una 
demanda, él o ella tenían que establecer un cierto interés privado que justifica el recurrir 
a los tribunales. Por lo tanto, la norma establece una restricción del derecho a recurrir a 
los tribunales, limitando este derecho a aquellos que tratan de proteger sus propios 
derechos (Douglas, 1991)133.   
Los anteriores ejemplos nos muestran algunos de los problemas que puede 
enfrentar la efectiva protección ambiental cuando no hay previsiones ambientales en las 
constituciones y en especial cuando no hay un reconocimiento del derecho al ambiente 
sano, problemas que como hemos visto tienen que ver con la falta de fundamento 
jurídico para la actuación protectora del ambiente, la desventaja a que se enfrenta la 
protección ambiental cuando choca con los derechos constitucionales, como la 
propiedad privada, o como inclusive puede afectar las posibilidades de los individuos 
para accionar en el defensa del ambiente. 
Ahora bien algunas de estas dificultades han sido resueltas de manera 
imaginativa por la jurisprudencia aunque como vimos no sin retrocesos  (es de recordar 
que la jurisprudencia tiene una gran importancia en modelos de justicia como el 
Estadounidense y el Canadiense), no obstante consideramos que podrían ser resueltas 
de manera definitiva con el reconocimiento de un derecho al ambiente sano y de las 
correlativas responsabilidades ambientales, en cabeza del Estado y los particulares. 
Por lo cual la consagración del derecho al ambiente sano sigue siendo un objetivo a 
alcanzar en aquellos países que aún no lo reconocen como un derecho constitucional. 
(Douglas, 1991)  
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  Esto dejaba al gobierno como único protector del interés público (Muldoon, 1998, 35). No obstante hay 
que destacar que mediante una reforma Ley de Protección Ambiental de Canadá de 1999, se autorizó (aunque de 
forma muy restringida) a los individuos que denunciaba una violación a esta ley  a accionar en defensa del ambiente 
en los tribunales  cuando el órgano encargado de investigar no cumple con esta tarea o no daba una respuesta 
razonable a los hechos planteados. 
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De la misma manera debemos señalar que ni en los Estados Unidos ni en 
Canadá existe en su formulación actual un derecho al ambiente sano, formulado de 
manera general134 lo cual lo cual ha llevado a que no prosperen en los tribunales los 
casos en los cuales se ha solicitado la reducción de enormes daños al ambiente en 
comunidades específicas o cuando se ha solicitado que las comunidades tengan un 
mayor acceso a los beneficios del ambiente (Crawford, 2010, 35). 
 
 
4.2 El reconocimiento del derecho sin acción: un camino a 
medias. 
 
Quizás uno de los casos más emblemáticos, dentro de las constituciones que 
recogen el derecho a un ambiente sano sin consagrar una acción judicial para su 
defensa (al menos de manera directa), es el caso de la Constitución española. En 
efecto en el mencionado documento constitucional la formulación literal del art. 45.1, 
que reconoce un derecho contrasta, sin embargo, con la eficacia limitada que, en 
general, a los artículos del Cap. III135  atribuye el art. 53.3 de la misma Constitución. En 
efecto el Capítulo III del Título I de la Constitución Española recoge, según el rótulo que 
lo encabeza, “los principios rectores de la política social y económica”, a los que dota, al 
menos como conjunto, del alcance normativo precisado en el art. 53.3 CE. En general, 
son mandatos al legislador y al resto de los poderes públicos para que orienten su 
actividad en la senda marcada por estos principios136. (Canosa Usera, 2006, 167)137.  
Aunque hay recordar que autores como Jordano Fraga (1996) argumentan que el 
art. 53.3 CE contiene dos mandatos claramente diferenciados. En tanto, el art. 53.3 CE, 
en primer término, ordena que "el reconocimiento, el respeto y la protección de los 
principios reconocidos en el capítulo tercero", informe "la legislación positiva, la práctica 
judicial y la actuación de los poderes públicos". Y en segundo lugar, el mismo art. 53.3 
CE establece que "sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo 
con lo que dispongan las leyes que lo desarrollen". La posible alegación del derecho al 
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 Existen una serie de normativas sectoriales que regulan de manera segmentada el tema ambiental (por 
ejemplo la Clean Air Act. en los Estados unidos) y que autorizan a cualquier individuo a accionar cuando estas 
normativas son violadas (ya sea de manera directa a los tribunales o solo de manera subsidiaria en caso de que la 
autoridad respectiva no tomes cartas en el asunto una vez se le ha puesto en conocimiento el hecho violatorio de la 
normatividad ambiental) 
135
 donde se ubica el artículo 45 de la Constitución Española 
136
 El art. 53.3 CE prescribe que el “reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos 
en el Capítulo III, informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos” 
137
debemos resaltar que en este texto el autor expone esta tesis de manera descriptiva y luego la desecha 
argumentando que el derecho al ambiente sano es un derecho constitucional que requiere elucidación por parte del 
legislador. 
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ambiente por tanto no es vedada por el art. 53.3 CE como ocurría en el caso de los 
preceptos que no reconocen derechos dentro del mismo capítulo (los restantes 
preceptos, salvo el 43, 45 y 47).  
De este modo la utilización del término "derecho" en el art. 45 convierte de modo 
general al "bloque de la legalidad ambiental" en el contenido del derecho enunciado por 
este precepto constitucional. En la concepción de este autor, el apartado segundo 
consagra un auténtico derecho subjetivo de forma mediata. El derecho al ambiente se 
puede alegar en la medida y con el alcance en que lo dispongan las leyes que lo 
desarrollen. Como apoyo a esta tesis Jordano Fraga invoca algunas de la decisiones 
del Tribunal Supremo español, como la que se pronunció en la sentencia de 6 de julio 
de 1983, Ar. 4018 (Sala 4a, ponente Sánchez Andrade y Sal). En esta sentencia el T.S. 
declaró: 
"El artículo 45 de la Constitución, invocado por el actor, que exige a los 
poderes públicos defender y restaurar el medio ambiente, sólo puede ser alegado 
ante esta jurisdicción de acuerdo con lo que dispongan las leyes que lo desarrollan 
(artículo 53 del texto constitucional), y hoy por hoy, el desarrollo legislativo del 
derecho al medio ambiente no permite la estimación en sede jurisdiccional de esta 
última pretensión del Cabildo Insular de Fuerteventura". 
En la misma forma este autor destaca que el Tribunal Supremo se ha 
pronunciado en idéntico sentido en la STS de 15 de abril de 1988, Ar 3074 (Sala 4a, 
Ponente Martin Martin). El T.S. resolvió el recurso promovido por José Luis A.G. y otros 
contra el acuerdo de aprobación definitiva de las Normas Subsidiarias de Ordenación 
Urbana del término municipal de Cánar (Granada). El derecho a un ambiente adecuado 
fue alegado por los recurrentes al objeto de impedir los efectos a su entender nocivos 
que comportaba la aprobación definitiva de las Normas Subsidiarias de dicha 
Ordenación Urbana. El T.S., respecto a esta alegación, afirmó en el fundamento de 
derecho sexto: 
 "Las objeciones de fondo vienen referidas a la vulneración por las Normas 
aprobadas del principio constitucional de disfrute del Ambiente adecuado para el 
desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo (art. 45.1 de la C.E.) y 
aunque el N.º2 del citado artículo preceptúa que los poderes públicos velarán por 
la utilización racional de todos los recursos naturales con el fin de proteger y 
mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el Ambiente, apoyándose en la 
indispensable solidaridad colectiva; no obstante y a pesar de que deben tales 
principios informan la práctica judicial es indudable que su ejercicio ante los 
tribunales ha de adecuarse a lo que dispongan las leyes que lo desarrollen (art. 
53.3 de la C.E.). Y por ello a pesar de la importancia y respeto que para la Sala 
merecen los argumentos contrarios expuestos en razón del ambiente, protección 
global de Sierra Nevada, necesidad en todo caso de un desarrollo equilibrado etc. 
no se han aducido en el expediente y en el proceso razones jurídicas que 
permitieren por razones materiales de fondo la estimación del recurso". 
De lo anterior podemos evidenciar dos cosas, primero que el reconocimiento del 
derecho al ambiente sano en el caso español por una parte sirve para vincular a los 
poderes del Estado a la protección ambiental y por el otro también se erige como un 
posible fundamento para erigir los mecanismos de defensa ambiental en cabeza de los 
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ciudadanos. Esto nos muestra una extraña paradoja en los dos casos expuesto en el 
apartado anterior (Estados Unidos y Canadá) se construyeron mecanismos de defensa 
del ambiente en cabeza de los ciudadanos (aunque restringido y sectoriales) con 
fundamentos constitucionales débiles, lo cual los ha hecho vulnerables a ataques 
auspiciados desde los intereses económicos mientras en el caso español a pesar de 
existir la bases constitucionales los mecanismos de protección aún esperan un 
desarrollo legal adecuado para poder ser alegados en los tribunales. 
Precisamente esta situación ha llevado a algunos autores a afirmar que la 
ausencia de una garantía jurisdiccional del derecho al ambiente sano en la Constitución 
española produce una discordancia entre el reconocimiento constitucional del derecho y 
su virtualidad práctica (Canosa Usera, 2006, 176) y a otros a señalar que esto hace que 
se le confiera una eficacia constitucional debilitada a este derecho (AAVV, 2006, 38). 
Ahora bien, a pesar de las falencias que se puedan presentar por la falta de una 
acción judicial para la defensa del ambiente debemos destacar otra de las funciones 
que cumple el derecho al ambiente sano, esta es el servir de parámetro para la 
constitucionalidad de las normas138 (en tanto como derecho constitucional debe ser 
respetado, este es un punto en el que no existe discusión, en ese sentido hay acuerdo 
sobre la obligatoriedad de su respeto) y como justificación a la actividad protectora del 
ambiente por parte del Estado. 
En efecto el Tribunal Constitucional en varias ocasiones ha manifestado que las 
intervenciones Estatales en defensa del ambiente están justificadas en la obligación 
que este tiene de garantizar el derecho a un ambiente adecuado a todos los 
ciudadanos139. Así por ejemplo ha señalado que "es cierto que la defensa del interés 
general y del derecho a un ambiente adecuado puede requerir la intervención del 
Estado, para evitar daños irreparables” (Tribunal Constitucional de España Sentencia 
173, 2005)  
Asimismo el Tribunal Constitucional español se ha manifestado sobre la 
capacidad del Estado para dictar norma sobre contaminación acústica teniendo como 
fundamento el derecho a un ambiente adecuado con las siguientes palabras: 
Tampoco vulnera el art. 21 CE la imposición gubernativa de que el uso de la 
megafonía tuviera que acomodarse a los límites marcados en materia de ruido por 
las Ordenanzas municipales. Tal y como alega el Abogado del Estado, dichas 
normas se dirigen a la preservación de valores o bienes constitucionalmente 
protegidos, como son la conservación del medio ambiente adecuado para el 
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 Un ejemplo de esto lo podemos ver en la Sentencia 247 del Tribunal Constitucional de España del año 
2007 
139
 En este sentido el Tribunal Constitucional español ha sostenido que la Constitución, en su art. 45, que 
enuncia el derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de  la persona, así como el 
deber de conservarlo. Precepto constitucional que, en su segundo apartado, impone a los poderes públicos la tarea de 
velar por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida 
y defender y restaurar el medio ambiente, ver al respecto las sentencias 64 de 1982, 227 de 1988 y 199 de 1996 
proferidas por el Tribunal Constitucional de España.   
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desarrollo de la persona (art. 45 CE y STC 102/1995, de 26 de junio, FJ 7) o la 
protección de la salud frente a la denominada contaminación acústica (art. 43.1 CE 
y STC 119/2001, de 24 de mayo, FJ 5), sin que el contenido del derecho de reunión 
ampare actuaciones que comprometan los referidos valores constitucionales, que, 
de producirse, han de considerarse una extralimitación en su ejercicio, ni, por lo 
demás, concurra en el caso atisbo alguno de que los límites municipales sobre el 
ruido fueran a restringir, más allá de lo que es razonable o proporcionado, el uso de 
la megafonía como instrumento de expresión y difusión de ideas. (Tribunal 
Constitucional de España Sentencia 195, 2003) 
Con lo anterior podemos señalar como en el caso español la consagración del 
derecho al ambiente adecuado a nivel constitucional trajo consigo varias consecuencias 
por un lado  la obligatoriedad de respeto del derecho al ambiente sano por parte de los 
poderes públicos, además de ser uno de los parámetros a analizar cuando se estudia la 
constitucionalidad de las normas; así mismo sirve como justificación para la intervención 
protectora del ambiente por parte del Estado y por otro lado se reconoce el papel que 
podría llegar a jugar como un fundamento constitucional para la elaboración de un 
esquema de protección judicial del derecho al ambiente adecuado teniendo como eje al 
ciudadano como titular de este derecho. No obstante cabe hacernos algunas preguntas 
¿es el control constitucional “ambiental” lo suficientemente profundo?, ¿los tribunales 
constitucionales han incorporado adecuadamente la temática ambiental en la solución 
de problemas concretos? ¿Cuáles son los criterios que determinan o que deberían 
determinar que una norma es ambientalmente admisible? 
 
4.3 Deber de protección ambiental sin reconocimiento del derecho al ambiente 
sano 
 
Ahora bien en este punto conviene ver el caso de aquellos países que solo 
reconocen un deber general por parte del Estado de proteger el ambiente, al igual que 
en el caso de aquellos países que reconocen un derecho al ambiente sano, el 
establecimiento de un deber del Estado de proteger el ambiente sirve como un 
fundamento constitucional para la intervención del Estado en el establecimiento de 
normas de protección ambiental. 
En este sentido podemos tomar el caso de Alemania, país en el cual solo se 
recoge en la Constitución (Ley Fundamental de Bonn) un deber por parte del Estado de 
proteger el ambiente, allí el Tribunal Constitucional ha sostenido que el legislador al 
desarrollar su actividad no solo debe equilibrar la protección de los derechos de los 
individuos sino que también debe tener en cuenta los intereses del ambiente para 
cumplir con su obligación de protección ambiental,  así lo expreso dicho Tribunal con 
estas palabras en uno de sus pronunciamiento del año 2010, en el cual analizaba la 
compatibilidad de una ley alemana sobre ingeniería genética con la Ley Fundamental 
de Bonn: 
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Al legislar, el legislador debe equilibrar no sólo los intereses afectados por el 
uso de la ingeniería genética, por un lado y su regulación por el otro: Hay 
protección, en particular por el derecho a la vida y a la integridad física (artículo 2.2 
frase 1 GG) , la libertad de opinión (artículo 5.3 frase 1 GG), la libertad de trabajo 
(artículo 12.1 GG) y la garantía de la propiedad (artículo 14.1 GG).Pero también 
debe cumplir con la obligación contenida en el artículo 20 bis GG también debe  
proteger los recursos naturales como una responsabilidad con las generaciones 
futuras (véase BVerfGE 118, 79 <110>). Este deber podrá ser impuesto tanto a fin 
de evitar peligros y también para tomar precauciones contra los riesgos. Los 
intereses ambientales así protegidos por el Artículo 20a GG también incluyen la 
preservación de variedad biológica y la garantía de una vida apropiada para el 
animal y especie de planta (Tribunal Constitucional Federal Aleman 1 VBA 2.5, 
2010). 
En la misma forma el Tribunal Constitucional Federal Alemán se ha manifestado 
a favor de la intervención estatal creando incentivos para la protección ambiental, 
especialmente en lo que tiene que ver con el establecimiento de beneficios fiscales140. 
De la misma manera El Tribunal Constitucional alemán ha sostenido que es lícito al 
legislador establecer obligaciones de protección ambiental a los particulares. Así lo 
manifestó al estudiar la Ley de Protección Animal alemana, en aquella ocasión sostuvo 
que los animales debían ser protegidos como seres vivos, y que tal conclusión se 
derivaba de la obligación estatal de proteger el ambiente consagrado en la Ley 
Fundamental de Bonn. Pero más significativo aun es el hecho de que al realizar este 
estudio el Tribunal Constitucional Alemán sostuvo que el deber de protección ambiental 
que le corresponde al Estado puede servir de justificación para limitar o hacer ceder 
otros intereses de peso constitucional e inclusive a los derechos fundamentales 
(Tribunal Constitucional Federal Aleman BvF 1/07, 2010).  
Y además el Tribunal Constitucional alemán ha recordado que el deber de 
protección ambiental establecido en la Constitución alemana obliga al legislador a la 
adopción de normas ambientales adecuadas, aunque reconoce que tiene un amplio 
margen de actuación (Tribunal Constitucional Federal Aleman 1 BvR 1178/07, 2009).  
Situación similar se presenta en Uruguay allí los constituyentes no reconocieron 
en forma expresa el derecho al goce del ambiente, por el contrario estatuyeron el deber 
de protección del ambiente en cabeza del Estado y califico dicha protección como de 
interés general. Aunque hay que destacar que algún sector de la doctrina ha querido 
derivar la existencia de un derecho a un ambiente adecuado a través de una 
interpretación armónica de los artículos 7141, 72142 y 332143 de la Constitución de 1967. 
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 Ver Tribunal Constitucional Federal Aleman (1 BvR 1981/07, 2010) 
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 El artículo 7° de la Constitución uruguaya dice: Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de estos 
derechos sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de interés general. 
142
 Por su parte, el artículo 72 refiere: La enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la 
Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma republicana 
de gobierno. 
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Esta corriente es seguida, entre otros, por Rubén Correa Freitas, Augusto Durán 
Martínez, Marcelo Cousillas, Ricardo Gorosito Zuluaga, Héctor Gros Espiell, José 
Korzeniak y Mateo Magariños de Mello (Pereira Flores, 2004, 555). Sin embargo la 
jurisprudencia uruguaya era y aún continúa siendo reacia al reconocimiento de un 
derecho constitucional a un ambiente adecuado, ante la falta de una formulación 
taxativa (Pereira Flores, 2004, 556) (Gros Espiell, 1997) 
La gran mayoría de la doctrina uruguaya coincide que la declaración del deber 
del Estado de proteger al ambiente, y de esta protección como de interés público, es de 
gran importancia en tanto al considerarse la protección ambiental como de interés 
general esto legitima no solo la intervención del Estado para proteger el ambiente sino 
que así mismo legitima la restricción de ciertas actividades depredadoras y ciertos 
derechos de los individuos cuando chocan con el interés de protección del ambiente así 
por ejemplo Gros Espiell (1997, 60) resalta que la protección del ambiente es una de 
esas razones que pueden llevar a limitar derechos reconocidos por la Constitución, 
como el de propiedad, trabajo o libre comercio e industria.  
Nuevamente aquí cabe preguntarnos ¿es el control constitucional “ambiental” lo 
suficientemente profundo?, ¿los tribunales constitucionales han incorporado 
adecuadamente la temática ambiental en la solución de problemas concretos? ¿Cuáles 
son los criterios que determinan o que deberían determinar que una norma es 
ambientalmente admisible? ¿Hasta dónde pueden limitarse otros derechos para la 
protección ambiental? ¿Han sido incorporados por la jurisprudencia conceptos como el 
imperativo ambiental o la huella ambiental? ¿Estos conceptos contribuirían a encontrar 
soluciones a los conflictos ambientales? 
Ahora bien de los casos alemán y uruguayo podemos señalar que el 
Establecimiento de un deber general en cabeza del Estado referente a la protección 
ambiental se han obtenido básicamente dos consecuencias de gran relevancia por un 
lado es clara la capacidad y legitimidad del Estado para imponer normas de protección 
ambiental así como exigir su cumplimiento y por el otro también resulta claro que la 
protección ambiental puede llegar a legitimar (si no imponer) limitaciones a los derechos 
constitucionales reconocidos en las constituciones  
En el mismo orden de ideas la consagración de un deber de protección ambiental 
en cabeza del Estado ha servido para que los tribunales constitucionales tomen la 
cuestión ambiental como un parámetro a evaluar en los juicios sobre constitucionalidad 
de las normas. 
No obstante el establecimiento de un deber general de protección al ambiente no 
ha sido utilizado, al menos en los casos estudiados, como un fundamento para la 
intervención ciudadana en la protección ambiental, En este sentido no se evidencia que 
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 Y el artículo 332 establece: Los preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos a los 
individuos, así como los que atribuyen facultades e imponen deberes a las autoridades públicas, no dejarán de 
aplicarse por falta de la reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida, recurriendo a los fundamentos de leyes 
análogas, a los principios generales de derecho y a las doctrinas generalmente admitidas. 
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el establecimiento de un deber de protección ambiental en cabeza del Estado pueda 
servir como un título “legitimante” de la participación y el control ciudadano en los temas 
ambientales. No obstante en la teoría es posible construir mecanismos, inclusive 
judiciales, en los cuales el ciudadano pueda exigir el cumplimiento del deber del Estado 
de proteger el ambiente. 
 
 
4.4 Los casos donde se permite el acceso a los tribunales 
 
En este apartado nos enfocaremos en aquellas constituciones que reconocen un 
derecho al ambiente sano pero además permiten que los ciudadanos lo reivindiquen 
judicialmente, trayendo como ejemplo los casos de la Constitución colombiana y la 
Constitución argentina. 
Para el caso colombiano tenemos que en la Constitución política de Colombia se 
recoge el derecho al ambiente sano en el art. 79 pero además se reconoce una acción 
judicial para la defensa de este derecho: la acción popular. En el mismo orden de ideas 
recoge la exigencia de deberes encaminados a asegurar no sólo la preservación y 
conservación del ambiente sino también su restauración en caso de deterioro, en 
cabeza del Estado y de los particulares144. 
Tal consagración ha traído aparejado distintos consecuencias en el 
ordenamiento jurídico colombiano el primero de ellos referente a que en el control 
constitucional de las normas tiene que tener en cuenta los parámetros y postulados de 
la Constitución con contenidos ambientales145 en efecto la Corte Constitucional, por 
ejemplo al analizar la constitucionalidad del articulo 203 la Ley 685 de 2001 referente al 
uso transitorio de “recursos naturales renovables” en zonas de exploración minera 
señalo que se debía analizar si la norma en cuestión no violaba las normas con 
contenido ambiental de la Constitución; expresamente señalo que: 
…la Corte entonces debería establecer si esa prescripción legal atenta 
contra: (i) el artículo 79 de la Carta, que consagra el derecho de todas las personas 
a gozar de un medio ambiente sano;146 (ii)  los artículos 58, 333 y 334 de la Carta, 
que consagran la función social y ecológica de la propiedad y la prevalencia del 
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 Sobre este tema se pueden ver las siguientes sentencia de la Corte Constitucional colombiana C 794 de 
2000, C 431 de 2000, C 359 de 1996, C 519 de 1994, C 423 de 1994, C 176 de 1994,  
145
 En este sentido también puede verse las siguientes sentencias de la Corte Constitucional Colombiana C 
339 de 2002, C 508 de 1999, C 328 de 1995, C 176 de 1994 
146
 C.P. ARTÍCULO 79. “Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado 
proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y 
fomentar la educación para el logro de estos fines.” 
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interés general sobre el particular implícita en la protección de un medio ambiente 
sano;147 (iii) los artículos 2 y 93 de la Constitución, en la medida en que de ellos se 
desprendería la obligación del legislador de respetar el principio de progresividad de 
las medidas de protección legal del medio ambiente, recogido en los pactos y 
convenios internacionales suscritos por Colombia que, al parecer de los actores, 
forman parte del bloque de constitucionalidad; (iv) y los artículos 80148, 333 y 334 de 
la Constitución, que recogen los principios de precaución y desarrollo sostenible, al 
indicar que el Estado debe planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales para prevenir los factores de deterioro ambiental (Corte Constitucional de 
Colombia Sentencia C 813, 2009).  
Como vemos la Corte Constitucional Colombiana expresamente reconoce que la 
legislación que se expida debe ser acorde con los postulados ambientales so pena de 
ser excluida del ordenamiento jurídico colombiano. 
Así mismo la Corte Constitucional ha sostenido que los postulados ambientales 
legitiman la intervención Estatal estableciendo límites o restricciones a las actividades 
económicas en aras de proteger el ambiente (Corte Constitucional de Colombia 
Sentencia C 245, 2004) (Sentencia C 486, 2009)149, además ha sostenido que la 
explotación de los bienes ambientales y el ejercicio de las actividades económicas no 
pueden vulnerar el derecho a un ambiente sano, sin importar lo relevante que para la 
economía del país sea la actividad económica a desarrollar (Corte Constitucional de 
Colombia Sentencia 293, 2002). 
Reconociendo además que en la tarea de construir los mecanismos adecuados 
para la protección ambiental el legislador tienen una amplia libertad, aunque siempre 
sujeto a los postulados de la Constitución150, sin embargo recuerda que la 
administración, según las competencias asignadas en la misma Constitución, también 
                                               
 
147
 C.P. ARTÍCULO 58: “...“La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica.” C.P. ARTÍCULO 334. “La dirección general de la economía estará a cargo del 
Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en 
la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano.” 
C.P ARTÍCULO 333. “La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien 
común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. “…“La ley 
delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio 
cultural de la Nación.  
148
 C.P. ARTÍCULO 80. “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados. Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas 
fronterizas.”   
149
 Se pueden tener en cuenta los siguientes pronunciamientos de la Corte Constitucional: Sentencias C 526, 
de 1994 y C 375 de 1994 
150
 sobre este tópico puede verse las sentencia C 649 de 1997 y sentencia C 359 de 1996 proferidas por la 
Corte Constitucional colombiana. 
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juega un papel muy importante en la concreción efectiva de la protección ambiental ( 
Sentencia C 649, 1997) 151.  
No obstante para la Corte Constitucional Colombiana la implementación de la 
cuestión ambiental tiene amplios efectos en toda la organización social así: Desde el 
plano económico, el sistema productivo ya no puede extraer recursos ni producir 
desechos ilimitadamente, debiendo sujetarse al interés social, al ambiente y al 
patrimonio cultural de la nación; encuentra además, como límites el bien común y la 
dirección general a cargo del Estado. En el plano jurídico el Derecho y el Estado no 
solamente deben proteger la dignidad y la libertad del hombre frente a otros hombres, 
sino ante la amenaza que representa la explotación y el agotamiento de los recursos 
naturales; para lo cual deben elaborar nuevos valores, normas, técnicas jurídicas y 
principios donde prime la tutela de valores colectivos frente a valores individuales (Corte 
Constitucional de Colombia Sentencia C 339, 2002) 152. 
En esta labor de controlar la constitucionalidad de las normas desde la 
perspectiva ambiental la Corte Constitucional ha proferido multitud de sentencias 
abarcando temas tan variados como: las tasas ambientales153, la aprobación de 
tratados internacionales154, la exigencia de requisitos ambientales en trámites 
administrativos y cumplimiento de los mismos en las actuaciones administrativas y de 
particulares155, la capacidad del legislador para crear autoridades ambientales y los 
principios que debe seguir al hacerlo156, competencias para crear normas ambientales 
del legislador y de los entes territoriales157, manejo de sustancia peligrosas158, proceso 
sancionatorio ambiental159, minería y protección ambiental160. 
Ante lo cual cabe preguntarnos lo mismo que nos preguntamos más arriba, 
cuando estudiamos los casos alemán, uruguayo y español,  ¿es el control constitucional 
“ambiental” lo suficientemente profundo?, ¿los tribunales constitucionales han 
incorporado adecuadamente la temática ambiental en la solución de problemas 
concretos? ¿Cuáles son los criterios que determinan o que deberían determinar que 
una norma es ambientalmente admisible? ¿Hasta dónde pueden limitarse otros 
derechos para la protección ambiental? ¿Han sido incorporados por la jurisprudencia 
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 De la misma manera puede observarse la sentencia C 535 de 1996 de la Corte Constitucional 
colombiana. 
152
, Esta tesis también ha sido sostenida por el consejo de Estado (Ref: 76001-23-31-000-2002-04632-02, 
2009) 
153
 Corte Constitucional Sentencias C 013  de 1994 y C 305 de 1995 
154
 Corte Constitucional Sentencias C 054 de 1994, C-176 de 1994, C 519 de 1994,  C 359 de 1996,  C 377 
de 1996, C 508 de 1999, C 671 de 2001 
155
 Corte Constitucional Sentencias C 071 de 1994, C 526 de 1994, C 328 de 1995, C 649 de 1997, C 431 de 
2000, C 245 de 2004 
156
 Corte Constitucional Sentencias C 423 de 1994, c 593 de 1995, C 794 de 2000 
157
Corte Constitucional Sentencia C 535 de 1996 
158
 Corte Constitucional Sentencia C 771 de 1998 
159
 Corte Constitucional Sentencias C 293 de 2002, C 401 de 2010.  C-595 de 2010,  C 742 de 2010 
160
 Corte Constitucional Sentencias c 339 de 2002, C 443 de 2009, C 813 de 2009 
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conceptos como el imperativo ambiental o la huella ambiental? ¿Estos conceptos 
contribuirían a encontrar soluciones a los conflictos ambientales? 
Estas preguntas ameritan una investigación más profunda, sin embargo, en este 
punto podemos hacer algunos comentarios generales sobre algunas posturas que ha 
esgrimido la Corte Constitucional cuando ha hecho control de constitucionalidad 
“ambiental”.  
Así, podríamos identificar una serie de fallos exigentes en la protección del 
ambiente como lo serían aquellos que restringen la posibilidad de sustracción de áreas 
de parques nacionales naturales o parques regionales naturales161 o las que proscriben 
la aplicación del silencio administrativo positivo en materia ambiental162 o en el caso de 
introducción de residuos peligrosos al país cuando al avalar la constitucionalidad de la 
Ley 430 de 1998 la hizo más exigente al señalar que “no significa que cualquier 
desecho o residuo peligroso, que no sea nuclear o tóxico pueda ingresar al país, pues 
de acuerdo con una interpretación sistemática, axiológica y teleológica de la 
Constitución, sólo podrán entrar lícitamente al territorio nacional aquellos desechos o 
residuos (no nucleares o tóxicos) que Colombia pueda manejar en forma tal que no 
lesione el medio ambiente ni atente contra la salud humana, la integridad física y la vida 
de los habitantes, o cualquier otro derecho fundamental (sentencia C 771 de 1998). 
 Igualmente identificamos pronunciamientos que tienden a favorecer la 
protección ambiental como son los que aprueban tratados internacionales de protección 
ambiental163, los que avalan la aplicación del principio de precaución164, o los que 
avalan la aplicación de presunciones de dolo o culpa en el régimen sancionatorio 
ambiental165. 
Sin embargo, al lado de estas también es posible identificar sentencias donde a 
pesar de la protección retórica del ambiente las decisiones terminan siendo laxas y 
permisivas, tal como lo evidencian algunas de las sentencias que se han expedido en el 
tema de minería, específicamente en las sentencias C 339 de 2002 y C 366 de 2011. 
En la primera con ocasión de la demanda de inconstitucionalidad de varios artículos de 
la Ley 685 de 2001, la Corte Constitucional, no obstante reconocer las graves 
consecuencias de la actividad minera a gran escala y a cielo abierto para el ambiente y 
los riesgos para la salud humana, optó por declarar inexequibles los artículos 
abiertamente lesivos de las normas ambientales y por hacer tenues condicionamientos 
a los artículos más permisivos y avaló un estatuto minero orientado a facilitar la 
explotación del conjunto del territorio con ciertas y determinadas excepciones. 
(Colmenares, 2011) 
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 Aunque en estas mismas avala la posibilidad de sustraer áreas de las zonas de reserva forestal Ver 
Sentencia: C-649/97 y C-598/10 de la Corte Constitucional Colombiana 
162
 Ejemplo de esto son las sentencias Sentencia: C-328/95 y Sentencia: C-431/00 
163
 Corte Constitucional Sentencias C 054 de 1994, C-176 de 1994, C 519 de 1994,  C 359 de 1996,  C 377 
de 1996, C 508 de 1999, C 671 de 2001 
164
 Sentencia 293 de 2002 
165
 Sentencia C 595 de 2010 
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Por su parte en la segunda sentencia reseñada, la Corte fue laxa, prolongando la 
vigencia de un conjunto de normas no consultadas, en abierta violación del artículo 330 
de la Constitución y el Convenio 169 de la OIT, so pretexto de mantener las normas 
protectoras del ambiente, cuando bien hubiera podido modular el fallo manteniendo la 
vigencia de la prohibición de la minería en los páramos, que es la única novedad 
positiva que contiene la Ley 1382 de 2010 y excluir aquellas normativas que buscan 
establecer un claro modelo extractivo de bienes ambientales y naturales166, con lo cual, 
para nada incide sobre las comunidades indígenas y afrodescendientes; por el contrario 
las favorece pues el agua que discurre por sus territorios y sin la cual su vida y su 
cultura son imposibles se vería afectada por la actividad minera en tales ecosistemas 
estratégicos para el ciclo hidrológico (Colmenares, 2011). 
Igualmente hay que llamar la atención de aquellos casos que escapan al control 
constitucional por parte de la Corte Constitucional colombiana y que por disposición 
constitucional y de manera  residual el control corresponde al Consejo de Estado167; 
situación bastante importante pues es precisamente mediante actos administrativos que 
el Estado toma importantes decisiones que pueden afectar el ambiente , como lo fue la 
autorización para la fumigación con glifosato en parques naturales mediante  la 
resolución 013 de 2003 expedida por el Consejo Nacional de Estupefacientes. En este 
caso bien cabe preguntarse cómo ha ejercido sus competencias el Consejo de Estado o 
cuantos actos administrativos han sido anulados por contradecir las dispocisiones 
ambientales de la Constitución. 
Sin perjuicio de lo anterior es bueno recordar que en Colombia, en lo referente a 
la materia ambiental, la acción de inconstitucionalidad ha significado incorporar un 
nuevo debate extra al producido por el legislativo y el cual no es otro que el que se 
efectúa en el ámbito judicial donde actores populares provenientes de las 
organizaciones étnicas, ambientalistas y la academia, defienden posiciones 
constitucionales y estándares internacionales en materia de derechos humanos (entre 
ellos los derechos humanos colectivos y ambientales) para defender el orden 
constitucional y avanzar no solo en los reconocimientos formales constitucionales sino 
en la protección efectiva de tales derechos cuyo deber compete en primer lugar al 
legislador ordinario (el Congreso) y seguidamente al legislador extraordinario (el 
Ejecutivo). 
La Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, ha hecho innovaciones 
importantes en materia de interpretación constitucional. Como reglas importantes en 
                                               
 
166
 la misma Corte Constitucional señala que la Ley 1382/10, aunque contiene reformas puntuales al Código 
de Minas, se trata de una normatividad que responde un propósito específico e identificable, consistente en la 
modificación de dicho Código, a efectos de modernizar la legislación minera, de cara a obtener instituciones y 
procedimientos que permitieran (i) el aprovechamiento de recursos de manera competitiva; (ii) facilitar y ampliar la 
inversión, incluso de origen extranjero, en la actividad minera del país; (iii) formalizar las actividades mineras 
existentes y tecnificar las modalidades tradicionales y artesanales de explotación; (iv) incidir en el crecimiento 
económico y la superación de la pobreza; y (v) lograr conciliar la actividad minera con el desarrollo sostenible y la 
protección del medio ambiente. (Sentencia C 366 de 2011. 
167
 Constitución Política de Colombia Art 236 No 2 
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materia de interpretación, con incidencia en lo ambiental, se destacan por parte 
de  Barrera Carbonell (2006) las siguientes:  
i) las normas ambientales contenidas en la Constitución deben interpretarse 
de manera sistemática y unitaria y no de  manera aislada; al interpretar éstas se 
debe preferir aquel entendimiento que mejor conduzca a la realización de los fines 
que ellas se proponen en cuanto a garantizar la sanidad del ambiente y la protección 
de los recursos renovables; 
  
ii) cuando una norma constitucional ambiental define un concepto, el 
legislador no puede desnaturalizarlo o desdibujarlo, so pretexto de interpretarlo o 
desarrollarlo; 
  
iii) las normas ambientales de la Constitución se aplican de preferencia frente 
a las que consagran derechos económicos; éstos están subordinados a aquella, en 
razón de la función ecológica que es inherente a la propiedad y a la empresa; 
  
iv) cuando las normas de la Constitución protegen en términos irrestrictos 
determinados bienes ambientales, vgr. El carácter de inalienables, imprescriptibles e 
inembargables de los parques naturales, ha de entenderse que lo que se busca es la 
conservación de los bienes que tienen tal condición, o incrementar su 
establecimiento, pero en modo alguno extinguirlos o modificarlos sustancialmente8; 
  
v) las normas ambientales que expida el legislador, deben ser razonables y 
proporcionadas a la finalidad buscada; si no poseen estos atributos resultan 
inconstitucionales; 
  
vi) las normas ambientales se presumen constitucionales, para efectos de 
garantizar la seguridad jurídica y de asegurar el principio de conservación del 
derecho. En caso de duda se debe optar por una decisión de exequibilidad; si la 
norma ofrece varias interpretaciones se debe preferir aquella que resulte acorde con 
la Constitución y desechar las que se estimen contrarias a estas; para conservar la 
obra del legislador es posible dictar sentencias condicionadas o integradoras, que 
permiten declarar la norma constitucional bajo ciertos condicionamientos, o 
incorporar a la norma el ingrediente constitucional que le hace falta para que resulte 
conforme con la norma superior condicionar la decisión; 
  
vii) al interpretar el sentido de una norma ha de considerarse su efecto útil; 
están proscritas, por consiguiente, las interpretaciones que conduzcan al absurdo. 
 
No obstante también debemos destacar que los debates en las demandas de 
inconstitucionalidad no son ajenos a el papel que los grupos de interés juegan al interior 
de los escenarios judiciales e infortunadamente, en efecto, determinados grupos de 
interés fundamentalmente económicos logran prevaler en algunas ocasiones sobre los 
interés colectivos, comunes y ambientales, especialmente porque la concepción 
desarrollista basada en el crecimiento económico (que privilegia la explotación, la 
depredación, el deterioro y la contaminación del ambiente y sus elementos) inscrita en 
el país y en la Carta Constitucional. Entonces bien cabe preguntarse ¿Cómo los 
tribunales constitucionales han intentado equilibrar las necesidades de protección 
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ambiental con los postulados de crecimiento económico inscritos en las mismas 
constituciones?, ¿han sido estos intentos para equilibrar estos postulados suficientes o 
adecuados? 
Sin desconocer la importancia de las consideraciones anteriores lo realmente 
novedoso168, es el hecho de que estas constituciones reconocen la posibilidad de 
accionar judicialmente en defensa del derecho al ambiente sano, así por ejemplo la 
Constitución colombiana estatuye especialmente la acción popular para la defensa de 
este derecho. 
En efecto la regulación de las acciones populares en Colombia es quizás una de 
las más amplias que se haya elaborado para la defensa del derecho a un ambiente 
sano169. Esta acción puede ser interpuesta por cualquier persona natural o jurídica. 
Incluyéndose las organizaciones no Gubernamentales, las Organizaciones Populares, 
Cívicas o de índole similar. Además la ley coloca a algunas autoridades del Estado 
como legitimadas (y obligadas) para interponer este tipo de acciones como lo son las 
entidades públicas que cumplan funciones de control, intervención o vigilancia, siempre 
que la amenaza o vulneración a los derechos e intereses colectivos no se haya 
originado en su acción u omisión. El Procurador General de la Nación, el Defensor del 
Pueblo y los Personeros Distritales y municipales, en lo relacionado con su 
competencia. Los alcaldes y demás servidores públicos que por razón de sus funciones 
deban promover la protección y defensa de este tipo derechos e intereses. 
Análogamente es de destacar que para interponer este tipo de acciones ni 
siquiera en necesario acreditar algún tipo de interés particular en la solución de la 
controversia (cuestión que como hemos visto si ha planteado dificultades en otros 
ordenamientos), esta tesis se encuentra ampliamente respaldada por la jurisprudencia 
del Consejo de Estado ( ref: 73001-23-31-000-2000-3654-01, 2001) 170, el cual incluso 
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 en el sentido de que consideraciones como estas pueden ser encontradas en países donde solo se consagra 
el deber de protección ambiental en cabeza del Estado o donde se reconoce un derecho al ambiente sano sin 
reconocer acción judicial 
169
 la Ley 472 de 1998 (que regula las acciones populares en Colombia) contempla que puede acudirse a esta 
acción para proteger entre otros los siguientes derechos e intereses colectivos a) El goce de un ambiente sano, de 
conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; b) La moralidad 
administrativa; c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos 
naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las 
especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados 
en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y 
restauración del medio ambiente; d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso 
público; e) La defensa del patrimonio público; f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; g) La seguridad y 
salubridad públicas; h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; i) La libre 
competencia económica; j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; k) La 
prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la 
introducción al territorio nacional de residuos nucleares o tóxicos; l) El derecho a la seguridad y prevención de 
desastres previsibles técnicamente; m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de 
los habitantes; n) Los derechos de los consumidores y usuarios. 
170
 Esta tesis también es expuesta por el Consejo de Estado (ref: 25000-23-24-000-2001-0243-01, 2002) 
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ha afirmado que ni siquiera es necesario habitar en el lugar donde se produce la 
afectación al ambiente ( Ref: 73001-23-31-000-2003-01768-01, 2007). 
De la misma forma debe señalarse que este tipo de acciones pueden 
interponerse para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a 
su estado anterior por esta razón se le reconoce tanto un carácter preventivo como uno 
resarcitorio (Consejo de Estado ref: 25000-23-25-000-2001-0223-01, 2002)171.  En el 
mismo orden de ideas esta acción procede tanto contra las autoridades públicas como 
contra particulares cuando por acción o por omisión amenacen o violen derechos e 
intereses colectivos, entre ellos el derecho a un ambiente sano, incluso la jurisprudencia 
del Consejo de Estado llego a aceptar que por esta vía se pudiera debatir la legalidad 
de los actos administrativos (Consejo de Estado Ref: 25000-23-25-000-2002-00093-01, 
2009) sin embargo el legislador limitaría esta posibilidad con la expedición de la Ley 
1437 de 2011172.  
Además estas acciones gozan de un trámite preferencial sobre los demás 
asuntos que conoce el juez respectivo excepto el recurso de Habeas Corpus, la Acción 
de Tutela y la Acción de cumplimiento. Y además se dota al juez de amplios poderes 
para decretar pruebas de oficio y establecer la afectación del derecho presuntamente 
lesionado. 
No obstante lo anterior, las verdaderas consecuencias de estas disposiciones 
deben evaluarse en el terreno práctico para lo cual , y aunque no es el objeto principal 
de este trabajo, es importante reseñar algunos pronunciamientos del Consejo de 
Estado que ilustran algunos de los usos que se le ha dado a este mecanismo judicial de 
protección al derecho a un ambiente sano. 
Un primer ejemplo lo podemos encontrar en un caso presentado en el municipio 
de Purificación el cual había omitido adecuar el relleno sanitario existente a la normativa 
técnica y ambiental173, y elaborar el Plan para la Gestión Integral de Residuos Sólidos 
(PGIRS) establecido en el artículo 8º del Decreto 1713 de 2002, tal como fue 
establecido del material probatorio del caso. Ante esta violación el Tribunal 
administrativo y el Consejo de Estado decidieron amparar el derecho a un ambiente 
sano impartiendo órdenes precisas para que tanto el municipio como la empresa de 
servicio de aseo del municipio empezaran a cumplir con sus obligaciones en materia 
ambiental.  
En efecto en aquella ocasión ordeno entre otras cosas: que con cargo a los 
recursos que se giraron en el año 2008 por la Nación como se adopte un plan de acción 
que aseguren que en un tiempo razonable, que no mayor de dos (2) años se ejecute el 
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 Ver también Consejo de Estado (AP 025, 2002)  
172
 La Corte Constitucional declaro exequible la normativa que prohíbe al juez anular un acto administrativo 
o contrato para defender un derecho colectivo mediante la sentencia C 644 de 2001. 
173
 Que en este caso eran los artículos 65 y 66 de la Ley 99 de 1993; 99 y 100 del Decreto 1713 de 2002; y  
9 del Decreto 1180 de 2003. 
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proyecto de construcción y reubicación del relleno sanitario. Además se ordenó que se 
implementen los procedimientos para el tratamiento técnico y ambiental de los residuos 
sólidos en el municipio de Purificación. Y que se adecuara en la plaza de mercado del 
municipio un sitio para almacenar los residuos sólidos, con el fin de evitar la 
proliferación de malos olores y vectores infectocontagiosos (Consejo de Estado Ref: 
73001-23-31-000-2003-01768-01, 2007). 
En otro caso en el cual un arroyo que unía dos barrios de Sincelejo presentaba 
un alto grado de deterioro ambiental causado por el vertimiento a su cauce de aguas 
negras a través de tuberías averiadas.  Igualmente el caudal de este arroyo era 
acrecentado por las aguas lluvias y en sus orillas permanecía gran cantidad de maleza 
adicionalmente en el caudal de este arroyo iban a parar los excrementos y la sangre 
provenientes del Seguro Social y de una Clínica cercana.  
Ante esta situación y una vez comprobada la vulneración al derecho al ambiente 
sano y el incumplimiento de las autoridades públicas con respecto a sus obligaciones 
ambientales, especialmente las contenidas en la Ley 99 de 1993, se le ordeno al 
municipio de Sincelejo, adelantar los estudios que aprueben la alternativa más viable 
que permita la ejecución del proyecto que garantice la canalización del Arroyo que une 
el Barrio Santa Fe con la Plaza de Mochila de esta ciudad. Para tal fin se le concedió el 
término de tres (3) meses contados a partir de la ejecutoria de la sentencia que decidió 
este asunto, debiendo incluir la partida necesaria en el presupuesto de la vigencia en 
curso al momento de quedar en firme esta sentencia. Y Además se le ordeno a la 
Empresa aguas de la Sabana s.a. e.s.p., que gestione y ejecute los proyectos 
necesarios que permitan solucionar los problemas del alcantarillado del sector del barrio 
Santa Fe.  Para tal efecto se le concedieron seis (6) meses (Consejo de Estado Ref: 
70001-23-31-000-2004-01270-01, 2008). 
Inclusive es posible identificar algunos fallos en los que el Consejo de Estado ( 
Ref: 73001-23-31-000-2003-01768-01, 2007) ha sostenido que tratándose de las 
competencias y obligaciones ambientales no basta a la autoridades públicas con 
argumentar la falta de recursos, pues este tribunal ha sostenido que es obligación de 
las autoridades públicas hacer todo lo posible, dentro de las facultades otorgadas por la 
ley, para apropiar los recursos necesarios para cumplir con las obligaciones de 
protección ambiental174. En ese orden de ideas se han obtenido fallos que ordenan 
distintas acciones para proteger el ambiente desde apropiar recursos hasta llevar a 
cabo estudios u obras e incluso abstenerse de llevar a cabo proyectos que pueda 
afectar el ambiente (Consejo de Estado Ref: 25000-23-25-000-2000-0254-01, 2009)175.  
Ahora bien los anteriores ejemplo nos muestran la potencialidad que tienen estas 
acciones y como han permitido que los ciudadanos se conviertan en “guardianes” del 
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 Esta tesis es ratificada por el Consejo de Estado (76001-23-31-000-2004-00212-01, 2010) 
175
 Ordenes similares tan bien se le han dado a algunos particulares que con sus acciones u omisiones han 
lesionado o amenazado con lesionar el derecho a un ambiente sano, y en especial cuando han violado normas 
ambientales (como por ejemplo las regulaciones sobre contaminación visual o auditiva). (Consejo de Estado Ref: 
50001-23-31-000-2004-00819-01(AP), 2010) 
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ambiente en el sentido que han logrado defender con éxito su derecho a un ambiente 
sano exigiendo el cumplimiento de las obligaciones ambientales en cabeza de las 
autoridades públicas y de los particulares, siendo una de sus principales fortalezas la 
amplia legitimidad tanto por activa como por pasiva, lo cual hace que el debate se 
centre estrictamente en la vulneración o no del derecho a un ambiente sano (Londoño 
Toro, Figueredo Medina, & Gonzalez Acosta, 2009, 39-40).  
Sin perjuicio de lo anterior también debemos señalar que se han presentado 
casos donde la protección ambiental ha sido dejada claramente a un lado. Un caso 
emblemáticos se presentó cuando: el Instituto Colombiano Agropecuario -ICA= autorizo 
a la empresa Monsanto para la importación de 50.000 Kilogramos de semilla de 
algodón Bt (un organismo modificado genéticamente) con destino a ensayos 
semicomerciales de aproximadamente 2.000 hectáreas. Los principales argumentos del 
actor y los coadyuvantes estaban basados en la exigencia del cumplimiento de las  
obligaciones por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y la 
aplicación del principio de precaución. 
No obstante haber obtenido una decisión favorable en primera instancia ante el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, En segunda instancia la decisión fue 
favorable a las pretensiones de la multinacional Monsanto, en aquella oportunidad el 
Consejo de Estado sostuvo que en el momento en que el ICA autorizo a esta empresa 
a importar el organismo modificado genéticamente no era necesaria la licencia 
ambiental, y por tanto bastaba con la autorización del ICA para llevar a cabo la 
importación de estos organismos (ref: AP 25000-23-27-000-2003-00181-02., 2004).  
Así se dejaron de lados principios ambientales como el de precaución. Y se 
desconoció la normativa constitucional y legal colombiana que ha consagrado la 
responsabilidad del Estado en el control ambiental en armonía con las exigencias del 
derecho internacional. En especial la licencia ambiental, que es uno de los principales 
instrumentos para la evaluación y el control ambiental, ya estaba consagrada en 
Colombia desde la Ley 99 de 1993. De igual manera, el Convenio de Diversidad 
Biológica, que establece la obligación de evaluar los impactos ambientales para los 
Estados, este convenio se encuentra vigente en Colombia desde 1994. (Londoño Toro 
B. , 2007, 14) 
Otro caso que demuestra como en algunas ocasiones el Consejo de Estado se 
ha apartado de la protección ambiental se encuentra en los casos sobre fumigaciones 
con glifosato. 
En un caso del año 2004 negó la protección al derecho al ambiente sano 
sosteniendo que no se infiere, con certeza, que el glifosato empleado para la 
erradicación de los cultivos ilícitos produzca daños irreversibles en el ambiente y por 
tanto no se puede llegar a la suspensión de las fumigaciones, pues tal medida podría 
llevar al debilitamiento del Estado al tiempo que se fortalecerían los distintos grupos que 
se financian con el producto del tráfico de drogas, que es, sin duda alguna, flagelo para 
la sociedad colombiana y para toda la humanidad. Aunque también señalo que la 
aspersión debe producirse de conformidad con las pautas que señalen las autoridades 
ambientales, sin que deba permitirse su más leve transgresión; razón por la cual es 
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necesario que se lleve a cabo un control permanente con evaluaciones continuas de los 
efectos que puedan ir apreciándose. (Consejo de Estado ref: 25000-23-25-000-2001-
0022-02).  
Valga resaltar que en este caso y como lo señalan algunos de los salvamentos 
de voto no existía un acuerdo sobre los efectos del glifosato sobre el ambiente, algunos 
de los conceptos técnicos y científicos sostenían que era un agente contaminante 
mientras otros argumentaban que no lo era. Así pues ¿Qué hacer? Es este caso 
pensamos que debió darse aplicación al principio de precaución, tal como lo expusieron 
los consejeros Jesus Maria Lemos Bustamante, Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta y la 
consejera Maria Elena Giraldo Gomez; en el salvamento de voto elaborado por ellos en 
este processo. 
Casos como el anterior nos sugieren algunos aspectos más que deben ser 
analizados y cuyo abordaje no es posible hacer en este escrito, por desbordar el campo 
de interés, por ejemplo puede plantearse cuestiones como ¿Cuál es el grado de 
cumplimiento de estas sentencias?, ¿Qué sucede cuando el demandado es una 
empresa con un poder económico bastantes amplio?, ¿Cómo han sido usados los 
poderes del juez en este tipo de procesos?, ¿Qué pasa en aquellos casos donde 
acciones u omisiones humanas degradan el ambiente pero no contrarían alguna norma 
ambiental de manera particular? ¿Es posible construir la protección ambiental sobre 
criterios como el imperativo ambiental o la huella ambiental derivando obligaciones que 
no estén expresamente señaladas en la legislación? 
Adicionalmente es de señalar que actualmente las acciones populares se 
encuentran sometidas a una serie de críticas que buscan limitarla en especial se busca 
reducir los incentivos176 a quienes interponen este tipo de acciones y reducir la 
legitimidad por activa esto con el supuesto fin de reducir la congestión judicial (Londoño 
Toro, Figueredo Medina, & Gonzalez Acosta, 2009, 39). No obstante como hemos 
señalado precisamente la posibilidad amplia de accionar es una de las principales 
fortalezas de esta acción en tanto ha permitido por un lado la participación de la 
comunidad en general en la gestión ambiental y por el otro precisamente esta amplitud 
ha permitido que los ciudadanos actúen como guardianes de su ambiente, 
convirtiéndose en verdaderos supervisores del cumplimiento de las disposiciones 
ambientales y de las obligaciones puestas en cabeza tanto del Estado como de los 
particulares.  
Así mismo como han resaltado algunos autores el sistema aun es incompleto en 
tanto la Ley 472 de 1998 (que regula las acciones populares) no previo un mecanismo 
de revisión eventual o de unificación de jurisprudencia en el orden nacional para las 
acciones populares contra particulares177 lo que al decir de algunos autores ira 
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 Así por ejemplo en Colombia mediante Ley 1425 de 2010 fueron eliminados los incentivos económicos 
para quienes interponían este tipo de acciones, ley que fue declarara exequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia 630 de 2011. 
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 en tanto que tratándose de acciones populares contra autoridades públicas este vacío fue llenado 
mediante la Ley 1285 de 2009 
 El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 
mecanismo de protección judicial en el derecho comparado 
 
provocando una paulatina regionalización de la jurisprudencia en materia de derechos 
colectivos (Narvaes, 2009, 168). En la misma vía aun hoy es necesario elucidar el papel 
que han jugado los jueces civiles del circuito y los tribunales superiores de distrito en el 
desarrollo de las acciones populares contra particulares en tanto hoy son escasos los 
estudios sobre este tópico en particular (Londoño Toro, Figueredo Medina, & Gonzalez 
Acosta, 2009, 45-46). En forma análoga resulta necesario analizar el impacto en la 
protección de los derechos ambientales que trajo aparejada la entrada en 
funcionamiento de los jueces administrativos. 
Sin perjuicio de lo anterior también es relevante resaltar el papel que han jugado 
las acciones de tutela178 en la protección del derecho a un ambiente sano, a pesar de 
que la doctrina actual de la Corte Constitucional sostiene que este derecho no es 
amparable vía tutela si no se cumplen los siguientes presupuestos: 
“1. Que exista conexidad entre la vulneración de un derecho colectivo y la 
violación o amenaza a un derecho fundamental de tal suerte que el daño o la 
amenaza del derecho fundamental sea consecuencia inmediata y directa de la 
perturbación del derecho colectivo. 
2. El peticionario debe ser la persona directa o realmente afectada en su 
derecho fundamental, pues la acción de tutela es de naturaleza subjetiva. 
3. La vulneración o la amenaza del derecho fundamental no deben ser 
hipotéticas sino que deben aparecer expresamente probadas en el expediente. 
4. La orden judicial debe buscar el restablecimiento del derecho fundamental 
afectado y no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con su 
decisión resulte protegido, igualmente, un derecho de esta naturaleza (Corte 
Constitucional de Colombia Sentencia T 1451, 2000)179 
No obstante que en principio el acceso a la protección del derecho al ambiente 
sano por medio de la acción de tutela es restringido180, se ha logrado obtener 
decisiones favorables a la protección de este derecho obteniéndose órdenes para que 
las autoridades públicas tomen medidas tendientes a la protección del ambiente de las 
personas afectadas181 (los demandados en este tipo de acciones son por regla general 
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 Aunque hay que destacar que la interposición de tutelas en las cuales se reivindica el derecho a un 
ambiente sano se han visto reducidas desde la expedición de la reglamentación de las acciones populares mediante la 
Ley 472 de 1998. 
179
 Esta postura también es expuesta en Sentencia T 045 de 2009 y la SU 1116, 2001 
180
 Incluso puede sostenerse que la procedencia de la acción de tutela ha venido evolucionando y 
volviéndose más restrictiva, en especial desde la expedición de la Ley 472 de 1998, en este orden de ideas puede 
compararse sentencias como la SU 442 de 1997, la T 257 de 1996 con sentencias más recientes como la T 1451 de 
200 y la SU 1116 de 2001 
181
 Este tipo de casos se evidencian en (Sentencia T 299, 2008), ( Sentencia T 022, 2008),  ( Sentencia T 
514, 2007) 
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autoridades públicas en tanto que la acción de tutela solo procede contra particulares 
de manera excepcional182);  
Sin embargo según indican algunos autores la acción de tutela, con su 
configuración actual, puede que no sea el medio más eficaz para la protección del 
ambiente, por cuanto la cuestión principal en la acción de tutela no es la afectación al 
ambiente sino la afectación a la salud, a la vida o la integridad de una persona 
determinada (piense por ejemplo en el caso de un caso en el que se pruebe la 
contaminación del agua pero no que esta contaminación causo o puede causar una 
enfermedad determinada en este caso a pesar de ser clara la afectación al ambiente 
nada podría hacer el juez de tutela para protegerlo). 
La anterior situación se evidencia claramente algunos pronunciamientos 
recientes de la Corte Constitucional como la sentencias T 576 de 2005, sentencia en la 
cual la Corte Constitucional se ha negado a otorgar el amparo constitucional porque los 
accionantes “no demostraron la vulneración o amenaza de sus derechos 
fundamentales, pues dentro del expediente, no obra prueba alguna que acredite que 
producto de esta situación, ellas o miembros de su núcleo familiar padezcan o estén 
sobrellevando problemas de salud, o haya sido afectado su derecho o a la integridad 
personal.” A pesar de encontrar que “existe documentación e informes técnicos que 
señalan la supuesta existencia de un derecho colectivo vulnerado [ambiente sano]183  
No obstante, y según lo expuesto más arriba, cuando el accionante ha logrado 
superar los requisitos de “procedibilidad” y se logra demostrar la afectación tanto del 
derecho al ambiente sano como de un “derecho fundamental” se han impartido ordenes 
similares a algunas de las proferidas por el Consejo de Estado al decidir acciones 
populares en defensa del ambienta; esto  a pesar de que según la jurisprudencia 
constitucional cuando se decide una acción de tutela en la cual se involucran derechos 
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 La acción de tutela procederá contra acciones u omisiones de particulares en los siguientes casos: 1 
Cuando contra quien se hubiere hecho la solicitud esté encargado de la prestación del servicio público de educación. 
2 Cuando contra quien se hubiere hecho la solicitud esté encargado de la prestación del servicio público de salud. 3  
Cuando aquel contra quien se hubiere hecho la solicitud esté encargado de la prestación de servicios públicos 
domiciliarios. 4 Cuando la solicitud fuere dirigida contra una organización privada, contra quien la controle 
efectivamente o fuere el beneficiario real de la situación que motivo la acción, siempre y cuando el solicitante tenga 
una relación de subordinación o indefensión con tal organización. 5  Cuando quien se hubiere hecho la solicitud viole 
o amenace el Art. 17 de la Constitución. 6  Cuando la entidad privada sea aquella contra quien se hubiere hecho la 
solicitud en ejercicio del habeas data de conformidad con lo establecido en el Art. 15 de la Constitución. 7  Cuando 
se solicite rectificación de informaciones inexactas o erróneas. En este caso se deberá anexar la transcripción de la 
información de la copia de la publicación y la rectificación solicitada que no fue publicada en condiciones que 
aseguren la eficacia de la misma. 8  Cuando el particular actué o deba actuar en ejercicio de funciones públicas en 
cuyo caso se aplicara el mismo régimen que a las autoridades públicas. 9  Cuando la solicitud sea para tutelar la vida 
o la integridad de quien se encuentre en situación de subordinación o indefensión respecto del particular contra el 
cual se interpuso la acción. Se presume la indefensión del menor que solicite la tutela. 
183
 Esta misma situación se presenta también en otros pronunciamientos de la Corte Constitucional como la 
sentencia SU 383 de 2003, SU 1116 de 2001, T 1451 de 2000 entre otras. Así pues la protección del ambiente de 
manera independiente a intereses humanos como la salud, la integridad física o la vida es imposible en la 
configuración actual de la acción de tutela. 
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“fundamentales” y derechos colectivos184 “La orden judicial debe buscar el 
restablecimiento del derecho fundamental afectado y no del derecho colectivo en sí 
mismo considerado” 
Lo precedente se evidencia en casos como el decidido en la sentencia T 045 de 
2009, en esta oportunidad la Corte Constitucional tuvo que decidir un caso en el cual 
por el  taponamiento del sistema de alcantarillado se estaba provocando una filtración 
de aguas residuales que, a su vez, estaba causando daños en las estructuras de casas 
del sector y en la salud de los habitantes. Frente a la anterior situación esta corporación 
ordeno “la realización inmediata de estudios técnicos, que permitan determinar la forma 
expedita de solucionar definitivamente el problema de taponamiento del alcantarillado y 
filtración de aguas negras, […]. Los trabajos respectivos serán acometidos en seguida y 
terminados a cabalidad antes del 31 de julio de 2009.” Decisión que guarda una clara 
similitud con las proferidas por el Consejo de Estado al amparar el derecho al ambiente 
sano.  
Otros ejemplos de la similitud de las decisiones de la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado, al decidir casos que involucran el derecho al ambiente sano, 
pueden encontrarse en otras de las sentencias de la Corte Constitucional como la T 299 
de 2008, T 022 de 2008, T 554 de 2002185  
Una vez expuesto todo lo anterior como conclusión podemos decir que la 
posibilidad de accionar en defensa del ambiente en Colombia se ha convertido en una 
herramienta para lograr la protección del ambiente, su amplitud es una de sus 
características más importantes permitiendo que el debate se centre en la vulneración o 
no del derecho a un ambiente sano. Además esta misma amplitud ha permitido el 
aumento del control social sobre las autoridades públicas y los particulares, dando 
posibilidad a que todos los ciudadanos se conviertan en “supervisores” de las 
obligaciones ambientales en cabeza tanto de las autoridades públicas como de los 
particulares. 
Ejemplos análogos pueden encontrarse en Argentina, país donde al igual que en 
varias constituciones latinoamericanas se reconoce el derecho a un ambiente sano en 
su texto constitucional por lo cual se le considera un límite a la actividad del legislador 
quien adelante deberá no solo producir normas tendientes a protegerlo sino que 
además no puede menoscabarlo al legislar (Falbo, 2009, 45). 
En efecto en Argentina el art 41 de la Constitución consagra el derecho a un 
ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano; y el art. 43 consagra la 
acción de amparo (acción mediante la cual cualquier ciudadano puede hacer valer sus 
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 como el derecho a un ambiente sano 
185
 entre varias más en las cuales se ha ordenado entre otras cosas la obtención de permisos ambientales, 
ordenes de cumplir la normativa ambiental o incluso de construir alcantarillados. Aunque claro esta es de recordar 
que el Consejo de Estado, en la medida que no requiere que concurra la afectación del derecho al ambiente sano con 
otro derecho “fundamental”, tiene un espectro mucho más amplio tanto de casos en los que se afecta el ambiente 
como para tomar medidas protectoras del mismo. 
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derechos constitucionales) como el mecanismo idóneo para los derechos que protege 
el ambiente. (Amaya Navas, 2003) Además es de destacar que esta acción 
procede  contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en 
forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o 
ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución argentina 
(entre ellos a un ambiente sano). 
De manera especial tratándose del derecho a un ambiente sano el artículo 43 de 
la Constitución argentina señalo que “Podrán interponer esta acción (la acción de 
amparo) contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que 
protegen al ambiente, (…) en general, el afectado, el defensor del pueblo y las 
asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que 
determinará los requisitos y formas de su organización.” Como se observa la 
Constitución Argentina eligió una formulación más restringida de la legitimidad por 
activa que la Normatividad colombiana, para la defensa del ambiente.  
No obstante pronto la jurisprudencia se vio enfrentada a la cuestión de ¿Quién es 
el afectado cuando se trata de la violación del derecho a un ambiente sano? Así aunque 
en principio surgieron tesis restrictivas que exigían alguna afectación directa a la 
persona que interponía la acción de amparo, poco a poco la jurisprudencia argentina 
empezó a interpretar de manera más amplia el término “afectado” lo que a su vez 
provoco que la legitimidad por activa se viera ampliada (Walsh, 2001), llegándose a un 
relativo consenso sobre que el termino afectado debía entenderse como habitante de 
provincia (Esain J. , 2010). 
Sin embargo el legislador argentino expedirá la Ley 25.675 intentando 
reglamentar la acción de amparo con respecto al derecho a un ambiente sano 
reconocido en la Constitución argentina (Esain J. , 2010).  En dicha ley el legislador 
creo un sistema dual de legitimidad para interponer la acción de amparo según lo que 
se pretenda en la demanda.  
De este modo si lo que se pretende es el cese del daño ambiental cualquier 
persona está legitimada para interponer la acción de amparo (siendo en este caso la 
legitimidad mucho más amplia que la reconocida en la Constitución y la jurisprudencia) 
(Esain J. A., 2006), por el contrario si lo que se pretende es obtener la recomposición 
del ambiente dañado los legitimados para interponer la acción serán el afectado186, el 
Defensor del Pueblo y las asociaciones no gubernamentales de defensa ambiental, 
conforme lo prevé el artículo 43 de la Constitución Argentina, pero se extiende la 
legitimidad al Estado nacional, provincial o municipal. Como vemos el camino seguido 
por el ordenamiento jurídico argentino ha sido una progresiva ampliación de la 
legitimidad para interponer acciones en defensa del derecho a un ambiente sano, 
primero jurisprudencialmente y luego mediante el actuar del legislador187.  
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 que como hemos indicado la jurisprudencia iguala a habitante del lugar 
187
. Aunque debemos admitir que aún es restringido si se compara con la regulación colombiana (Peluffo, 
2007, 29). 
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Así mismo es de destacar que mediante esta acción individuos y en algunas 
oportunidades colectivos humanos han logrado defender con éxito su derecho a un 
ambiente sano y controlar el actuar del Estado en materia ambiental un ejemplo 
podemos verlo en el caso “Comunidad Indígena del pueblo Wichi Hoktek Toi 
c/Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable”. En este caso la Comunidad 
indígena indicada solicitó la declaración de nulidad de dos actos administrativos 
emitidos por la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia 
de Salta. En concreto el certificado 368 extendido el 23/7/1996 y válido hasta el 23/7/99 
que autorizaba la deforestación indiscriminada de los Catastros rurales del 
Departamentos de San Martín de esa provincia y la actualización emitida por nota del 
30/11/99 y válida hasta el 30/11/2002 autorizando la prórroga del permiso sobre una 
superficie de 120 has.  
En aquella oportunidad la Corte Suprema de la Nación Argentina sostuvo que 
“constituye un exceso de rigor formal sostener que las cuestiones requerían mayor 
debate y prueba, pues a fin de determinar la existencia de arbitrariedad o ilegalidad 
manifiesta, resultaba suficiente controlar que los actos impugnados hubieran respetado 
los procedimientos exigidos por la legislación provincial y nacional vigentes para 
autorizar la actividad. A tal fin, bastaba con examinar si, de conformidad con las normas 
invocadas por la actora, la autorización y prórroga de la actividad en cuestión requería 
una evaluación previa de impacto ambiental y social, y si se había respetado lo 
dispuesto por el art. 75 inc 17188 de la Constitución Nacional (Recurso de hecho 
deducido por la Comunidad Indígena del pueblo Wichi Hoktek Toi c/Secretaría de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sustentable, 2002) . 
Otro ejemplo lo podemos encontrar en el caso Mendoza, Beatriz S. y otros v. 
Estado Nacional y otros s/ Daños y Perjuicios derivados de la contaminación del Río 
Matanza - Riachuelo", fallo del 20 de junio de 2006. En este fallo la Corte Suprema de 
Justicia Argentina afirmo que:  
"La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que cada uno de 
los ciudadanos tiene respecto del cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y 
la fauna, de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son el 
correlato que esos mismos ciudadanos tienen a disfrutar de un ambiente sano, 
para sí y para las generaciones futuras, porque el daño que un individuo causa al 
bien colectivo se lo está causando a sí mismo. La mejora o degradación del 
ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que 
pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía 
con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos 
constitucionales". Incluso utilizando esta acción se ha logrado detener proyectos 
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 Esta norma establece que corresponde al congreso Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los 
pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e 
intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las 
tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; 
ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación 
en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer 
concurrentemente estas atribuciones. 
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de gran escala, hasta tanto no se cumplan con las regulaciones ambientales, 
como lo es la aprobación del estudio de impacto ambiental (Villivar, Silvana Noemí 
c. Provincia del Chubut y otros, 2007). 
Otra muestra del uso de la acción de amparo, lo encontramos en el caso Alves, 
Francisco Javier y otros c/. Municipalidad de Esquel y/u otros s/ Amparo (2006) en el 
cual ante la existencia de contaminación arrojada hacia las aguas del Arroyo Esquel, se 
ordenó por vía judicial la complementación del sistema de tratamientos de líquidos 
cloacales por módulos fitoterrestres por cuanto el sistema cuestionado en la acción 
resultaba insuficiente para los niveles de población en dicha localidad.  Y en otros casos 
se ha logrado el cierre de establecimientos que se habían convertido en focos de 
contaminación189. Estos casos y otros más muestran como a través del accionar judicial 
distintos individuos y comunidades han logrado obtener órdenes judiciales para que las 
autoridades públicas adopten políticas públicas que permitan superar la contaminación 
que los rodea (Esain J. , 2009, 325) y a los cual cabe agregar que en ciertos casos es la 
misma Corte Suprema quien se ha encargado de hacer el seguimiento correspondiente 
para el efectivo cumplimiento de sus mandados.  
Claro está hay que tener en cuenta que no siempre la jurisprudencia argentina 
mostro estas características, pues como lo expone el profesor Essain la jurisprudencia 
de la Corte Suprema Argentina con relevancia ambiental podría clasificarse en tres 
periodos. Un primer periodo caracterizado el silencio de la Corte Suprema (hasta 2004); 
un segundo periodo intermedio (desde el año 2004 al año 2006) con tratamiento parcial 
del tema ambiental y aun sin demasiada profundidad; y finalmente un tercer periodo de 
tratamiento específico de la materia con mecanismos particularizados este periodo 
comienza el 20 de junio de 2006, con la causa la causa matanza-Riachuelo190, y se 
extiende hasta el presente. (Esain J. , 2009, 294-297) 
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 Aunque contra esta sentencia aún están pendiente algunos recursos judiciales la destacamos para mostrar 
la similitud con algunas decisiones de los tribunales colombianos. 
190
  Lo primero que sucedió es que el Alto Tribunal verificó que en ese conflicto existía una omisión 
inconstitucional del gobierno y que no podía esperar a la sentencia definitiva. Durante décadas se había dispuesto de 
dinero para ejecutar un Plan de prevención y saneamiento de la cuenca matanza Riachuelo, pero no se lo había 
diseñado. Entonces, de modo inmediato y aplicando el principio de prevención, se obligó en el auto inicial a que se 
adopte ese plan, para lo que se interpeló a los tres gobiernos implicados (Nación, Provincia de Buenos Aires y 
Ciudad de Buenos Aires, junto al Consejo federal de Ambiente). Pero la cosa fue más allá. La primera novedad es 
temporal. En lugar de tener una sentencia con control de constitucionalidad, la Corte exhorta desde el auto inicial. 
Nada lo impide porque en realidad los jueces aplican la Constitución todo el tiempo. Pero si uno observa la manera 
en que se intima al gobierno, verificará que en realidad no sólo lo intima a presentar un plan sino que además le 
recuerda a los responsables en realizarlo cómo debe ser una gran parte de ese plan; para sortear en el futuro 
sentencias inconstitucionales por haber desconocido los contenidos que la LGA dispone para cualquier plan. la Corte 
decidió no sólo manifestar que existía una omisión, sino prevenir la inconstitucionalidad a futuro y advertir a los 
poderes públicos cuáles eran las pautas que debían cumplir para que su política, luego de presentada, no sufriera una 
declaración de inconstitucionalidad a posteriori. la Corte verifica la inconstitucionalidad por omisión y luego–en una 
suerte de delegación–exhorta a llenar ese espacio, pero con ciertos parámetros que deberá cumplir el plan o política 
al respecto. Caso contrario, estaremos ante una inconstitucionalidad nuevamente; no será por omisión, pero sí por un 
acto positivo. 
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Como vemos en los ejemplos de estos dos casos donde se le permite a los 
ciudadanos accionar en defensa de su derecho a un ambiente sano, esta facultad se ha 
convertido en una herramienta eficaz para que los ciudadanos exijan de las autoridades 
públicas y de los particulares el cumplimiento de las obligaciones ambientales que les 
corresponden. Ahora bien esto no significa que dichas oportunidades estén exentas de 
dificultades como lo son: el efectivo cumplimiento de las sentencias, las dificultades 
probatorias, la carga de la prueba, en especial cuando el demandado es una compañía 
con un gran poder económico, o inclusive el hecho de que exija arbitrariedad en el 
comportamiento que lesiona el derecho a un ambiente sano etc. 
Quizás una de las amenazas más grandes que afrontan este tipo de acciones 
tiene que ver con la creciente desregularización del derecho ambiental, porque como 
hemos visto estas acciones se han convertido en la forma de exigir el cumplimiento de 
la obligaciones ambientales, en su mayoría existentes en la leyes ambientales, ya sea 
porque como en el caso colombiano el derecho al ambiente sano se protege en los 
términos definidos y regulados en la normatividad o como en el caso Argentino (y otros 
países como el chileno) porque para que proceda la protección de este derecho se 
requiere la acción u omisión que lo vulnera sea ilegal.  
Al lado de la eliminación de pautas y exigencias de contenido ambiental se 
presenta la ausencia o paulatina desaparición de los derechos, convertidos en servicios 
públicos, cuando no como sucede en los últimos tiempos, en meros servicios privados. 
(Mesa Cuadros, 2010a) Lo cual nos puede llevar a cuestionarnos sobre la posibilidad 
de construir criterios para evaluar los impactos ambientales desligados de la legislación, 
estos criterios podrían ser por ejemplo el imperativo ambiental, la huella ambiental, la 
capacidad de regeneración del ambiente etc. 
Otra cuestión que debe ser abordada es el impacto que han tenido este tipo de 
acciones en el cumplimiento global de las obligaciones ambientales por parte de los 
Estados, en este aspecto podemos ver como en el caso colombiano la Contraloría 
General de la Republica señala que: 
los más críticos problemas se encuentra que la eficiencia de la tasa 
retributiva, instrumento económico para el control de la contaminación hídrica, 
afectada por el constante cambio en las normas alcanza apenas el 52%, con un 
cumplimiento promedio de metas de descontaminación del 29%; 9% de las cuencas 
priorizadas se han reglamentado; la ejecución de planes de ordenación forestal del 
país solo se logró en un 18%; de las más de 4.000 especies que se reportan con 
algún grado de amenaza existen planes para proteger a 118; mientras que las cifra 
oficial de deforestación está en 90.000 ha/año, en 2009 se reforestaron un poco 
menos de 48.000 ha.; 34% de los planes de saneamiento y manejo de vertimientos 
son controlados por las CAR-CDS; los compromisos establecidos en los PGIRS se 
cumplen en un 39%; y, finalmente, no existe certeza sobre el número de redes ni 
estaciones de monitoreo de calidad de aire que existen en el país (Contraloria 
General de la republica, 2010) 
Lo anterior nos muestra que si bien la acciones judiciales en cabeza de los 
ciudadanos son una herramienta importante y poderosa, y han permitido un mayor 
empoderamiento y la vigilancia ciudadana en las cuestiones ambientales. La solución 
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de los problemas ambientales requiere un compromiso de todos y todas (incluidas las 
autoridades Estatales y los grandes poderes económicos), según las responsabilidades 
particulares que a cada uno nos corresponde según nuestra capacidad de causar 
impactos en el ambiente. Pero también la solución a los problemas ambientales pasa 
por replantearnos el modelo actual de explotación (o mejor sobreexplotación) de los 
bienes ambientales. Aspecto en el cual podríamos sacar valiosas experiencias de las 
distintas comunidades étnicas que habitan el territorio nacional las cuales han logrado 
desarrollar valiosas prácticas de conservación ambiental. 
 
5. Conclusiones  
 
En el presente escrito hemos visto como el derecho a un ambiente sano se 
introdujo en el mundo jurídico trayendo consigo una variedad de discusiones, acerca de 
su estatuto jurídico, en este sentido señalamos como no había acuerdo sobre que 
tratamiento darle, vimos tesis que sostenían que era imposible que el llamado derecho 
a un ambiente sano se configurara como un verdadero derecho, como algunos 
sostenían que debía tenerse por un principio rector y programático y finalmente vimos 
las posturas de quienes sostenían que debía considerársele como un derecho. 
Vimos incluso que entre quienes sostienen que el derecho a un ambiente sano 
es un derecho no existía acuerdo sobre qué tipo de derecho era, es decir, se discute si 
es un derecho individual, un derecho colectivo (más aún se pregunta si los derechos 
colectivos existen) incluso se discute si es un derecho fundamental o no. Las anteriores 
discusiones traían consigo más debates, así por ejemplo, la adscripción del derecho a 
un ambiente sano a la categoría derechos individuales o colectivos traía consigo la 
discusión sobre ¿quién es el titular de este derecho?, que rápidamente se transforma 
en ¿quién puede reivindicarlo? Es decir quien tiene la legitimidad para hacerlo valer. 
Ante esta cuestión se planteaban distintas soluciones que ya han sido expuestas 
y que van desde que el individuo puede hacerlo sin demostrar ningún interés particular 
(o considerando que la protección ambiental es un interés propio de individuo), pasando 
por tesis que sostenían que solo podía hacerlo el representante de la colectividad 
(órganos del Estado, asociaciones y bajo ciertos supuesto el individuo) y tesis que iban 
más allá de esta discusión proponiendo dotar de personalidad jurídica al ambiente.  
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También señalamos como estas discusiones se reflejan en la forma como ha 
sido reconocido el derecho a un ambiente sano en los distintos ordenamientos jurídicos, 
así encontramos casos donde este derecho no se reconocía a nivel constitucional 
(Estados Unidos, Canadá), como en otros casos tampoco se reconocía de manera 
expresa un derecho al ambiente sano pero si un deber general de protección del 
ambiente (Alemania, Uruguay, Polonia etc.), finalmente encontramos constituciones que 
reconocían el derecho a un ambiente sano de manera expresa, pero que podían o no 
reconocer una acción judicial para su defensa (España, Colombia, Venezuela, Puerto 
Rico Argentina etc.) 
Además advertimos como en aquellos casos donde se reconocía una acción 
judicial para la protección del derecho a un ambiente sano se planteaban cuestiones 
sobre la limitación de las acciones en especial lo referente a la legitimidad por activa y 
por pasiva, así como la dificultades probatorias o los poderes del juez en estos 
procesos, de la misma forma cuando se diseñaba una acción especial para la defensa 
de este derecho (y no se reconocía la misma acción que para la defensa de los demás 
derechos constitucionales) se plantea la cuestión sobre la relación de este derecho con 
los derechos llamados “fundamentales”. Lo cual nos llevó a plantearnos la cuestión 
sobre ¿Cuál esquema de reconocimiento y protección del derecho al ambiente sano 
permitía en mayor medida el empoderamiento y vigilancia ciudadana en las cuestiones 
ambientales? 
Ante los anteriores dilemas, planteamos que el derecho al ambiente sano debe 
considerarse como un derecho humano (punto en el cual no hay demasiada discusión) 
y aplicársele las consecuencias de tenérsele por tal. En especial reseñamos que debía 
servir de limite al poder tanto del Estado como de los particulares y debía dársele un 
tratamiento igualitario con los demás derechos incluso igual tratamiento que el dado a 
los llamados derechos fundamentales; en ese sentido extrajimos dos consecuencias 
claras primero el derecho al ambiente sano debía poder oponerse tanto al Estado como 
a los particulares para limitar su actuar; segundo no podía ni explicita ni implícitamente 
reconocerse unos derechos más importantes que otros, en ese sentido la categoría 
“derechos fundamentales” no podía servir como un mecanismo para excluir de ciertas 
garantías a determinados derechos o para fundamentar derechos más importantes que 
otros. Por lo cual se considera que a futuro la categoría “derecho fundamental” debe 
tender a su desaparición a su asimilación al concepto “derechos humano” 
Seguidamente pusimos de presente que el derecho a un ambiente sano debía 
ser reconocido en el nivel constitucional dadas las ventajas que el reconocimiento a 
dicho nivel acarrea en especial los referentes a la jerarquía normativa y a la 
vinculatoriedad de la Constitución para todos los poderes del Estado. 
A continuación sostuvimos que era necesario permitirle a los ciudadanos 
accionar judicialmente en defensa de su derecho a ambiente sano, por cuanto esto no 
solo permitiría que los ciudadanos participaran más en la toma de decisiones en lo 
referente al tema ambiental sino también porque les serviría para controlar las acciones 
del Estado y de los particulares en cuanto a las afectaciones al ambiente se refiere. 
El derecho al ambiente sano_ esquemas de reconocimiento constitucional y 





Así pues propusimos unos mínimos que deberían contener los esquemas de 
reconocimiento y protección del derecho a un ambiente sano, estos requisitos fueron 1) 
reconocer el derecho al ambiente sano en el máximo nivel del ordenamiento jurídico, es 
decir en el nivel constitucional, y en igualdad de condiciones con los demás derechos 2) 
el derecho al ambiente sano debe servir como un instrumento de limitación del poder y 
debe existir la posibilidad de reivindicarlo judicialmente ante el Estado y ante 
particulares sin mayores restricciones procesales 3) el reconocimiento al derecho a un 
ambiente sano debe ir acompañado del establecimiento de obligaciones ambientales en 
cabeza del Estado y de particulares. En tanto de faltar alguno de estos elementos el 
empoderamiento ciudadano en la defensa del derecho al ambiente sano y en la 
supervisión del cumplimiento de las obligaciones ambientales en cabeza del Estado y 
los particulares puede verse seriamente menoscabado.  
Planteamos estos elementos desde una teoría de los derechos humanos donde 
estos son concebidos como reivindicaciones sociales situadas contextualmente, y que 
los ve como derechos integrales en el sentido de ser interdependientes e indivisibles y 
además basados en la idea de dignidad humana. Y que como tal servían de freno a los 
poderes tanto Estatales como de los particulares. Asimismo estos postulados se basan 
en los corrientes teóricas que ubican a las constituciones en el máximo nivel normativo, 
reconociendo que tienen un carácter vinculante, además de ser textos que recogen los 
principales elementos del ordenamiento social. Y finalmente en una visión del poder 
judicial como garante de los derechos humanos de los ciudadanos. 
De lo cual extrajimos que los esquemas de reconocimiento constitucional y 
protección del derecho al ambiente sano en igualdad de condiciones con los demás 
derechos, así como su garantía de reivindicación judicial frente al Estado y los 
particulares, permiten un mayor grado de empoderamiento y supervisión ciudadana en 
las cuestiones ambientales que aquellos esquemas en los que falta alguno de estos 
elementos. 
Una vez hechas las anteriores consideraciones nos propusimos contrastar las 
principales características de los distintos esquemas de reconocimiento y protección 
judicial del derecho al ambiente sano, mecanismo en el cual quisimos centrarnos sin 
desconocer que en la protección del derecho a un ambiente sano pueden concurrir 
múltiples instrumentos y técnicas de protección. 
Así las cosas las cosas, para llevar a cabo este contraste se escogio algunos 
países que nos mostraban la diversidad del reconocimiento y protección judicial del 
derecho a un ambiente sano, en ese orden de ideas se seleccionaron países sin un 
reconocimiento constitucional del derecho al ambiente sano, estos fueron los Estados 
Unidos y Canadá. De manera análoga seleccionamos países que no reconocían 
explícitamente el derecho a un ambiente sano pero si un deber de protección ambiental 
en cabeza del Estado (Alemania y Uruguay), finalmente se eligieron algunos países  
que reconocen el derecho a un ambiente sano, y dentro de estas se tomo una donde se 
reconocía explícitamente este derecho pero en principio no se le reconocía una acción 
judicial para su defensa (España) y finalmente ilustramos dos países donde no solo se 
reconocía el derecho a un ambiente sano sino también una acción judicial para su 
defensa (Colombia y Argentina). 
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Ahora bien, es de señalar que dado que se pretendía abarcar un amplio margen 
de esquemas de reconocimiento y protección del derecho a un ambiente sano, esto 
obligo a tener una vista general del mismo fenómeno, sin que fuera posible adentrarse 
en algunos detalles de cada esquema, sin embargo esta visión general nos permite 
tener una panorámica global del fenómeno e identificar algunos rasgos comunes a 
considerar no solo para la evaluación del esquema actual del derecho colombiano sino 
para aquellos países que aún no reconocen explícitamente un derecho al ambiente 
sano o que de reconocerlo aún no permiten a sus ciudadanos defenderlo judicialmente. 
Pasemos entonces a rememorar lo que hemos encontrado al efectuar el 
contraste descrito anteriormente, así  se puede señalar que en los casos analizados 
donde no se reconoce el derecho a un ambiente sano ni un deber general de protección 
del ambiente encontramos una primera dificultad que tiene que ver con el hecho de que 
se cuestiona la competencia para legislar en materia ambiental, sin duda esto también 
tiene que ver con el esquema federal de los dos países analizados, donde la regla 
general en estos dos países es que aquello cuya competencia no se le asigne 
directamente al gobierno federal es competencia de los Estados miembros de la Unión. 
Asi pues ante la ausencia de disposiciones constitucionales con carácter ambiental en 
el caso de los Estados Unidos y Canadá se discute que el gobierno federal tenga la 
competencia para legislar en los temas ambientales, atacándose así el fundamento 
constitucional de las distintas normas ambientales que han sido dictadas en el ámbito 
federal. 
Dos cosas podemos señalar al respecto, primero esta dificultad no se presenta 
con aquellos países con una organización centralista donde por regla general el 
legislador del país tiene, lo que la jurisprudencia constitucional colombiana ha llamado, 
clausula general de competencia, es decir que el legislador tiene  la facultad de dictar 
normas en las materias que considere conveniente, si bien no significa que no tenga 
límites al momento de hacerlo, como veremos más adelante, Así mismo este problema 
tampoco se presenta en aquellos países que también tienen un esquema federal (o con 
autonomías regionales muy amplias) pero en sus constituciones reconocen ya sea un 
derecho al ambiente sano o un deber general de protección ambiental, como es el caso 
de Alemania o México, países federales pero que gracias a las provisiones ambientales 
en la Constitución es claro que el gobierno federal tienen la facultad de dictar normas 
ambientales. 
Una vez dicho lo anterior también debemos señalar que en los dos países 
analizados y donde se cuestiona la legitimidad del gobierno federal para dictar normas 
de contenido ambiental, la jurisprudencia ha encontrado soluciones alternativas para 
darle fundamento constitucional a las normas federales de contenido ambiental, en 
especial la competencia para firmar tratados internacionales y fundamentalmente la 
cláusula para regular el comercio, sin embargo como se ha resaltado estos 
fundamentos son débiles y muchas veces el vínculo entre regulación del comercio y 
protección ambiental no parece del todo claro, por no decir que es inexistente, además 
como algunos autores señalan esto también limita en parte los contenidos de las 
normas ambientales, en tanto que tendrán que responder necesariamente a criterios 
económicos. Más evidente aun es la debilidad de estos fundamentos constitucionales 
para la protección ambiental cuando lo que se pretende es limitar el comercio, así lo 
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evidenciamos en el caso de las basuras enviadas de un Estado miembro a otro, las 
normas ambientales pretendían limitar este comercio mientras que las normas 
comerciales exigían libertad absoluta. 
En este orden de ideas se puede mencionar que el fundamento constitucional de 
normas ambientales basadas en la capacidad de regular el comercio es débil, 
especialmente cuando la protección ambiental exige controles al comercio. Por lo cual 
lo más conveniente parece ser el establecimiento de una competencia clara para dictar 
normas ambientales. 
Otra dificultad encontrada en estos dos casos (aunque no exclusiva de ellos) 
tiene que ver con la legitimidad para iniciar acciones judiciales en defensa del ambiente, 
en particular el caso norteamericano resulta paradójico que mientras las normas 
ambientales reconocen una amplia legitimidad para accionar en defensa de algunos de 
los componentes del ambiente, y para hacer respetar la normativa ambiental, la 
Constitución norteamericana fue construida bajo una noción de derechos subjetivos que 
exigen una afectación directa y un perjuicio propio. 
 En ese sentido la Constitución norteamericana señala que los tribunales pueden 
conocer cuando se presenta un “caso”, esto es, cuando el accionante ha probado que 
hay un cierto interés propio que garantiza el contradictorio (lo mismo se aplica al caso 
canadiense), nuevamente ante esta dificultad la jurisprudencia ha encontrado 
soluciones imaginativas, para reconocer interés suficiente para accionar a entidades 
protectoras del ambiente o a individuos cuando han alegado algún tipo de interés, 
inclusive estéticos, en la defensa del ambiente. Sin embargo como muestran los 
ejemplos reseñados tales soluciones han resultado también débiles e inclusive algunos 
autores señalan que se ha producido un retroceso haciéndose primar cada vez más los 
intereses económicos en juego. 
Ahora bien la pregunta es ¿el establecimiento de un derecho al ambiente sano 
salda las discusiones sobre la legitimidad para accionar en defensa del ambiente? En 
los casos analizados la respuesta parece ser que no. Así existen casos donde este 
derecho ha sido reconocido entre los derechos constitucionales, susceptibles de 
protegerse judicialmente, pero a pesar de este reconocimiento aún se presentan 
dificultades para el acceso a la justicia precisamente porque los tribunales exigen un 
interés propio y una afectación directa para la reivindicación judicial de este derecho, un 
ejemplo de esto es México donde las críticas a esta postura no se han hecho esperar, 
criterios similares se encontraron en los primeros años de litigio del derecho al ambiente 
sano en Argentina y Chile.  
La solución a este problema se ha encontrado por dos vías alternativas, en la 
primera la jurisprudencia ha dejado de exigir este requisito basándose en que la 
defensa del ambiente interesa a todos sin importar si la afectación al ambiente 
actualmente causa perjuicios al accionante, como ha ocurrido en algunos casos en 
Chile e inclusive Argentina (aunque en estos países especialmente en los primeros 
años de litigio del derecho a un ambiente sano es posible identificar casos donde se 
negó la protección precisamente por no acreditar el interés y perjuicio propio). 
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La segunda solución tiene que ver que junto al reconocimiento de un derecho al 
ambiente sano se reconoce una amplia legitimidad para accionar en su defensa, así en 
el caso colombiano hay una amplísima legitimidad para reivindicar judicialmente el 
derecho a un ambiente sano pudiéndolo hacer cualquier persona además de 
organización civiles cuyo objeto principal es la defensa del ambiente y por supuesto 
algunas autoridades Estatales. Igualmente es posible identificar casos como el 
argentino donde progresivamente se ha dado una ampliación de la legitimidad para 
interponer acciones de amparo en defensa del ambiente.  
Lo que sí es de señalar es que la exigencia de un perjuicio propio para demandar 
en defensa del derecho a un ambiente sano se convierte en una limitante para la 
defensa del mismo y además se presenta como una exigencia injustificada, que se 
torna en un pretexto para negar la protección del ambiente. De lo cual podemos señalar 
que tratándose de la protección de bienes, que como el ambiente trascienden en interés 
meramente individual, la legitimación por activa amplia se convierte en uno de los 
mecanismos que permiten una mejor defensa del mismo. 
En este orden de ideas se puede señalar que en el caso del derecho a un 
ambiente sano exigencias tradicionales como afectación propia o perjuicio propio se 
convierten en limitantes injustificadas191, que restringen de manera desproporcionada la 
defensa de este derecho, por tanto al lado de la consagración de un derecho al 
ambiente sano conviene adoptar una postura amplia con respecto a la legitimidad por 
activa, permitiéndole a cualquier individuo o colectivo accionar en su defensa, esta 
postura puede ser combinada con la legitimación de determinadas autoridades 
públicas. 
Una tercera dificultad que encontramos en aquellas constituciones que no 
reconocen un derecho al ambiente sano tiene que ver con la posibilidad de imponer 
límites a otros derechos, en especial con el derecho a la propiedad, como vimos en el 
caso norteamericano los intereses económicos han logrado frenar restricciones 
ambientales al derecho de propiedad, a través de la tesis según la cual cuando la 
autoridad correspondiente impone alguna restricción a través de la expedición de una 
normativa, lo que está haciendo es “ocupando” el respectivo bien por lo cual debe 
indemnizar completamente al propietario (cuando dicha ocupación es total).  
Ahora bien aunque dicha tesis no niega la posibilidad de imponer límites, en 
especial al derecho de propiedad, si se ha convertido en un freno y ha evitado que las 
autoridades en determinados casos actúen por temor a pagar cuantiosas 
indemnizaciones. En últimas vemos como la protección de la propiedad llega a primar 
sobre la protección del ambiente, si bien podemos pensar casos donde sea justo 
indemnizar a un propietario porque sus bienes han sido destinados a un fin ambiental 
que lo priva del goce del mismo, hay otros casos donde el ejercicio de los derechos de 
propietario deben ceder a la protección ambiental, porque precisamente dicha 
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  no porque eventualmente no se pueda probar un perjuicio propio en cada caso, pues como vimos sería 
posible medir las afectaciones causadas a cada persona con ocasiones de una afectaccion al ambiente, es decir con la 
existencia de un impacto ambiental. 
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protección es un deber de los propietarios, así por ejemplo en el caso de una empresa 
que está contaminando ríos es licito privarlo sin indemnización del ejercicio de su 
derecho de propiedad hasta que demuestre que puede ejercerlo con el respeto 
necesario para la conservación del ambiente. 
El asunto planteado de esta forma es claro ¿hay casos en los que la protección 
ambiental imponga la suspensión e incluso el cese de los derechos del propietario? La 
respuesta es sí, en este orden de ideas es bueno recordar que en aquellos países 
donde se reconoce ya sea un derecho al ambiente sano o un deber general del Estado 
de proteger el ambiente es claro que los derechos individuales y algunos intereses 
también constitucionales pueden ceder incluso totalmente a la protección ambiental. 
Entonces la cuestión no es si se puede limitar los derecho individuales si no en ¿Qué 
casos donde la limitación sea necesaria también resulta necesaria una indemnización? 
En este sentido la consagración de un derecho al ambiente sano o de un deber de 
protección ambiental en cabeza del Estado o las personas se constituye en una 
herramienta de la cual se puede partir para sopesar los intereses privados y los 
intereses de la protección ambiental. 
 Sin embargo en esta tarea de sopesar intereses también surgen algunas 
preguntas más como las siguientes: ¿hasta qué punto debe ceder un derecho para 
cumplir con el fin de protección ambiental? ¿Qué criterios pueden ser seguidos para 
sopesar los intereses en disputa?. Un punto de partida es sin duda la consideración de 
los límites físicos de la biosfera y conceptos como el imperativo ambiental. 
Pasemos ahora a lo que nos han mostrado los casos donde se reconoce un 
deber de protección ambiental, dos premisas básicas se han extraído con respecto a 
los casos analizados 1) la consagración de un deber de protección ambiental ha servido 
para que los tribunales constitucionales tomen en cuenta el factor ambiental a la hora 
de evaluar la constitucionalidad de las normas 2) La consagración de un deber de 
protección ambiental ha servido de fundamento constitucional para las normas de 
contenido ambiental y para la limitación de otros derechos y deberes también 
constitucionales.  
Sin embargo, la consagración de un deber de protección ambiental ha jugado un 
papel importante pero no suficiente en la estructuración de mecanismos de defensa 
judicial del ambiente en cabeza de los ciudadanos, así al menos en el terreno discursivo 
no es igual que exista un derecho al ambiente sano en cabeza de las personas y 
colectivos a que exista solamente un deber de Estado de proteger el ambiente. 
Igual función ha cumplido la consagración de un derecho al ambiente sano 
cuando no se le ha dotado de una acción judicial para su defensa, es decir como canon 
de control de constitucionalidad y como justificación para la limitación de derechos y 
deberes constitucionales. En dicho sentido vimos como aun en estos casos la 
protección ambiental ha sido tenida en cuenta para evaluar la constitucionalidad de las 
normas y como bajo el argumento de estar garantizando el derecho a un ambiente sano 
se han limitado derechos reconocidos a nivel constitucional.  
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Ahora bien, como destacamos tanto en los Estados donde se reconoce un deber 
de protección ambiental como aquellos donde se reconoce un derecho al ambiente 
sano, la cuestión ambiental es un parámetro de constitucionalidad de las normas, sin 
embargo cabe preguntarse ¿Qué tan profundo ha sido el análisis ambiental de las 
normas?, ¿se han incorporado efectivamente al análisis normativo conceptos como el 
imperativo ambiental o la huella ambiental?, ¿Qué tan exigentes son los parámetros de 
constitucionalidad ambiental? Son preguntas que ameritan una reflexión profunda pues 
no basta con los ordenamientos jurídicos abran puertas para la protección ambiental 
también es necesario que los mecanismos creados sean aplicados y sean efectivos. 
Pues de lo contrario nos quedaremos en una protección discursiva sin efectos 
prácticos. 
Por otra parte la consagración de un derecho al ambiente sano, en aquellos 
países donde se le reconoce pero no se crea una acción judicial para su defensa, ha 
servido para que distintas posturas teóricas intenten fundamentar la posibilidad de 
defender este derecho en los tribunales judiciales o al menos han sostenido que 
alrededor de esta figura es posible construir un esquema de protección que tenga a las 
personas como eje central del mismo pudiéndose llegar a la judicialización cuando la 
legislación lo desarrolle. 
Finalmente conviene analizar los elementos encontrados en aquellos países que 
no solo reconocen un derecho a un ambiente sano sino también una acción judicial 
para su defensa. Al igual que en los casos anteriores esta consagración ha jugado una 
triple función 1) sirve de parámetro para evaluar la constitucionalidad de las normas 2) 
sirve de fundamento constitucional para la expedición de normas de contenido 
ambiental y 3) sirve como fundamento para la limitación de otros derechos y deberes 
constitucionales. 
Pero adicionalmente el hecho de que se reconozca una acción judicial para la 
defensa de ambiente ha traído aparejada importantes consecuencias, y nos muestran 
algunos rasgos de como se ha llevado a cabo la judicialización de este derecho. 
Por un lado podemos señalar que los ejemplos de Estados que permiten la 
reivindicación judicial del derecho a un ambiente sano muestran como el supuesto 
carácter difuso del derecho a un ambiente sano resulta ser falsa.  En ese sentido los 
casos de defensa del derecho a un ambiente sano muestran como las relaciones y 
reivindicaciones frente al ambiente son concretas y claramente delimitables en cada 
caso. 
Por otra parte debemos señalar que estas acciones han tenido una aplicación 
más contundente en aquellos casos donde a través de la legislación se han establecido 
claros deberes ambientales tanto en cabeza del Estado como de los particulares, en 
estos casos los individuos y grupos han logrado exigir judicialmente el cumplimiento de 
dichas obligaciones. Obteniéndose decisiones favorables a las demandas de protección 
ambiental (aunque por supuesto se presentan casos donde la protección ambiental ha 
sido dejada de lado). 
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En este orden de ideas puede señalarse que la posibilidad de accionar en 
defensa del ambiente permitió llevar a cabo un control por parte de individuos y 
comunidades sobre las acciones u omisiones del Estado y los particulares con respecto 
al ambiente. Aumentándose de esta manera las posibilidades de control social sobre las 
acciones u omisiones que afectan el ambiente. 
Entonces puede decirse que la posibilidad de accionar en defensa del ambiente 
ha significado incorporar un nuevo debate, extra al producido en el ámbito legislativo, 
que se efectúa en el ámbito judicial; y donde actores populares provenientes de las 
organizaciones étnicas, ambientalistas y la academia, defienden posiciones 
constitucionales y estándares internacionales en materia de derechos humanos (entre 
ellos los derechos humanos colectivos y ambientales) para defender el orden 
constitucional y avanzar no solo en los reconocimientos formales constitucionales sino 
en la protección efectiva de tales derechos cuyo deber compete en primer lugar al 
legislador ordinario (el Congreso) y seguidamente al legislador extraordinario (el 
Ejecutivo). 
Sin embargo esto también nos revela uno de los peligros más urgentes que 
afronta la protección ambiental, que no es otro, que el paulatino desmonte de la 
normatividad ambiental, reduciendo requisitos para explotar bienes ambientales, para 
llevar a cabo actividades económicas etc. Lo cual nos puede llevar a reflexionar sobre 
la posibilidad de construir la protección ambiental no solo desde el establecimiento de 
deberes legales relacionados con el ambiente, sino también con la incorporación de 
ciertos criterios para evaluar los impactos causados por los accione u omisiones sobre 
el ambiente. De esta forma podríamos incorporar conceptos como el imperativo 
ambiental, la capacidad de carga de los ecosistemas, la huella ambiental, la capacidad 
de regeneración del ambiente etc. 
De todo lo anterior podemos afirmar también que la posibilidad de accionar en 
defensa del derecho al ambiente sano constituye una forma de ampliar las posibilidades 
de participación y de influir en la toma de decisiones sobre el ambiente y además de 
aumentar el control social sobre las acciones y omisiones que afectan el ambiente. 
No obstante lo anterior, las consideraciones precedentes deben mirarse como 
potencialidades y no como consecuencias necesarias de adoptar determinadas normas, 
así por ejemplo del hecho de que las cortes o tribunales constitucionales deban tener 
en cuenta los contenidos ambientales de las Constituciones no se extrae que 
necesariamente que todas las decisiones de los tribunales constitucionales sean 
decisiones protectoras del ambiente en todos los casos. Si bien hay claros ejemplos de 
decisiones muy importantes de contenido ambiental también las hay de decisiones 
claramente favorecedoras de intereses depredadores del ambiente. 
Adicionalmente debemos señalar que la posibilidad de accionar en defensa del 
derecho a un ambiente sano es una herramienta, y no la solución a todos los problemas 
de la protección ambiental y de la ineficacia de gran cantidad de normas ambientales. 
En ese sentido no solo son necesarios mecanismos de defensa del derecho al 
ambiente sano también son necesarios individuos, colectivos humano y autoridades 
públicas dispuestos a usarlos y sobre todo a contribuir a la protección del ambiente, 
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según las responsabilidades que a cada uno de nosotros nos cabe, y según el principio 
de responsabilidad compartida pero diferenciada. En ese orden de ideas se deben 
desarrollar prácticas conservadoras del ambiente, aspecto en el cual las comunidades 
étnicas que habitan nuestro país tienen mucho por enseñarnos por lo cual deberíamos 
dejar de hacer oídos sordos a estas posibles enseñanzas. 
De la misma manera debe señalarse que frente a la cuestión de si debe utilizarse 
la misma acción para la defensa del derecho a un ambiente sano o debe crearse una 
acción especial podemos señalar que es posible unificar las acciones de defensa de los 
derechos constitucionales en una sola acción, sin embargo la acción que resulte de tal 
unificación no solo deberá recoger los aspectos comunes de las acciones de amparo y 
popular, también deberá incorporar algunas modificaciones que permitan recoger de 
una mejor manera derechos que como el derecho a un ambiente sano no son 
estrictamente individuales, dado el innegable beneficio colectivo derivado de su 
protección. 
En efecto, en casos como el colombiano donde coexiste la acción de tutela y la 
acción popular, estas comparten algunos rasgos comunes como los son un trámite 
expedito y prevalente, amplios poderes del juez en materia probatoria, pero se 
diferencia en aspectos trascendentales como por ejemplo en las acciones populares la 
legitimidad por activa y por pasiva es más amplia que la de la acción de tutela, así 
mismo la acción popular es una acción principal mientras que la acción de tutela es una 
acción residual. 
A la par en países como Argentina donde el derecho al ambiente sano se 
defiende mediante la misma acción de los demás derechos constitucionales, estas 
acciones han variado su configuración típica, así siguiendo con el ejemplo de la 
Constitución Argentina su legitimidad por pasiva se ha ampliado pudiéndose interponer 
contra particulares y contra el Estado, así mismo la legitimidad por activa también tuvo 
que ser ampliada para dar cabida a nuevos demandantes del derecho a un ambiente 
sano, situación que no se extiende a todos los derechos reconocidos por la Constitución 
de dicho país. 
Las anteriores ejemplos nos muestran algunos puntos de partida, sin ánimo de 
ser exhaustivos en las características de una acción general de defensa de los 
derechos humanos, así por ejemplo podemos reseñar que no habría ninguna dificultad 
en plantear esta acción de defensa como un acción prevalente y con un juez con 
amplios poderes probatorios y de investigación, además como nos muestran los casos 
donde se reconoce una acción de defensa para el derecho a un ambiente sano, para 
derechos como este último resulta altamente necesario una legitimidad por activa y por 
pasiva amplias, e inclusive en algunas ocasiones obligar a determinadas autoridades 
públicas a ejercerla. La pregunta resultaría ser si estos mismos postulados son 
aplicables a derechos de corte individual como el derecho a la intimidad. 
Por ejemplo podríamos señalar que una legitimidad por pasiva amplia no 
supondría mayores dificultades, en el sentido de poder reivindicar nuestro derecho a la 
intimidad no solo de las autoridades públicas sino también de particulares, pero la 
legitimidad por activa ampliada en este caso si resultaría problemática, pues ¿podrían 
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otros e inclusive autoridades Estatales accionar en defensa de mi derecho a la 
intimidad? 
Como vemos de pensarse en unificar en una sola acción la defensa de todos los 
derechos constitucionales deberíamos plantearnos la solución a algunos interrogantes, 
pues la defensa de derechos como el derecho al ambiente sano imponen la 
modificación de algunas antiguas instituciones procesales para obtener una protección 
adecuada de este derecho. 
Ahora bien ¿qué ventajas obtendríamos de unificar la defensa de todos los 
derechos constitucionales en la misma acción?, ¿no sería más conveniente, dado que 
reconocemos que mecanismos de protección de derechos como el derecho a un 
ambiente sano  requieren regulaciones especiales, agrupar los derechos con 
características afines y dejar acciones especiales? aunque esta es un respuesta 
tentadora también implica dificultades. 
Como observamos en aquellos casos donde se crean acciones especiales para 
la protección del derecho al ambiente sano surge la pregunta de cuál es la relación de 
estos derechos con los demás derechos constitucionales, así en Colombia mucho se ha 
querido argumentar para encuadrarlo dentro de los “derechos fundamentales”. Esta 
discusión no lleva a ninguna parte si tenemos en cuenta que no pueden existir derechos 
humanos más importantes que otros, entonces si no es una cuestión de jerarquía ¿cuál 
es el beneficio practico de catalogar al derecho al ambiente sano como un derecho 
fundamental? La respuesta obvia es que los derechos fundamentales tienen garantías 
muy fuertes, en este caso el acceso a la acción de tutela. Pero entonces debería por lo 
menos responderse a la pregunta de ¿Por qué la acción de tutela es superior a la 
acción popular para la defensa del derecho al ambiente sano? Sin embargo la 
respuesta a esta pregunta no es muy clara. 
Por otro lado se presenta la dificultad de aquellos casos donde además de la 
afectación del derecho a un ambiente sano se presenta la vulneración a otros derechos, 
una división tajante de acciones (una para la defensa del derecho a un ambiente sano y 
otra para otros derechos humano de corte individual sea vida, integridad personal etc.) 
nos traería la dificultad que ante los mismo hechos deberían interponerse dos acciones, 
sin embargo los tribunales han utilizado la tesis de la conexidad para poder amparar 
ambos derechos a la vez (pero ya hemos visto como esta tesis no está exenta de 
dificultades). Lo cual no sugiere que para una protección integral de los derechos 
humanos y constitucionales estas divisiones podrían resultar contraproducentes o al 
menos resultar en dificultades en casos donde además de la vulneración al derecho al 
ambiente sano existan vulneraciones a otros derechos (como la integridad física o la 
salud). 
De todo lo anterior podemos concluir que la consagración de un derecho al 
ambiente sano ha permitido a nivel constitucional saldar algunas discusiones como las 
siguientes: que es lícito al legislador expedir normatividad con contenido ambiental y 
que en pos de garantizar la protección ambiental es lícito imponer obligaciones a los 
particulares y restringir derechos. Las mismas consideraciones se han extraído cuando 
en lugar de un derecho se reconoce el deber del Estado de proteger el ambiente, así 
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que en este punto ambas soluciones no se diferencian. Si bien hay que avanzar en la 
construcción de parámetros claros para evaluar los impactos ambientales en orden a 
decidir sobre la constitucionalidad de las normas o la limitación de otros derechos. 
Sin embargo las diferencias entre establecer un deber de protección ambiental 
en cabeza del Estado y reconocer un derecho a un ambiente sano empiezan a hacerse 
patentes cuando intenta fundamentarse la protección ambiental teniendo como centro al 
ciudadano, es decir a este como principal protagonista exigiendo el cumplimiento de la 
protección ambiental. Tal fundamentación se defiende mejor desde la existencia del 
derecho a un ambiente sano. 
Finalmente podemos señalar que en aquellos casos en los cuales se permite 
accionar en defensa del ambiente este se ha mostrado como una herramienta que ha 
permitido el control ciudadano de los impactos ambientales causados tanto por el 
Estado como por los particulares y del cumplimiento de las obligaciones ambientales 
que estos tienen. Por supuesto como cualquier herramienta tienen dificultades y 
aspectos aun no resueltos pero no por eso se debe dejar de lado su gran potencial. 
Si bien las configuraciones que adquiere la protección del derecho al ambiente 
sano varían según los ordenamientos constitucionales, en ese sentido preguntas como 
¿es un derecho que pueda reclamar judicialmente? ¿Quién puede? ¿Contra quién 
puede? Tienen respuestas variadas según en qué ordenamiento nos encontremos. Por 
ejemplo a la pregunta ¿es un derecho que se puede reclamar judicialmente? La 
respuesta será no, si estamos en países donde no se reconoce este derecho o donde a 
pesar de reconocerse no se contempla la posibilidad de acudir a los tribunales en su 
defensa. En la misma forma a la pregunta ¿Quién puede? La respuesta es más amplia 
en Colombia que en Argentina o que en México. 
Sin perjuicio de lo anterior y teniendo en cuenta la experiencia comparada 
podemos decir que la adecuada protección del derecho a un ambiente sano, teniendo al 
ciudadano como eje central, debe partir del reconocimiento constitucional del derecho a 
un ambiente sano en igualdad de condiciones que los demás derechos constitucionales 
y pasa por el reconocimiento de la posibilidad de hacerlo valer tanto ante el Estado 
como ante los particulares, en una forma amplia, como una forma de controlar su actuar 
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